
Esta cartilla busca dar a conocer a las y los 
participantes la historia del movimiento de Derechos 
Humanos y la política pública del Estado colombiano, 

en el acompañamiento y protección en situaciones 
de riesgo, el enfoque diferencial y socializar las 

buenas prácticas y lecciones aprendidas por medio 
de esta cartilla pedagógica.

DIPLOMADO “FORTALECIMIENTO DE LA CAPACIDAD 
 DE RESPUESTA DE LÍDERES, LIDERESAS SOCIALES 
 Y DEFENSORES (RAS) DE DERECHOS HUMANOS, 
FRENTE A FACTORES DE RIESGO”

Cartilla pedagógica
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2. 2. Estructura y construcción del logotipo

1. Símbolo.
)RUPDGR� SRU� GRV� SDORPDV� TXH� VHPHMDQ�PDQRV� \� UR-
dean visualmente un círculo dentro del cual se observa 
HO�PDSD�GH�&RORPELD�VLPSOLÀFDGR��(Q�VX�YHUVLyQ�SULQFL-
pal el símbolo será de color azul, con el mapa transpa-
rente.

Sin embargo, se presenta una versión en azul, con el 
mapa en color amarillo, la cual se puede utilizar en ca-
sos establecidos más adelante.

El símbolo se puede utilizar solo, sin el nombre, siempre y cuan-
do se ubique en espacios que lo relacionen directamente con 
la Defensoría del Pueblo.

2. Nombre.
Defensoría del Pueblo, en color azul en su versión 
principal.

El nombre no deberá utilizarse sin la presencia del 
símbolo.

���=RQD�GH�H[WHQVLyQ�

(Q�FDVRV�HVSHFtÀFRV�GRQGH�HV�QHFHVDULR�XELFDU�MXQWR�FRQ�HO�OR-
gotipo nombres adicionales que hacen parte de la nomencla-
tura de la Entidad (dependencias, proyectos, etc), se emplea 
la zona de extensión y según la necesidad, se puede variar el 
formato de utilización del logotipo.

FORTALECIENDO LAS CAPACIDADES 

DE LÍDERES (AS) Y DEFENSORES (AS) 

EN SITUACIONES DE RIESGO



«Privar a las personas de 
sus Derechos Humanos es 
poner en tela de juicio su 
propia humanidad».
Nelson Mandela, activista sudafricano 

de los derechos civiles

ʊ
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Esta cartilla busca dar a conocer a las y los 
participantes la historia del movimiento de Derechos 
Humanos y la política pública del Estado colombiano, 
en el acompañamiento y protección en situaciones de 
riesgo, el enfoque diferencial y socializar las buenas 
prácticas y lecciones aprendidas por medio de esta 
cartilla pedagógica.
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��ϐ���������������������������À���ǡ���������ǡ�

defensor, defensora, movimiento social, movimiento 
de Derechos Humanos, tipología de estos.
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ɞɫɱɢɠɢɡɢɫɱɢɰ

Estas personas son un pilar esencial para el for-
talecimiento y consolidación de las democracias, 
����������ϐ����������������������������������Ó��ǡ�
incumbe a la sociedad en general, y busca el be-
��ϐ������������Ǥ�Por tanto, cuando se impide a una 
persona la defensa de los Derechos Humanos, se 
afecta directamente al resto de la sociedad.

La labor que realizan es fundamental para la exis-
tencia plena de un Estado de Derecho y constitu-
ye un pilar indispensable para el fortalecimiento 
y consolidación de la democracia pues “ejercen el 
necesario control ciudadano sobre los funcionarios 

El trabajo de personas defensoras de Derechos Humanos es 
fundamental para la implementación universal de los derechos 
y libertades fundamentales, la existencia de una democracia 
plena y duradera, y la consolidación del Estado de Derecho.

públicos y las instituciones democráticas”. La ĈĎĉč 
ha señalado el rol esencial que han tenido y con-
tinúan teniendo las defensoras y defensores en la 
denuncia de violaciones a los Derechos Humanos 
���������� �������� ��� ���ϐ������ ������ǡ� ��À� �����
sus valiosos aportes en el proceso de búsqueda y 
consolidación de la paz en Colombia.

������������×�ǡ��������������������ϐ�������������-
ceptuales, realizadas por Naciones Unidas, la ĔĊĆ 
y recogidas por la Defensoría del Pueblo en su Re-
solución 074 de agosto de 2020, que nos permiten 
hablar de un mismo lenguaje.

ɲɫɦɡɞɡ�ɦ
De!niciones

Bienvenidos(as) a la primera Unidad 
del Módulo 1, donde revisaremos 

definiciones conceptuales de líder, 
lideresa, defensor(a) de derechos 

humanos y tipología de estos.
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Defensor(a) de Derechos Humanos

�����ϐ������������� individuos, los grupos y las institu-
ciones que contribuyen a la eliminación efectiva de todas 
las violaciones de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales de los pueblos y los individuos.1 Es toda 
persona que, individual o colectivamente, desarrolla ac-
ciones tendientes a la divulgación, educación, denuncia, 
monitoreo, documentación, promoción, defensa, protec-
ción o realización de los Derechos Humanos y las liberta-
des fundamentales, en el plano local, regional, nacional o 
internacional.2

Las defensoras y defensores de 
Derechos Humanos son personas 
que promueven o procuran de 
cualquier forma la realización 
de los Derechos Humanos y 
las libertades fundamentales 
reconocidos a nivel nacional o 
internacional.4 

���� ����������� ��� ���� ��������� �������� ��ϐ������ǡ�
reivindican, hacen cumplir, protegen y promueven los 
Derechos Humanos, y las acciones que emprenden de-
�����������Àϐ����Ǥ��������������������������������������-
ciones de los Derechos Humanos, al tiempo que señalan 

• Pueden ser defensores cualesquiera per-
sonas o grupos de personas que se esfuer-
cen en promover los Derechos Humanos, 
desde organizaciones intergubernamenta-
les asentadas en las mayores ciudades del 
mundo hasta individuos que trabajan en 

sus comunidades locales.3

• Los defensores pueden ser de 
cualquier género, tener distintas 

edades, proceder de cualquier 
parte del mundo y tener cuales-
quiera antecedentes profesiona-
les o de otro tipo. 

• Los defensores de los Derechos 
Humanos no sólo desarrollan su 
actividad en ĔēČ y organizaciones 
intergubernamentales, sino que 
también pueden ser empleados 
del Estado, funcionarios públicos o 
miembros del sector privado.

¢ɮɲˏ�ɰɬɫ"

¢ɮɲˏ�ɥɞɠɢɫ"

¢ɠɲˇɩɢɰ�ɰɬɫ�ɰɲɰ�ɣɲɫɠɦɬɫɢɰ"

¢ɮɲɦˏɫɢɰ�ɰɬɫ"

a la atención de las autoridades las consecuencias de 
sus acciones y omisiones, sino que también desempe-
ñan varias otras funciones, entre ellas la de ayudar a los 
Estados parte en la elaboración de las políticas públicas 
para el cumplimiento de sus obligaciones. 
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Líder y lideresa social

ong o colectivo

El liderazgo social es una categoría sociológica que denota 
actividades relacionadas directa o indirectamente con la 
defensa de uno o varios Derechos Humanos y/o uno o varios 
sectores o comunidades.5 Dentro de esta denominación 
se incluye a personas reconocidas como líderes y lideresas 
sociales, representantes o voceros y voceras de un sector, 
organización, comunidad, colectividad o grupo humano en 
función de la defensa de uno o varios derechos.6 

Una organización social defensora de los Derechos Humanos 
es aquel colectivo humano conformado por personas que 
trabajan o tienen acciones en favor de la defensa, divulgación, 
promoción, respeto o garantía de uno o varios Derechos 
Humanos, así como de personas que se encuentran expuestas 
a riesgos, amenazas y vulnerabilidades diferenciales, basados 
en criterios como el género, la orientación sexual, la etnia, el  
ciclo vital, el origen nacional o la condición de discapacidad. 

Estas ĔēČ pueden estar constituidas formalmente 

ante la ley colombiana cuya labor y objeto social sea 

la defensa de los derechos de una comunidad, pueblo, 

población o grupo social o pueden ser colectivos 

de personas no constituidos formalmente como 

organización, pero �������������������ϔ��������������

defensa de los derechos de una comunidad, pueblo, 

población o grupo social. Además, para la Defensoría 

����������������������������������������ϔ�����×�����

ninguna entidad para reconocerse como organización 

o colectivo defensor(a) de los Derechos Humanos, 

aunque promoverá que estas organizaciones y 

colectivos se auto reconozcan como defensores y 

defensoras de los Derechos Humanos.7  

La denominación de líder o lideresa social es 

independiente del auto reconocimiento que 

dichas personas realicen como defensor o 

defensora de los Derechos Humanos, situación 

que, taxativamente a la luz de la declaración 

ĆȀėĊĘȀͻȀͷͺͺǡ�������������������������������

defensoras de los Derechos Humanos.

defensor(a) de Derechos Humanos
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¢ɠɲˇɩɢɰ�ɰɬɫ�ɰɲɰ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ"8

De acuerdo con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
demás instrumentos internacionales de protección de los Derechos 
Humanos, las personas, los colectivos, los líderes y lideresas defen-
sores de Derechos Humanos, que adelantan actividades en defensa, 
ejercicio, divulgación, promoción, respeto o garantía de los ĉĉčč en 
Colombia, así como sus organizaciones y colectivos humanos, son ti-
tulares de derechos fundamentales9 los cuales son objeto de especial 
observación y garantía por parte del Estado:  

Derecho a ser protegido 

Derecho a la libertad de reunión 

Derecho a la libertad de asociación 

Derecho a acceder y a comunicarse con organismos internacionales 

Derecho a la libertad de opinión y expresión 

Derecho a la protesta 

Derecho a debatir y desarrollar nuevas ideas en materia  
de Derechos Humanos 

Derecho a un recurso efectivo 

Derecho a acceder a recursos 

Derecho a la libre circulación 

Derecho a la intimidad, el buen nombre y habeas data 

Derecho a la información
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ɠɯɦɱɢɯɦɬɰ�ɬɯɦɢɫɱɞɡɬɯɢɰ�ɭɞɯɞ�
ɦɡɢɫɱɦɣɦɠɞɯ�ɭɢɯɰɬɫɞɰ�ɡɢɣɢɫɰɬɯɞɰ�
ɡɢ�ɡɡ�ɥɥ��ɩ˓ɡɢɯɢɰ�ɶ�ɩɦɡɢɯɢɰɞɰ10
�����������À������������������×�����������������������������������������������������ϐ�-
cación de personas defensoras de los Derechos Humanos, líderes y lideresas sociales 
que adelantan actividades en defensa de ĉĉǤčč, sus colectivos y organizaciones.  

La persona defensora puede pertenecer o no a una organización 
social o institución del Estado cuya misionalidad esté relacionada 
con los Derechos Humanos o la gestión social; lo que la determina 
como defensora son las actividades que realiza en defensa de uno 
o varios derechos o en el liderazgo que ejerce en una comunidad, 
pueblo, población o grupo social a favor de los ĉĉǤčč. 

Este lo da la comunidad, pueblo, población o grupo social y/o 
de otros defensores, líderes locales o autoridades, derivado del 
activismo en la defensa, divulgación, promoción, respeto o garantía 
de uno o varios Derechos Humanos y/o del liderazgo que ejerza 
en los grupos sociales previamente mencionados a favor de los 
ĉĉǤčč.��������ϐ�����×��������������ǡ��������������������������ǡ�
con las comunidades, pueblos, poblaciones o grupos sociales que 
�������ϐ�����������������������������������������������������
���������������������������×���������������ϐ��������������������
o regional.  No se requiere la expedición de comunicados o 
�����ϐ����������������������������������������������������������
su reconocimiento. Las y los defensores trabajan en la defensa de 
los derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales 
y culturales, de acuerdo con los principios de universalidad, 
indivisibilidad e interdependencia y los nuevos derechos.11 

Criterio sustancial: 

Reconocimiento: 
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Partiendo de la buena fe, hay que escuchar a la persona que se 
������ϐ��������À������������������������������������������
Humanos o líder y lideresa social con trabajo a favor de la defensa 
de ĉĉǤčč. La Defensoría promoverá que las personas defensoras de 
los Derechos Humanos, así como sus organizaciones y colectivos, 
se auto reconozcan como tales, en cumplimiento de la Resolución 
53/144 de la ĔēĚ. 

Las actividades que adelante la o el defensor, o los colectivos de 
Derechos Humanos deben tener correspondencia con su discurso; 
�����������������Àϐ����ǡ����������������������������������������
����������������������������ϐ������Ǥ�

La Defensoría del Pueblo no tiene funciones de policía judicial o 
investigación criminal para determinar conductas que vulneren los 
derechos de las y los defensores o si son o no ciertas acusaciones que 
no se hagan en el marco legal vigente. Por lo tanto, la atención debe 
hacerse sin juicios políticos, morales o éticos, propugnando por la no 
estigmatización de las personas defensoras de Derechos Humanos. 

De acuerdo con la Resolución 53/144 de la ĔēĚ, no es requisito 
indispensable acreditar mayoría de edad o un periodo de ejecución 
de las actividades de defensa y/o liderazgo, para ser reconocido 
como persona defensora de Derechos Humanos pues son las 
actividades que desarrollan las personas las que determinan tal 
condición.

Buena fe y auto reconocimiento: 

Correspondencia: 

Imparcialidad y neutralidad: 

Edad:  
ɲɫ

ɦɡ
ɞɡ

�ɦ�
 D

e!
ni

cio
ne

s

-11-



Este concepto debe ser tenido en cuenta, pues la misma persona 
puede defender varios derechos y no ser consciente de ello o 
puede tener diferentes condiciones de vulnerabilidad por la 
multiplicidad de derechos defendidos. 

Para el trabajo y entendimiento de las dinámicas relacionadas 
con personas defensoras de los Derechos Humanos, es necesario 
tener en cuenta los enfoques diferenciales de género, étnico, 
discapacidad, origen nacional y de transcurrir de vida, lo que dará 
elementos para los impactos de las conductas vulneratorias de las 
que pueden ser víctima.

Es importante tener en cuenta los diferentes contextos 
—rurales, urbanos— y sus complejidades, en los que las 
personas defensoras de los Derechos Humanos, sus colectivos y 
organizaciones, desarrollan sus actividades.

Interseccionalidad: 

Enfoques diferenciales:

Contexto:
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ɰɢɠɱɬɯɢɰ�ɬ�ˇɪɟɦɱɬɰ�ɢɫ�ɩɬɰ�ɮɲɢ�ɡɢɰɞɯɯɬɩɩɞɫ�
ɰɲɰ�ɞɠɱɦɳɦɡɞɡɢɰ�ɩɞɰ�ɭɢɯɰɬɫɞɰ�ɬ�ɠɬɩɢɠɱɦɳɬɰ�
ɮɲɢ�ɡɢɣɦɢɫɡɢɫ�ɩɬɰ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ12

�����������À�������������������ϐ�������������������������������������������������������
ejerce la defensa de los Derechos Humanos en Colombia con mayor frecuencia:

Este trabajo podrá desarrollarse desempeñando 

un cargo de la ďĆĈ o como activista dentro de 

la ďĆĈ; en todo tiempo deberá ser la actividad 

en defensa de los Derechos Humanos la 

������ϔ�����×����������������������������Ǥ��

En muchos casos estos líderes pertenecieron en periodos 

anteriores a este tipo de formas de organización y  continúan 

su ejercicio de liderazgo en la comunidad, así como la vocería 

de ellas.  Igualmente, directivos(as) y líderes de fundaciones 

o asociaciones cooperativas, agremiaciones, federaciones que 

trabajan a favor de comunidades vulnerables.

Comunal

Comunitario: 

Personas que, en el marco de Juntas de 
Acción Comunal (ďĆĈ), ejerzan un trabajo 
de defensa de Derechos Humanos de su 
comunidad o de varias comunidades.

Personas y colectivos que trabajan por la 
promoción, respeto y protección de los Derechos 
Humanos de comunidades, sin pertenecer a ďĆĈ 
pero que son reconocidos por dichas comunidades 
como activistas o líderes.
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Se reconoce la labor desarrollada por activistas y 

representantes de pequeños y medianos gremios 

���À������ȋ��������ǡ���ϔ���������ǡ�����������ǡ����ǤȌ�����

trabajan en procura de los derechos de sus agremiados.

La declaración ĆȀėĊĘȀͶͼ;Ȁͷ;ͷ���� ���ĔēĚ desarrolla 

con mayor precisión este ámbito. 

Campesino o agrario: 

Mujeres: 
Personas y colectivos de defensa de los derechos de las mujeres 
que promueven la protección los Derechos Humanos con énfasis 
en los derechos de la mujer y la igualdad de género, los derechos 
sexuales y reproductivos y las libertades fundamentales, que 
impulsan reivindicaciones sociales o políticas, incluyendo 
transformación de creencias, prácticas sociales e institucionales 
contrarias a los derechos de las mujeres.

Personas y colectivos que trabajan por la promoción, 
respeto y protección de los Derechos Humanos de los 
campesinos y campesinas o sus comunidades. 

Líderes que asumen la defensa de derechos tales 
como el acceso a tierra, la formalización —y la 
desconcentración— de la propiedad, la restitución de 
tierras y el retorno a las mismas. 

Personas que propenden por medidas de desarrollo 
alternativo, tales como la sustitución de cultivos de uso 
��À����ǡ�������������ϐ������������������������������������
y la garantía de la seguridad alimentaria. 
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���������ϔ����������±�����������������������������������������

afrocolombiano, líderes y activistas que trabajan por la promoción, 

respeto y protección de los derechos de comunidades negras o las 

negritudes en Colombia; afrocolombianos en proceso de formación 

para ejercer liderazgo o en prácticas tradicionales para la defensa 

de la cultura propia y el territorio y organizaciones o colectivos que 

desarrollen actividades antes descritas. En este sector se encuentran 

�������À�������������������������������������������ͽͶ����ͷͿͿͺǡ������

otras expresiones tanto rurales como urbanas de la defensa de las 

comunidades afrodescendientes en Colombia.  

Personas y organizaciones que trabajan por la promoción, 
respeto y  protección de los Derechos Humanos de los 
pueblos Indígenas circunscritas a resguardos,  cabildos 
y toda forma de organización indígena; autoridades y 
médicos tradicionales;  guías, maestros o sacerdotes 
espirituales indígenas; miembros de la guardia indígena;  
indígenas en proceso de formación para ejercer liderazgo 
o en prácticas tradicionales  para la defensa de la cultura 
propia y el territorio, independientemente que el mismo 
esté o no titulado. Así mismo serán tenidas en cuenta 
organizaciones o colectivos que desarrollen actividades 
antes descritas.  

Afrodescendientes:

Indígena: 

Personas que, en el marco de Consejos comunitarios de 
Comunidades Negras, organizaciones afrocolombianas, 
����������������������ǡ���ϐ�������������������������������
negro en Colombia.
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Estas personas pueden o no pertenecer a este pueblo y la 

defensa de los derechos de los Rrom determinará su inclusión en 

este sector. Así mismo serán tenidas en cuenta organizaciones o 

colectivos que desarrollen actividades antes descritas. 

La pertenencia a un sindicato no convierte automáticamente 

������ϔ�����������������������������������������������Ǣ�����������

actividades las que permitan determinar su pertenencia a este 

sector. Igualmente se entenderá a un sindicato como organización 

o colectivo defensor de los derechos de los trabajadores.  

���������������ϐ���������������������À����������������������
y dependen de los mismos, como sucede con los pescadores 
artesanales tanto continentales como marítimos. 

Pueblo Rrom: 

Sindical: 

Ambiental: 

Personas y organizaciones, que trabajan por los 
derechos del pueblo Rrom o gitano en Colombia.

Personas y organizaciones de cualquier tipo 
de asociación sindical y personas que trabajan 
activamente por la promoción, respeto y protección 
del derecho al trabajo y los derechos sindicales. 

Personas y organizaciones que trabajan por la promoción, respeto y 
protección de los derechos ambientales; activistas ambientales asociados 
�����������������������������ϐ��ǡ���������������������������������������Ǥ

Ambientalistas con trabajo autónomo en la defensa del ambiente. 
Líderes que trabajan por la promoción, respeto y protección de los 
derechos de las poblaciones que practican la minería artesanal y 
que no afecta el medio ambiente.
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�����±����������������������������������������������������À����������������������

población que hayan estado en condición de desplazamiento forzado, asociados 

�����������������������������������������������ͷͺͺ;�ȋ���������×������������Ȍǡ���À�

como de personas que trabajan por la construcción de memoria histórica, la 

reparación integral de las víctimas y la no repetición de la violencia.  

Así mismo serán tenidos en cuenta personas que desempeñen 

��������������������×���Ȁ������������×�������������������×�����Àϔ�������

���ϔ������Ǥ�����������������������������×�������������������������������

que trabajen la implementación del Acuerdo Final para la Terminación 

�������ϔ���������������������×�����������������������������������������

entre las ċĆėĈǦĊĕ������
���������������������������Ó��ͶͷͼǤ�

Se tendrán en cuenta en este sector a personas y 

organizaciones Colombianas o extranjeras que trabajen 

por migrantes que se encuentren en condición de amenaza, 

vulnerabilidad o riesgo sin distinción de ninguna clase.  

Víctimas: 

Gestores y/o Constructores de Paz: 

Migrantes: 

Personas y organizaciones que trabajan por la 
promoción, respeto y protección de los derechos 
��������À��������������ϐ����������������������������
en registros estatales.

Personas y organizaciones que trabajan por la promoción, 
respeto y protección del derecho a la paz consagrado por el 
artículo 22 de la Constitución Política de Colombia.

Personas que trabajan por la promoción, respeto y 
protección de los derechos de la población migrante en 
Colombia, independientemente de su origen nacional.

ɲɫ
ɦɡ
ɞɡ

�ɦ�
 D

e!
ni

cio
ne

s

-17-



La Defensoría del Pueblo utiliza la expresión “personas con orientación 

�����������������������±�������������Ǧ�ĔĘĎČĉ”, relativa a todas aquellas que 

���������ϔ����������������������×��������������������������������������������

��������������±�������������������������������������������������������������

impone al sexo de nacimiento. Esto de ninguna manera desconoce el poder 

simbólico y movilizador del acrónimo đČćęĎĖ, pero sí tiene la intención de 

incluir a cualquier persona que hace parte de estos sectores, aunque no se 

auto reconozca con alguna de estas identidades políticas.

Tal es el caso de activistas, líderes y lideresas, colectivos y 

�������������������������������������Ȁ����������������������

hacen presencia en el territorio y acompañan o trabajan de la 

mano con procesos juveniles y de niños y niñas en propender la 

defensa y respeto de sus derechos. 

osigd/lgbtiq: 

Juvenil o de infancia: 

��������������������������ǡ�����±�����ǡ������������������������������

ȋ�������������������������×������������������������������±����������

activismo demostrable) en la defensa del derecho a la educación y otros 

derechos relacionados a este.  

Estudiantil o académico: 

Se incluyen activistas o líderes y lideresas que trabajan por la 
promoción, respeto y protección de los derechos de Lesbianas, 
Gais, Personas Trans, Bisexuales, Intersexuales, con experiencias 
de vida Queer o cualquier otra categoría relativa a la orientación 
sexual o a la identidad de género no normativa o no hegemónica. 

Personas y organizaciones que trabajan por la promoción, 
respeto y protección de los derechos de los Niños, Niñas, 
Jóvenes y Adolescentes.

Personas que trabajan por la promoción, respeto y protección 
del derecho a la educación.
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Personas y organizaciones que trabajan por el 
desarrollo cultural y artístico de las comunidades y 
pueblos o el uso del deporte como mecanismo para 
incentivar el desarrollo comunitario de diversas 
poblaciones toda vez que denoten un interés 
auténtico y demostrable en el ejercicio, respeto y 
protección de los derechos sociales y culturales.  

Personas vinculadas como servidores de instituciones del Estado 
���ǡ�������������×�������������������ǡ���ϐ��������������������
Humanos en su más clara expresión como por ejemplo personeros 
municipales, servidores de la Defensoría del Pueblo y operadores 
de justicia como jueces de paz o conciliadores locales entre otros. 

���������������ϐ��������������������������À�����������
participación democrática.  

Cultural o deportivo: 

Servidores(as) Públicos:13

Activista de Derechos Humanos: 
Personas y organizaciones que contribuyen a la promoción, ejercicio, 
respeto y protección de los Derechos Humanos, en  áreas como la 
investigación social, representación legal de poblaciones vulnerables 
y búsqueda de justicia, acompañamiento a comunidades vulnerables, 
capacitación en  ĉĉǤčč, libertad de pensamiento, conciencia, religión, 
derecho a la salud, veeduría  ciudadana entre otras. 

Comunicador social - periodista (graduado o no) que mediante su trabajo 
comunicativo o periodístico contribuye consiente y premeditadamente a 
la promoción, respeto y protección de los Derechos Humanos. 

Abogado (en ejercicio) que mediante su trabajo legal contribuye 
consiente y premeditadamente a la promoción, respeto y 
protección de los Derechos Humanos.
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ɠɬɫɠɩɲɰɦɬɫɢɰ

ɦɡɢɞɰ�ɪɞɢɰɱɯɞɰ

Es importante reiterar que es el Estado quien debe proteger los derechos de las perso-
nas, organizaciones no gubernamentales y colectivos que se dedican a la defensa de los 
Derechos Humanos. La Defensoría del Pueblo tiene como misión orientar e instruir a los 
habitantes del territorio nacional y a los colombianos en el exterior en el ejercicio y de-
fensa de sus derechos ante las autoridades competentes o entidades de carácter privado, 
entre los que se encuentran las personas defensoras de Derechos Humanos y divulgar los 
Derechos Humanos y recomendar las políticas para su enseñanza.

El Estado colombiano se ha acogido a la normatividad internacional —Naciones Unidas 
y ĔĊĆ—en la protección de los derechos de las y los defensores de Derechos Humanos.

La Defensoría del Pueblo cuenta con un marco conceptual acerca de las y los defensores, 
líderes y lideresas y funcionarios que trabajan en el campo de los Derechos Humanos.

• Una organización social defensora de los Derechos Humanos es aquel colectivo humano 
conformado por personas que trabajan o tienen acciones en favor de la defensa, divulga-
ción, promoción, respeto o garantía de uno o varios Derechos Humanos, así como de per-
sonas que se encuentran expuestas a riesgos, amenazas y vulnerabilidades diferenciales, 
basados en criterios como el género, la orientación sexual, la etnia, el ciclo vital, el origen 
nacional o la condición de discapacidad.

• Las personas defensoras de los Derechos Humanos, líderes y lideresas sociales que adelan-
tan actividades en defensa de ĉĉǤčč, así como sus organizaciones y colectivos humanos, son 
titulares de derechos fundamentales los cuales son objeto de especial observación y garan-
tía por parte del Estado: Derecho a ser protegido, a la libertad de reunión,  a la libertad de 
asociación, a acceder y a comunicarse con organismos internacionales, a la libertad de opi-
nión y expresión, derecho a la protesta, a debatir y desarrollar nuevas ideas en materia de 
Derechos Humanos, derecho a un recurso efectivo, a acceder a recursos, a la libre circulación, 
derecho a la intimidad, el buen nombre y habeas data, derecho a la información.

• Son diversos los sectores en los que desempeñan su labor las personas defensoras de 
Derechos Humanos: Comunales, comunitarios, campesinos, sectores de mujeres, afrodes-
cendientes, indígenas, pueblo Rrom, sindicales, ambientales, de víctimas, constructores 
de paz, migrantes, personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas; 
juveniles, estudiantiles, culturales, deportivas y funcionarios públicos.
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ɢɳɞɩɲɞɠɦ˙ɫ
Señale si es falso (F) o verdadero (V)

• Para ser defensor o defensora de Derechos Humanos hay que 
hacer parte de una ĔēČǤ

• Las y los defensores deben tener mayoría de edad y escolaridad.

• El gobierno colombiano reconoce la importancia de la labor de 
las y los defensores.

Ȉ������ϐ�����×���������������ȋ��Ȍ������������À�����������������Ǥ

• Las y los constructores de paz no son considerados defensores 
de derechos humanos                                                   

F V

como defensores de derechos 
humanos, debemos estar 

conscientes e informados de 
nuestra propia situación y la 

de nuestra comunidad.
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81,'$'��
Historia del movimiento de 

Derechos Humanos en Colombia
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ɞɰɭɢɠɱɬɰ�ɤɢɫɢɯɞɩɢɰ
Si el Estado cumpliera a cabalidad su deber de prevenir, investigar y castigar las violaciones 

a los Derechos Humanos, no surgiría la necesidad de que los particulares se convirtieran en 

�������������������������������Ǥ������������ǡ��������������ǡ��ǡ�������ǡ�������À�����Ϳͻ�������

Constitución Política establece, entre las obligaciones de todas las personas en Colombia, 

ǲ������������������������������������������������������������������������������Àϔ���ǳǤ�

��������×�����������������������������������������������������������������ϔ���������������

Nueva Constitución es la de “asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, 

la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”. En conclusión, el respeto y 

defensa de los Derechos Humanos legitima un Estado Social de Derecho.ͷͺ

A continuación, se presenta una síntesis del movimiento de Derechos Humanos en Co-
lombia, quien, a pesar de haber sido estigmatizado, también ha sido reconocido por el 
Estado colombiano, a la luz de las instancias supraestatales —Naciones Unidas y ĔĊĆ—.  

ɲɫɦɡɞɡ�ɦɦ
Historia del movimiento de Derechos Humanos en Colombia

Damos la bienvenida a la Unidad II del 
Módulo 1, en la que abordaremos la 
historia del movimiento de Derechos 
Humanos en Colombia, sus avances, 

dificultades y características.
Analizaremos las razones por las 

cuáles su labor se desvirtúa y sufren 
persecución, amenaza y hostigamiento.
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Reseña histórica

1970 ɠɬɫɱɢɵɱɬ

ɢɣɢɠɱɬɰ

• Presidencia Misael Pastrana Borrero (1970-1974) y Alfonso López Michelsen (1974-1978). 

• Estado de sitio continuo, violaciones a los Derechos Humanos, asociadas a operativos 
de control social como detenciones arbitrarias masivas, torturas, restricciones a las 
garantías judiciales y al derecho al habeas corpus.

• Normas restrictivas de los derechos como el Estatuto de Seguridad, el cual respondía 
a la Doctrina de Seguridad Nacional15, que contemplaba la perse-
cución al “enemigo interno”; dicho Estatuto contemplaba la prisión 
por la participación en la protesta social y limitaba la libertad de 

prensa; en este contexto se persiguió y castigó a líderes sociales 
y sindicales, con allanamientos, detenciones masivas y torturas.16

• Se aplicó la Justicia Penal Militar para civiles por delitos políticos, 
a través de Consejos Verbales de Guerra, de 1969 a 1982, cuya ca-

racterística era la oralidad, de acuerdo con el Artículo 586 del Código 
de Justicia Penal Militar17; sin embargo, “fueron juzgados no solamente 

guerrilleros, sino también sindicalistas, estudiantes, obreros y opositores políticos”18; 
luego de casi nueve años de juzgamiento de civiles por militares, la Corte Suprema de 
Justicia declaró la inconstitucionalidad de este mecanismo y los procesos penales por 
rebelión volvieron a la jurisdicción ordinaria.19

• Sindicatos, organizaciones campesinas y populares y personas de la oposición polí-
tica se asociaron, en organizaciones no gubernamentales y colectivos, en defensa de 
los derechos civiles y políticos, también llamados Derechos de Primera Generación; 
esta expresión de la sociedad civil se dio en ciudades como Bogotá, Medellín, Barran-
cabermeja, Cali, Barranquilla, Bucaramanga, Neiva, Ibagué, entre otras.

• Algunas de ellas aún se mantienen, adelantando actividades que van desde la capa-
citación, recepción y trámite de quejas, asistencia y acompañamiento a las víctimas, 
realización de acciones urgentes, denuncia, utilización de recursos legales de defen-
sa, hasta estudios e investigaciones puntuales.

• Además de la defensa, adelantaron denuncias nacionales e internacionales, activi-
dades de educación en Derechos Humanos, a sectores populares y sindicales, enfa-
tizando en los instrumentos legales de defensa e instancia de protección y forma de 
acceder a ellos.

1970-1980

Por su parte el Estado no 
reconocía dichas violaciones, 

aunque sí había firmado y ratificado 
ante las instancias internacionales 
los instrumentos de protección de 

los dd.hh.
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1980

1970

1971

1972

1973

1979

1980-1986

1986-1990

ɩɬɤɯɬɰ
Ȉ���ϐ��������������Ͳǯ�ȋͳͻȌ�����������������±���������Ͳǡ������×����Asociación Nacional de 

Usuarios Campesinos (ĆēĚĈ), con la bandera de “la tierra para quien la trabaja”, con-
formada por campesinos arrendatarios y aparceros; esta organización ha sufrido aten-
�����ǡ�����������ǡ���������ǡ�����������������������������������ϐ��������������������Ǥ20  

• A principios de 1971, en Toribio, siete Cabildos con resguardos indígenas crean el 
Consejo Regional Indígena del Cauca (ĈėĎĈ), con las banderas de La Gaitana, Juan 
Tama y Manuel Quintín Lame, exigiendo la aplicación de la ley 89 de 1890.21

• Se crea la Organización Femenina Popular (Ĕċĕ)22, un colectivo de mujeres de la ciu-
dad de Barrancabermeja, ĔēČ que resistió al paramilitarismo, en defensa de los Dere-
chos Humanos; a pesar de haber sufrido atentados y señalamientos, adelanta labores 
muy importantes y en el 2019 inauguró el Museo de la Memoria.

• Surgió el Comité de Solidaridad con los Presos Políticos (ĈĘĕĕ).

• Se crea el Comité Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos (Ĉĕĉč).

ɠɬɫɱɢɵɱɬ
• Aunque el presidente Betancur (1982-1986) reconoció las violaciones a los Dere-

chos Humanos y su discurso cambió, y se dio un proceso de paz con las guerrillas, 
aumentaron las desapariciones forzadas, los asesinatos por razones políticas y las 
detenciones sin orden judicial.  

• Período presidencial de Virgilio Barco (1986-1990): el gobierno asume el discurso de 
los Derechos Humanos, crea una Comisión de Derechos Humanos de la Procuraduría, 
la Consejería Presidencial de Derechos Humanos y reconoce la labor de las organiza-
ciones y colectivos de Derechos Humanos, a quienes invita a conversar.  

• Surgieron las organizaciones que trabajan por la defensa de los Derechos de la Niñez. 
Ejemplo de ello es Defensa de los Niños Internacional-Colombia, ĘĔĘ Aldea de Niño y la 
Fundación Afecto, las cuales han tenido presencia en el país de tiempo atrás. Algunas 
���������������������������������������������������������������������������������ϐ���-
dad de los derechos de la niñez hasta la sensibilización y denuncia por la vinculación 
���������Ó�����������Ó���������ϐ������������Ǥ�������������������������������������������-
chos de los indígenas, las mujeres, los grupos afro y de los recursos naturales del país.

ɢɣɢɠɱɬɰ
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1990

1982

1987

1988

1984

1990-2000

ɩɬɤɯɬɰ
• Como respuesta ante las desapariciones de personas, fue creada la Asociación de Fami-

liares de Detenidos Desaparecidos (ĆĘċĆĉĉĊĘ).

• En ese mismo año se creó la Organización Nacional Indígena de Colombia (ĔēĎĈ), la 
cual agrupa organizaciones indígenas de todo el país y lucha por la supervivencia de 
su cultura, los derechos al territorio, a su identidad, a la aplicación de la jurisdicción 
especial indígena, su medicina tradicional, la educación bilingüe, entre otros. 

• Se fundó además la Corporación Casa de la Mujer, dedicada a la promoción, protección 
y exigibilidad de los Derechos Humanos de las mujeres.

ɠɬɫɱɢɵɱɬ
• Períodos presidenciales de César Gaviria (1990-1994), Ernesto Samper Pizano 

(1994-1998) y Andrés Pastrana (1998-2002).

Ȉ�������������������±���������ͻͲǡ�������������������������������������ϐ��������������
con el Estado, por su incumplimiento con la vigencia de los derechos, surgieron orga-
nizaciones y colectivos en defensa de los Derechos Civiles y Políticos.

• Durante el gobierno de César Gaviria se desarrolló la Asamblea Constituyente y se pro-
mulgó la Constitución de 1991; además se dio la apertura económica, se desmovilizaron 
el Ċĕđ, el ĒĆĖđ y la ĈėĘ; también se dio la Operación Casa Verde contra las ċĆėĈǦĊĕ.

• Tomaron fuerza organizaciones y colectivos que se dedicaron a la defensa de los De-
rechos Étnicos; para el caso de las comunidades afrocolombianas, surgieron respon-
diendo a los retos de la aplicación de la Ley 70 de 1993, en defensa de sus territorios, 
creando Consejos Comunitarios, derivados de esta Ley.

• Se crean organizaciones regionales como la organización afro, Asociación Campesi-
na del Atrato (ĆĈĎĆ)23, el Instituto Popular de Capacitación (ĎĕĈ) en Medellín, el cual 
adelanta actividades de capacitación, formación, acción pública y acompañamiento a 
comunidades en torno a sus derechos.

• Se crea la Corporación Regional para la Defensa de los Derechos Humanos (ĈėĊĉčĔĘ) en 
Barrancabermeja, cuyo propósito es promover, defender y proteger los Derechos Huma-
nos, el Derecho Internacional Humanitario y la democracia en el Magdalena Medio.

• Surge la Comisión Colombiana de Juristas (antes se llamado Comisión Andina de Ju-
ristas), para elaborar informes sobre la situación colombiana en Derechos Humanos 
y la aplicación de justicia, organización que aún sigue trabajando en este campo. 

• Surge la Fundación Natura, la cual tiene como propósito apoyar la conservación de la 
diversidad biológica y la búsqueda de alternativas de uso sostenible de los recursos 
naturales en Colombia.
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1991

1992

ɩɬɤɯɬɰ

• En el período presidencial de Ernesto Samper Pizano (1994-1998), es investigado 
���������������ͺǤͲͲͲ��������������ϐ���Ǣ������������������������������×��������������-
tarismo, pasando de las Convivir, a las Autodefensas Unidas de Colombia-ĆĚĈ. 

• En el período presidencial de Andrés Pastrana, a pesar de los diálogos de paz con las 
ċĆėĈǦ�Ċĕ y de la zona de distensión, se aplica el Plan Colombia, acción que profundiza 
la crisis humanitaria y la violación a los Derechos Humanos.

• Frente al incremento de los secuestros se crea la Fundación País Libreǡ���ϐ����������ͳͻͻͳǤ

• Nace la Asociación para la Promoción Social Alternativa Mingaǡ������ϐ������������������
defensa y el ejercicio de los Derechos Humanos, el derecho internacional humanitario 
y la construcción de paz; se fundan además organizaciones como la Consultoría para 
los Derechos Humanos y el Desplazamiento (ĈĔĉčĊĘ), la cual trabaja en favor de la 
población desplazada, desde la investigación, denuncia y acompañamiento humanita-
rio, promoviendo la consolidación de la paz en Colombia e incidiendo en la política del 
Estado, en favor de las comunidades afectadas

• Las organizaciones y colectivos de Derechos Humanos acuerdan estrategias en defensa 
de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ĉĊĘĈȌ, también llamados Derechos 
de Segunda Generación; en 1993 se creó la Plataforma Colombiana de Derechos Hu-
manos, Democracia y Desarrollo, la cual, asociada a muchas otras ĔēČ aún hoy hace 
los informes alternos ante Naciones Unidas y ĔĊĆ sobre la situación de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, por temas —Derecho al trabajo, a la salud, a la vi-
vienda, entre otros— y por sectores poblacionales en las que también ĔēČ que ya han 
trabajado los derechos civiles y políticos y amplían su trabajo en la defensa de los ĉĊĘĈ.

Ȉ��������ͻͲǯ��������������������������������������������������������������������������
de los Derechos Étnicos; para el caso de las comunidades afrocolombianas, surgieron 
respondiendo a los retos de la aplicación de la Ley 70 de 1993, en defensa de sus 
territorios, creando Consejos Comunitarios, derivados de esta Ley.

• El panorama de Derechos Humanos sigue siendo muy preocupante; nacen organiza-
ciones en defensa de los derechos de las mujeres24, quienes luchan contra el patriar-
calismo, la discriminación y todo tipo de violencias, en contextos privados y públicos.

• Dada la crisis humanitaria por el desplazamiento forzado de personas, surgen orga-
nizaciones y colectivos que hacen diagnósticos y reclaman los derechos de las perso-
nas obligadas a salir de su tierra.25
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1993

1995

1996

• Surge el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, con sede en Bogotá, quien da 
asistencia jurídica y promueve los derechos civiles y políticos y a partir de 1995 in-
corpora los derechos económicos, sociales y culturales.

• Se crea la Corporación Jurídica Libertad, con sede en Medellín, la cual adelanta ase-
soría jurídica en defensa y protección de los Derechos Humanos.

Ȉ������������������×���������ϐ��������������������������������������������ǡ������×�
Iniciativas ciudadanas por la paz, ėĊĉĊĕĆğ en 1993. Experiencias como “Derrotemos 
la Guerra”, en Santander, la “Iniciativa Ciudadana por la Paz” en Bogotá, la “Mesa de 
trabajo por la vida” en Medellín, y muchas otras, se unieron con el propósito de con-
tar con un espacio de encuentro en todo el territorio nacional, que les diera fuerza y 
resonancia a las diversas experiencias de gestión ciudadana por la paz. 

• A pesar del cierre de canales de negociación con la insurgencia, junto con ĆĘċĆĒĎĕĆğ, 
Iniciativa de Mujeres por la Paz y la Red Nacional de Mujeres presionaron para lograr 
un nuevo Acuerdo Humanitario, rechazando el rescate a sangre y fuego que en años 
recientes ha costado valiosas vidas.

• El Proceso de Comunidades Negras (ĕĈē)������������×���ϐ������������Ó��ͳͻͻ͵ǡ���������
movimiento social que, amparado en la Ley 70 de 1993 o Ley de Comunidades Negras, 
uno de los mayores alcances del pueblo negro en materia legislativa colombiana. Trabaja 
por la defensa de los Derechos Humanos  de las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, y otros sectores que integran el movimiento social en Colombia26.  

• Nacen organizaciones y colectivos como la Coordinación de Consejos Comunitarios y 
�������������������������������������������������������Àϐ��������������ȋĈĔĈĔĈĆĚĈĆ) 
�������������ϐ���������������������������ǡ�������������������������������À����������
comunidades negras, de los municipios de  Guapi, Timbiquí y López de Micay; reivin-
dicación de los Derechos Humanos y la paz desde un enfoque etnocultural27.

• Producto del trabajo de lobby de las organizaciones colombianas en Europa, algunas 
instituciones europeas, en el marco del “Acuerdo de Londres”, crean en Bruselas la 
�ϐ����������������������������������������������������ȋĔĎĉčĆĈĔ); como respues-
ta a esta labor, ciento sesenta y seis ĔēČ de Derechos Humanos se organizaron en la 
Plataforma Coordinación Colombia-Europa, para responder al trabajo internacional 
de denuncia de las violaciones a los Derechos Humanos; en 1996, se amplía a los Es-
tados Unidos y la plataforma toma el nombre de Coordinación Colombia-Europa-Es-
tados Unidos (ĈĈĊĊ), como actor colectivo internacional28, realizando campañas, in-
formes e incidencia internacional.

• En cuanto al Derecho a la Paz, se destaca el �������������������Àϐ�������������� que ha 
�����������������������������ï��������������������������������������ϐ���������������
hacer visible los impactos de la violencia contra las mujeres producidas en el contexto y 
����������ϐ������������Ǥ�������������������������������×�����������������������������
requisito indispensable para la consolidación de la paz y un imperativo ético para el país.
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1996-1998

1999

• Surgió la ĔēČ�Corporación Jurídica Humanidad Vigente, creada para apoyar jurí-
dicamente a comunidades víctimas del desplazamiento forzado y violaciones a los 
Derechos Humanos.

• Nacen organizaciones en defensa de los derechos de las mujeres como el Grupo de 
Mujeres Maltratadas, Mujeres Afrocolombianas, Chicas Unidas por la Vida, Mujeres 
Nuevas, Hijas del Rey, Mujeres Empresarias, Sueños de Mujer, Unión de Ciudadanas 
Colombianas, Movimiento por la igualdad ante la ley, Red Colombiana de Mujeres por 
los Derechos Sexuales y Reproductivos, Asociación Nacional de Mujeres Campesinas e 
Indígenas, Escritoras por la vida y por la paz, Foro Mujer, Madres por la Vida, Mujeres 
en Vigilia por la vida y por la paz, Mujeres actoras y autoras de paz, Mujeres creado-
ras de paz, Sisma Mujer, esta última creada en 1998, quien además adelanta procesos 
���À��������������������×���������������������������������������������ϐ������������Ǥ29

Ȉ���ϐ����������ͳͻͻͻ�������×����Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al 
���ϐ�������������������������ȋĈĔĆđĎĈĔ)ǡ���������������ϐ��������������������×�������-
ganizaciones de la sociedad civil, de carácter nacional e internacional, que a través de 
monitoreo, incidencia política, defensa y promoción de los derechos de los niños, niñas 
���×�����ǡ���������������������������������������������������������������������ϐ������
armado colombiano, particularmente aquellas relacionadas con el uso, reclutamiento 
y vinculación de la niñez a los grupos armados.  Esta Coalición ha apoyado la restitu-
ción de los derechos de la niñez, luego de la implementación del Acuerdo de Paz. 

• ĆĘċĆĒĎĕĆğ, organización creada en 1999 surgió a raíz del secuestro de policías y soldados 
por parte de las ċĆėĈ, compuesta por madres, esposas y hermanas que buscan la libera-
ción de sus familiares, para lo cual enarbolaron la bandera del acuerdo humanitario.  

• Surgió la Asociación Caminos de Esperanza, Madres de la Candelaria de Medellín, la 
cual adelantó acciones en el marco de las desapariciones forzadas y el desplazamiento.

������À�����������������ϐ��������ǣ

Durante estas últimas dos décadas, de 1975 a 1995, los defensores 
civiles de Derechos Humanos comprendieron qué son los Derechos 
Humanos, cuáles son los más prioritarios, e interrelacionando teoría y 
práctica desde “la realidad más real” de América Latina y el Caribe, les 
dieron valor y consistencia, al defenderlos, promoverlos y difundirles 
en todos los ámbitos sociales y políticos. Así lo hicieron, porque defen-
dieron, antes que su vida, la vida de aquellos que no tenían libertad; y 
porque promovieron la vida frente a la persecución y la conculcación 
pavorosa de los Derechos Humanos. Y así lo hicieron, frente al poder 
arbitrario, frente al autoritarismo y ante el totalitarismo.30 
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2001
ɩɬɤɯɬɰ

• Ante los abusos de las guerrillas, se creó en el 2001, con la participación de los 
tres estamentos de la Escuela de Comunicación Social de la Universidad Sergio 
Arboleda, la Fundación Víctimas Visibles; la Fundación adelanta investigaciones 
����±���������������������À��������������ϐ������������������������ǡ��������ϐ������
devolverles la voz y restaurar su dignidad.  Han realizado publicaciones que han 
difundido ampliamente.31

• Ante el desconocimiento y violación de los derechos de personas con orientaciones 
sexuales e identidades de género diversas, surgió el Movimiento đČćę (Lesbianas, gays, 
bisexuales, Transgeneristas), con el propósito de trabajar por los derechos de estas 
personas, buscando la superación de las diferencias y discriminaciones por género.

• En los dos períodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), se aplica la 
Seguridad Democráticaǡ������������������������������ǡ��������������������ϐ�������
de la labor de las y los defensores de Derechos Humanos. 

• Se dio la negociación para la desmovilización de las ĆĚĈ, se aplicó el Plan Patriotas contra 
las ċĆėĈǦĊĕ������ϐ���×�����������������������������ǡ������������������������������������
�����������������������������À����Ǥ���������������ϐÀ����������������������������À�����ǡ����������ǡ�
defensores y defensoras de Derechos Humanos siguieron adelantando su labor.

Ȉ����������������������������������������������������������ϐ�����������������������
las personas con orientación sexual e identidad de género diversa.

• Es importante señalar el movimiento social de mujeres que condenan la barbarie de la 
guerra, dando un ejemplo de capacidad de superar la adversidad y luchar por la justicia, 
���������������������������������������� ���������×�������������������ϐ�����Ǣ�������
organizaciones femeninas convocaron eventos públicos y masivos como las “Marchas 
por la Vida”; realizaron actos lúdicos y culturales para exorcizar la violencia; ejemplo 
de ello es la ��������Àϐ�������������� y la Red Nacional de Mujeres quienes condenan la 
guerra, rechazan al servicio militar obligatorio y piden el cese del violencia.

Ȉ��������������������������������������������������������������������������ϐ�������
los derechos al medio ambiente, sino que lo amplían a los derechos de la naturaleza, 
de los animales y, en general, de los seres sintientes.
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2002

2003

2004

2005

• Nace la Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz (IMP), la cual ha construido una 
Agenda por la Paz, con consignas como “Las mujeres paz-harán”, “Ni un hombre, ni 
una mujer, ni un peso más para la guerra; negociación ya” y “No queremos parir más 
hijos para la guerra”.

• Se creó la Conferencia Nacional de Organizaciones Afrocolombianas (ĈēĔĆ), la cual 
cuenta con 278 organizaciones de primer y segundo nivel, redes y articulaciones; hay 
organizaciones afrocolombianas de mujeres, jóvenes, comunidad đČćę-Afro, perso-
nas en situación de desplazamiento (ĆċėĔĉĊĘ), Consejos Comunitarios, organizacio-
nes urbanas y rurales.

• Surgió Colombia Diversaǡ��������������ϐ������������ĔēČ que lucha por los derechos de 
aquellas personas que han sido discriminadas por amar, ser o parecer “diferentes”.  
Promueve la plena inclusión, el respeto a la integralidad de los Derechos, el reconoci-
miento de las personas con orientaciones sexuales e identidades de genero diversas, 
necesarias para la construcción de una sociedad democrática y con justicia social.

• Preocupados por las violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario, se crea la plataforma Alianza de Organizaciones Sociales 
���ϐ���� por una Cooperación Internacional para la Paz y la Democracia en Colombia, 
conformada por 125 organizaciones, las cuales representan a seis grandes sectores 
sociales con presencia en todas las regiones del país: centrales sindicales, organi-
zaciones indígenas, campesinas, afrocolombianas, movimiento de juntas de acción 
comunal y organizaciones de mujeres y cuatro sectores de organizaciones especiali-
zadas -de desarrollo, ambientalistas, iniciativas de paz y de Derechos Humanos.

• Las organizaciones y colectivos defensores de los derechos de los animales, muchas 
de ellas agremiadas desde el 2004 en la Federación Nacional de entidades defen-
soras de animales y del ambiente de Colombia, tienen como misión trabajar por la 
��������������ϐ���������������Ǣ�����������������������������������×���������������×�����ǡ�
quienes han desarrollado campañas en de sensibilización para prevenir la violencia 
contra los animales, y realizan actividades de sensibilización contra la práctica del 
toreo, el coleo o la pelea de gallos, argumentando que es una violencia programada 
hacia el animal, para disfrute de los seres humanos.

• Surgen ĔēČ como Dejusticia, la cual es un centro de estudios jurídicos y sociales y sus 
líneas temáticas son: Género; Justicia Étnico-Racial; Justicia Económica; Justicia Tran-
sicional; Justicia Ambiental; Sistema Judicial; Paz; Justicia Fiscal, Política de drogas; 
Tierras y Campesinado, y Tecnología y Derechos Humanos, dedicada al fortalecimiento 
del Estado de Derecho y a la promoción de los Derechos Humanos en Colombia.32

• Aparece el Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado, el cual reivindica los 
derechos de estas víctimas a la verdad, justicia, reparación integral, garantías de no 
repetición y a la memoria de sus seres queridos, en acciones perpetradas por miem-
bros de la Fuerza Pública o fuerzas paramilitares que actuaron bajo el auspicio o 
respaldo del Estado colombiano.
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2009 • Se crea el Proceso Nacional de Garantías para el ejercicio de la defensa de los Dere-
chos Humanos, producto del acuerdo entre el gobierno nacional y las organizaciones 
de la sociedad civil, quienes habían trabajado entre el 2006 y 2008 en la formulación 
del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos, proceso suspendido por el au-
mento de agresiones a las y los defensores de Derechos Humanos. Lo acompaña la 
comunidad internacional, lo lidera el Ministerio del Interior y participan represen-
tantes de organizaciones sociales. Cuenta en su estructura con una Mesa Nacional 
de Garantías, con tres subgrupos de trabajo: investigación, protección y mujeres y 
Mesas territoriales.33

• Durante el gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018), a pesar de que se desarro-
llan los Acuerdos de Paz con las ċĆėĈǦĊĕ, se siguen dando situaciones de injusticia 
social e inequidad, que impiden la vigencia de los Derechos Humanos de las y los 
colombianos, contexto que explica las demandas de los líderes, lideresas, defensoras 
y defensores de Derechos Humanos.

• Es importante resaltar el Paro Nacional Agrario del 2013, expresión de acción co-
lectiva del movimiento social campesino, agrupado en Dignidad Agropecuaria, que 
se consolidó ya como movimiento que declara su oposición y revisión de los ęđĈ, in-
fraestructura en las zonas agrarias, seguridad alimentaria, minería y agro34, la Mesa 
Nacional de Unidad Agraria (ĒĚĆ), la cual fue creado en el 2009 por organizaciones 
rurales, campesinas, étnicas, comunales y de mujeres de carácter nacional y regional 
�������ϐ��������������������������������ǡ�����������������������������������������������
humano integral, rescatando la soberanía y autonomía alimentaria, logrando el reco-
nocimiento del campesinado colombiano como sujeto social y político. Busca la inci-
dencia política en la construcción de políticas públicas y leyes a favor de la defensa de 
los derechos y del movimiento campesino, agrario y de mujeres rurales. 

ɢɣɢɠɱɬɰ

2010
2010 - Hoy

ɠɬɫɱɢɵɱɬ

2010
ɩɬɤɯɬɰ

• Nace la Fundación Manos Verdes que adelanta acciones para la protección del 
medio ambiente.

2011 • Aparecen organizaciones como la Fundación Comunidades Sostenibles, que cuenta con 
programas y servicios para el desarrollo de personas, ecosistemas, empresas y alianzas, 
y la Fundación Humedales Bogotá, la cual se dedica a rescatar las riquezas e importancia 
de los humedales de Colombia (en concreto los bogotanos).
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2012

2016

• La Mesa de Unidad Agraria plantea la “Ley Agraria Alternativa” como propuesta al-
ternativa a la ley de tierras, reforma agraria y desarrollo rural que el gobierno nacio-
nal estaba impulsando en el momento35 y el Coordinador Nacional Agrario, colectivo 
de campesinos y campesinas pobres, pequeños y medianos productores agropecua-
rios, indígenas y afrocolombianos, campesinos sin tierra, obreros y jornaleros, que 
trabajan en lo rural, la pesca, el trabajo asociativo y cooperativo36, quienes plantea-
ron al Estado los problemas del sector agrario, exigiendo respuestas concretas.

• Se crea el Movimiento Ríos Vivos, representa a quince organizaciones de mujeres, jó-
venes, barequeros y barequeras, pescadores, arrieros, agricultores, cocineras, amas 
de casa, comerciantes todos afectados por el megaproyecto Hidroituango, que lu-
chan en contra de las injusticias, reclaman su derecho a permanecer en el territorio 
y denuncian los graves e irreparables daños, violaciones a los Derechos Humanos 
que vienen generando las mega represas y megaminería; al igual que a otros movi-
mientos sociales, han sufrido el asesinato de algunos de sus líderes, la persecución 
y el hostigamiento.37 

• Por otra parte, la Mesa Nacional de ĔēČ sobre empresas y Derechos Humanos de Co-
lombia38, creada en 2016, con el impulso del Centro de Estudios Jurídicos Tierra Dig-
na, Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo”, ĈĎēĊĕ Programa por 
la Paz,�ċĎĆē Colombia y el ĎđĘĆ; la Comisión Colombiana de Juristas, está constituida 
por 44 organizaciones y colectivos y trabaja en plantear las medidas prácticas que 
todos los actores deben adoptar para prevenir y abordar los abusos de los Derechos 
�����������������������������������������������������������ϐ��������������������-
les, políticos, culturales, laborales que se puedan presentar.39

Es interesante observar que, luego de iniciar 
la defensa de los derechos civiles y políti-

cos —que son individuales, y tienen un enfoque 
antropocéntrico, esto es, el ser humano es 
el sujeto de derechos—, se pasó a la defen-
sa de los derechos colectivos, es decir, los 
derechos económicos, sociales y culturales, 
para pasar luego, con una mirada más amplia, 
a los derechos cosmocéntricos, esto es, la 
naturaleza, los ríos, los animales también 

son sujetos de derechos.
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ɰɱɞɱɲɰ�ɠɬɫɰɲɩɱɦɳɬ�ɡɢ�ɬɫɤ�ɡɢ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ�
ɥɲɪɞɫɬɰ�ɢɫ�ɦɫɰɱɞɫɠɦɞɰ�ɦɫɱɢɯɫɞɠɦɬɫɞɩɢɰ

Es un reconocimiento que las Naciones Unidas otorga a 
ciertas organizaciones no gubernamentales de Derechos 
Humanos, lo que les permite celebrar consultas y partici-
���������������������������Àϐ����Ǥ40 Aunque en el sistema 
������������������������������ ϐ�����ǡ�����������À�� ���ĔĊĆ 
da un reconocimiento, tiene interlocución y coordinación 
con las ĔēČ de Derechos Humanos colombianas. 

Por el rigor en su labor, documentación seria y ordenada 
de casos en sus informes, por sus contribuciones y obser-
vaciones en relación con la violación a los Derechos Huma-
nos, entre otros.

Aunque las organizaciones no tienen derecho a votar en las 
deliberaciones, tienen la posibilidad de intervenir de ma-
nera oral y escrita; el Status Consultivo permite, entonces, 
que las ĔēČ se constituyan en interlocutor legítimo y direc-
to del Organismo Internacional.

La Corte Constitucional, a través de diferentes sentencias41, 
ha señalado la responsabilidad del Estado en la prevención 
—con medidas de carácter jurídico, político, administrativo 
y cultural que promuevan la salvaguarda de los Derechos 
Humanos y que aseguren que las eventuales violaciones—, 
protección y garantía de Derechos para las y los defenso-
res de Derechos Humanos, líderes y lideresas, además de 
la investigación, con resultados satisfactorios y sanción a 
los responsables de dichas violaciones y la adecuada repa-
ración a las víctimas, por los daños causados.

¢ɭɬɯ�ɮɲˏ�ɰɢ�ɡɞ"

¢ɭɞɯɞ�ɮɲˏ�ɰɦɯɳɢ"

¢ɮɲˏ�ɢɰ"

Status 
consultivo
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ɰɦɱɲɞɠɦ˙ɫ�ɡɢ�ɩɞɰ�ɶ�ɩɬɰ�ɡɢɣɢɫɰɬɯɢɰ�ɡɢ�
ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ��ɩ˓ɡɢɯɢɰ�ɶ�ɩɦɡɢɯɢɰɞɰ

¢ɭɬɯ�ɮɲˏ�ɰɢ�ɢɰɱɦɤɪɞɱɦɷɞ�ɞ�ɩɞɰ�ɬɫɤ�ɡɢ�
ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ"

Lamentablemente en Colombia es muy preocupante la situación de las y los defen-
sores de Derechos Humanos, líderes y lideresas, quienes están sometidos a “hostiga-
mientos, estigmatización, amenazas, y criminalización hasta ataques contra la vida”:42

��������������������������×�ǡ��������������������×��������������������ǡ�������ϐ������-
des para acceder a la información de la Fiscalía General de la Nación, la cual es escasa 
y a veces contradictoria.44

Marca o señal en el cuerpo, especialmente la impuesta con un hierro candente como signo 

de esclavitud o de infamia. El vocablo griego stígma derivó en el latín stigma, que llegó a 

nuestro idioma como estigma. Así se denomina a una marca grabada en el cuerpo o incluso 

a una marca simbólica que se le atribuye a un individuo o a un grupo social.  

Desde el inicio del movimiento social de Derechos Humanos, se le asoció a la guerrilla, 
dado su énfasis en denunciar al Estado por las graves violaciones a los Derechos Huma-
nos y su silencio ante los delitos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
por parte de las guerrillas.

1 Nov. 30 Jun.944

En 29

ɥɬɪɦɠɦɡɦɬɰ

 de los 32 departamentos del país43

Cauca, Antioquia, 
Nariño, Valle del Cauca 
y Norte de Santander 
concentran 568 casos

El total de homicidios 
registrados en ese periodo 

abarca casi la totalidad 
del territorio nacional

a líderes, lideresas sociales y 
excombatientes de las ċĆėĈǦĊĕ

2016 2020
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ɭɢɯɬ�¢ɠɲˇɩɢɰ�ɰɬɫ�ɩɞɰ�ɞɣɦɯɪɞɠɦɬɫɢɰ�ɮɲɢ�
ɢɰɱɦɤɪɞɱɦɷɞɫ�ɞ�ɩɞɰ�ɶ�ɩɬɰ�ɡɢɣɢɫɰɬɯɢɰ�ɡɢ�
ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ"48

A las y los defensores de Derechos Humanos, líderes y lideresas, se les ha estigmatiza-
do como terroristas vestidos de civil, idiotas útiles de la insurgencia, brazo político de 
la guerrilla, estafetas de la guerrilla, entre otros.

�����������ϐ����������ǡ���ϐÀ����������������������������������������������������������-
dictores legítimos; se les ve como enemigos del Estado; este discurso ha preocupado a 
la comunidad internacional, pues �������ϐ����������������������������������������������
defensores, quienes en algunos casos han sido judicializados:

…que los Estados deben revisar y asegurar que los tipos penales comúnmente utiliza-
dos para detener a defensores y defensoras se encuentren formulados de acuerdo al 
principio de legalidad; que las autoridades encargadas de los procesos instaurados no 
excedan la razonabilidad del plazo para emitir sus fallos y que las autoridades y terce-
ros no violenten el principio de inocencia emitiendo declaraciones que estigmaticen 
como delincuentes a los defensores y defensoras sometidos a procesos penales.49

Ha habido presidentes que han expresado que preferían ver los “militares enfrentados a 
la subversión en las montañas y no en los juzgados del país contestando requerimientos 
infundados, presentados por sus enemigos”.45 Es decir, se le tildaba a las ĔēČ de De-
rechos Humanos como enemigos del Estado, por la denuncia de las violaciones a los 
Derechos Humanos.

Es con el ascenso al poder del presidente Álvaro Uribe Vélez en el año 2002, que las orga-
nizaciones no gubernamentales de Derechos Humanos acrecentaron su vulnerabilidad 
��������ǡ���������������������ϐ����������������������×������������������Ǥ������������À����
del presidente Juan Manuel Santos46, hubo un reconocimiento de la labor de las y los de-
fensores de Derechos Humanos, aunque su situación siguió siendo preocupante, dada su 
estigmatización, persecución y hostigamiento, que hasta el día de hoy no se ha superado.

El documento “Diplomacia de la subversión47”argumenta que hay 
una guerra jurídica contra las Fuerzas Militares, citando además a 
unas 23 organizaciones, grupos religiosos, asociaciones indígenas 
y campesinas, y 19 organizaciones internacionales, incluido el 
Comité Internacional de la Cruz Roja (ĈĎĈė). 
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ɠɯɦɪɦɫɞɩɦɷɞɠɦ˙ɫ�ɡɢ�ɩɞ�ɩɞɟɬɯ�ɡɢ�ɩɞɰ�ɶ�ɩɬɰ�
ɡɢɣɢɫɰɬɯɢɰ50

La ĈĎĉč analizó el uso indebido del derecho penal por parte de actores estatales y no 
estatales para criminalizar la labor de defensoras y defensores de Derechos Humanos, 
�������ϐ�������������������������������������������������������ǡ������������������������
construcción de democracia, en un Estado de derecho como el colombiano. 

La criminalización de la labor de defensa de los Derechos Humanos tiene impactos en 
quienes la adelantan, a nivel individual, familiar y comunitario:

Secuelas físicas y en la integridad personal.
Quienes están sometidos a procesos jurídicos, pueden incluir temor, angustia, in-
seguridad, frustración e impotencia, como estrés, ansiedad, depresión, insomnio, 
aislamiento e inseguridad de la persona sujeta a proceso.

Efectos en la vida familiar.
Muchas veces las y los defensores se ven obligadas a separarse de su núcleo fami-
liar, a cambiar su lugar de residencia e incluso a salir de su comunidad, ciudad o 
país, alterando sus planes de vida.

Impactos sociales.
La criminalización a las y los defensores de Derechos Humanos afecta a las co-
munidades, sus estructuras, los liderazgos que se dan y la capacidad de funciona-
miento grupal, además de los símbolos colectivos, todo lo cual genera pesimismo 
��������������Ǥ�������������������������ǡ�������ϐ������������������������������×-
sitos colectivos.

Efectos a largo plazo en la defensa de los Derechos Humanos y 
otras secuelas.  
La criminalización genera un sentimiento de miedo y parálisis en otras defenso-
ras y defensores, por temor a las retaliaciones por ejercer su labor.  Así mismo, 
afecta a la sociedad pues el no poder denunciar, reclamar, exigir los Derechos va 
en contravía de la construcción de democracia.

Efectos económicos.
Por tener que incurrir en pago de la defensa en el proceso jurídico.
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¢ɭɬɯ�ɮɲˏ�ɩɞ�ɩɞɟɬɯ�ɡɢ�ɩɞɰ�ɶ�ɩɬɰ�ɡɢɣɢɫɰɬɯɢɰ�
ɫɬ�ɢɰ�ɟɦɢɫ�ɯɢɠɦɟɦɡɞ�ɭɬɯ�ɢɩ�ɢɰɱɞɡɬ"

Criminalizar a las y los defensores es manipular el poder punitivo del Estado por parte 
�������������������������������������������ϐ�����������������������������������������ǡ���À�
impidiendo el ejercicio legítimo de su derecho a defender los Derechos Humanos.51

La ĈĎĉč encontró procesos jurídicos contra defensores cuando:

• Hay comunidades que ocupan tierras de interés para el desarrollo de megaproyec-
tos y la explotación de recursos naturales.

• Hay contextos de protesta social: manifestaciones, bloqueos, plantones o movilizaciones.

• Las o los defensores interponen denuncias contra funcionarios públicos.

También encontró la criminalización de las y los defensores en:

• Contextos de defensa del derecho a la tierra y el medio ambiente.

• Exigencias propias de líderes y lideresas campesinos, indígenas y afrodescendientes.

• Defensa de derechos laborales por parte de líderes y lideresas sindicales

• Defensa de los derechos sexuales y reproductivos, así como la defensa de los dere-
chos de las personas đČćę (Lesbianas, Gays, Bisexuales y Trans).

Las denuncias o son infundadas o no están de acuerdo con la legalidad y el debido pro-
ceso, de acuerdo con los estándares interamericanos. Los tipos penales utilizados son: 
inducción a la rebelión, terrorismo. sabotaje, apología del delito, ataque o resistencia a 
la autoridad pública.

Por todo lo anterior, la ĈĎĉč��������������������������������ϐ�����������������×����������
eliminar y prevenir el uso del derecho penal en contra de defensoras y defensores de 
conformidad con los estándares del derecho internacional. Los Estados también tienen 
la obligación de adoptar medidas razonables para asegurar que los funcionarios públi-
cos actúen de conformidad con el principio de legalidad y apliquen el derecho de forma 
consonante con los principios internacionales de los Derechos Humanos.

Dar a conocer las violaciones a los Derechos Humanos ante el país y ante la comunidad 
internacional, es mostrar situaciones que cuestionan la efectividad de los Estados para 
garantizar los derechos a sus gobernados.

Ante denuncias de violación de Derechos Humanos por parte de integrantes de la Fuerza 
Pública, gobiernos como los de Estados Unidos o de países de la Unión Europea, no solamen-
te condenan estos hechos, sino que proponen suspender las ayudas militares a Colombia.52
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De otro lado, el señalamiento por parte de las ĔēČ acerca del trabajo coordinado de 
���	�������ï������ ����������������������ǡ�������ϐÀ������������ �����������������������
colombiano, ahora, con la aplicación de la justicia transicional luego de los Acuerdos de 
Paz, le da la razón a las ĔēČ de Derechos Humanos que llevan años denunciando esto.

�����ϐ��������������������ǡ��������������������������������������������������������������
defensores de Derechos Humanos, líderes y lideresas:

ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɬɟɧɢɱɦɳɬ

ɬɟɧɢɱɦɳɬ

ɬɟɧɢɱɦɳɬ

• Programa Somos Defensores

• Protectionline 

• Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos.

Asociación Minga, Benposta nación de 
muchachos, ĈĎēĊĕ y Comisión Colom-
biana de Juristas

�������������������������ϐ��������������
de Brigadas Internacionales de Paz 
(Peace Brigades International)

Programa conjunto de la Federación 
Internacional para los Derechos 
Humanos (ċĎĉč) y de la Organización 
Mundial Contra la Tortura (ĔĒĈę)

Espacio de protección que busca desarrollar una propues-
ta integral para prevenir agresiones y proteger la vida 
de las personas que corren riesgos por su labor como 
defensores de Derechos Humanos, cuando resguardan los 
intereses de grupos sociales y comunidades afectadas por 
la violencia en Colombia. 

����ϐ������������������������������������������������ǡ�
organización no gubernamental, envía equipos de observa-
dores internacionales a las regiones que sufren represión y 
���ϐ������ǡ������������ï�����������Ó�����������������������
los Derechos Humanos y a sus organizaciones cuando son 
amenazados por la violencia política.

Tienen como misión acompañar, seguir y proteger a los 
defensores durante todo el año; publica informes anuales, 
sobre las y los defensores.
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ɠɬɫɠɩɲɰɦɬɫɢɰ

ɦɡɢɞɰ�ɪɞɢɰɱɯɞɰ

En Colombia surgió el movimiento de Derechos Humanos desde la década del 70, como 
reacción a las violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, en donde había nula o poca respuesta desde el Estado.

Si bien las primeras ĔēČ se dedicaron a defender los derechos civiles y políticos, surgieron 
ĔēČ dedicadas a los derechos económicos, sociales y culturales, y muchas de las primeras 
ĔēČ ampliaron su labor en este campo; a pesar de la adversidad en el país, existen ĔēČ�
que trabajan por los derechos de grupos poblacionales —mujeres, niños y niñas, jóvenes, 
personas mayores, personas con discapacidad, personas en situación de desplazamiento, 
personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversos—, por temas como el 
derecho a la paz, al medio ambiente sano, entre otros. Otras ĔēČ trabajan por los derechos 
de las víctimas y también existen las que trabajan por los derechos de los animales.

�����ϐ��������������������ǡ�����ĔēČ se han organizado en plataformas y gracias a su trabajo, han 
sido reconocidas y valoradas por Naciones Unidas y ĔĊĆ. Sin embargo, internamente se sigue 
����������������������×�����������������×�������������ǡ���������������ϐÀ��������������������������Ǥ

• Las ĔēČ de Derechos Humanos surgen ante la vulneración de los Derechos y la inope-
rancia del Estado.

• En Colombia, a pesar de la adversidad y de un complejo contexto, en el que no sólo hay 
violaciones a los Derechos Humanos sino infracciones al Derecho Internacional Humani-
tario, surgieron y se mantienen muchas ĔēČ, además de colectivos, líderes y lideresas que 
trabajan en por los Derechos Humanos y por los Derechos llamados cosmocéntricos, esto 
es, derechos de la naturaleza, el agua, los animales, los seres vivos.

• La juiciosa labor de las ĔēČ le ha dado el status de órgano consultivo ante Naciones Uni-
das y la ĔĊĆǡ y tiene permanente interlocución con estas instancias internacionales. Tanto 
Naciones Unidas como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos han expresado 
su preocupación por las situaciones de amenaza, riesgo, persecución y estigmatización de 
las ĔēČ de Derechos Humanos. 

• La existencia de las ĔēČ de Derechos Humanos es una expresión de la democracia.  
Por esa razón, no sólo es importante su existencia sino el compromiso del Estado en 
defensa de su labor.
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ɢɳɞɩɲɞɠɦ˙ɫ

ɠɞɰɬ�ɭɯˇɠɱɦɠɬ

Lea el texto “Algunos hechos históricos de Jóvenes líderes en la historia de Colombia”, el 
cual está en la plataforma www.miescuela.com.co y, con base en la lectura, responda si es falso 
o verdadero:

Tome un caso de la vida real y analícelo a la luz de los contenidos en esta Unidad.

• Las y los jóvenes en Colombia son sujetos de derecho

• Las banderas de las y los jóvenes se dan por deseos de 
protagonismo.

• El Adultocentrismo no permite el reconocimiento de las y los 
jóvenes a ejercer su ciudadanía.

• El movimiento actual de jóvenes necesita liderazgo reconocido, 
de los mismos jóvenes.

• El movimiento de jóvenes ha sido estigmatizado y perseguido.

F V

como defensores de los derechos humanos, 
es importante nuestra labor como expresión 

de la democracia y por tanto debe ser 
reconocida y protegida por el estado.
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81,'$'��
Protección internacional (ĔēĚǡ�ĔĊĆǡ�
ĚĊ) a líderes, lideresas, defensores  

y defensoras de Derechos Humanos

ɲɫ
ɦɡ
ɞɡ

�ɦ�
 D

e!
ni

cio
ne

s

-43-



ɲɫɦɡɞɡ�ɦɦɦ
Protección internacional

en esta unidad conoceremos las 
resoluciones, declaraciones y 

pronunciamientos de las instancias 
internacionales de protección de los 
derechos humanos, sobre las y los 

defensores, líderes y lideresas, colectivos y 
ONG que adelantan su labor por la defensa 

de los Dd.hh.

Estas instancias reconocen su labor, gracias a la cual se visibiliza en la agenda pública 
la violación a los Derechos Humanos; el apoyo y protección a los defensores redunda 
en el respeto universal de los derechos. Para estas instancias internacionales, la la-
bor de las y los defensores se resume así:53

i) Promocionan los Derechos Humanos en tiempos de paz o de guerra.

ii) Registran y dan a conocer las violaciones de los Derechos Humanos.

iii) Apoyan a las víctimas de violaciones de los Derechos Humanos.

iv) Exigen respuestas a los Estados, buscando que se supere la impunidad.

v) Ayudan con sus acciones a fortalecer la gestión pública.

vi) Contribuyen a la aplicación de los tratados de Derechos Humanos.

vii) Educan en Derechos Humanos.

A continuación, se presentarán dichas normas de protección para los defensores de 
Derechos Humanos.54

Las instancias internacionales (Naciones Unidas, Organiza-
ción de Estados Americanos, Unión Europea), han aprobado 
normas de protección para líderes, lideresas, defensoras y 
defensores de Derechos Humanos. 

ɞɰɭɢɠɱɬɰ�ɤɢɫɢɯɞɩɢɰ
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ɫɬɯɪɞɰ�ɦɫɱɢɯɫɞɠɦɬɫɞɩɢɰ�
ɡɢ�ɩɞɰ�ɫɞɠɦɬɫɢɰ�ɲɫɦɡɞɰ

Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, 
los grupos y las instituciones de promover y proteger los 
Derechos Humanos y las libertades fundamentales uni-
versalmente reconocidos.

Resolución 53/144 de 1998

Al Estado A la Sociedad

A los defensores

Esta Resolución tiene sus inicios en 1984 y fue 
aprobada por la Asamblea General en 1998, en 
el marco de la celebración de los 50 años de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos.

La Asamblea General de las Naciones Uni-
das ha emitido numerosas resoluciones 
en las cuales ha exhortado a los Estados a 
promover, aplicar y dar pleno efecto a la 
Declaración sobre Defensores55 con base 
en la Resolución 53/144 de 1998.  Las Re-
soluciones reiteran la importancia de la 
Declaración y la necesidad de su difusión; 
expresan preocupación por la situación 
de amenaza, acoso e inseguridad de las 
y los defensores de ĉĉǤčč, por su labor y 
las violaciones de los Derechos Humanos 
cometidas contra defensores. Recuer-
dan que los defensores de los Derechos 
Humanos tienen derecho a ser prote-
gidos por la ley; sin embargo, reciben 
muchos informes acerca de los riesgos 
y la vulneración de los derechos de las 
y los defensores, en especial contra las 
mujeres; expresan su preocupación por la 
impunidad respecto de las amenazas, los 
ataques y los actos de intimidación contra 
los defensores de los Derechos Humanos, 
lo que repercute negativamente en su 
labor y su seguridad.

Señala los derechos a la libertad de reunión y asociación, 
la libertad de expresión y de manifestación, las garantías 
judiciales, la educación, entre otros.

El artículo 16 señala que las ĔēČ, los particulares y las insti-
tuciones pertinentes tienen la misión de contribuir a sensibi-
lizar al público sobre los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales mediante actividades de enseñanza, capaci-
tación e investigación con el objeto de fortalecer la compren-
sión, la tolerancia, la paz y las relaciones de amistad entre 
las naciones y entre todos los grupos raciales y religiosos, 
�����������������������������ϐ�������������������������������
las que llevan a cabo sus actividades.

ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɞɰɬɠɦɞɡɬɰ

ɡɢɟɢɯɢɰ

ɞɫɱɢɠɢɡɢɫɱɢɰ ¢ɞ�ɮɲɦˏɫ�ɳɞ�ɡɦɯɦɤɦɡɞ"

ɦɪɭɬɯɱɞɫɠɦɞ
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ɡɦɯɢɠɱɯɦɠɢɰ�ɡɢ�ɩɞ�ɲɫɦ˙ɫ�ɢɲɯɬɭɢɞ�ɭɞɯɞ�ɩɞ�
ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�ɡɢ�ɡɢɣɢɫɰɬɯɢɰ�ɡɢ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ�
ɥɲɪɞɫɬɰ57

Las Directrices son una guía de acción en la política de 
relaciones exteriores de la Unión Europea, en materia de 
Derechos Humanos.  Insta a los Estados parte a promover 
�����������������������ϐ������������������������������
plantea acciones prácticas para las y los defensores que 
están en situaciones de riesgo.

Directrices

La Unión Europea adoptó en el año 
2004 el documento “Garantizar la 
protección - Directrices de la Unión 
Europea sobre los defensores de los 
Derechos Humanos”58, acogiendo en su 
totalidad la Declaración aprobada por 
Naciones Unidas en el año 1998.

Lograr la creación de un entorno en 
el que los defensores de los Derechos 
Humanos puedan actuar con libertad 
e inducir a los países terceros a que 
cumplan con su obligación de respetar 
los derechos de los defensores de los 
Derechos Humanos y proteger a éstos 
de los ataques y amenazas de agentes 
no estatales. 

• Las y los defensores de los Derechos Humanos se ocupan de 
documentar las violaciones de los Derechos Humanos.

• Contribuir a que las víctimas de dichas violaciones puedan 
hacer valer sus derechos ante la justicia, prestándoles apoyo 
jurídico, psicológico, médico o de otro tipo.

• Enfrentarse a la cultura de impunidad que favorece el encu-
brimiento de las violaciones sistemáticas y reiteradas de los 
Derechos Humanos y las libertades fundamentales y difundir la 
cultura de los Derechos Humanos y la información relativa a los 
defensores de estos a escala local, regional e internacional. 

• La labor de los defensores no es negativa ni contra el Estado 
sino en favor de los derechos de las personas.

ɞɫɱɢɠɢɡɢɫɱɢɰ

ɬɟɧɢɱɦɳɬ ɭɩɞɫɱɢɞɪɦɢɫɱɬɰ

ɲɫ
ɦɡ
ɞɡ

�ɦɦ
ɦ��

Pr
ot

ecc
ió

n 
in

ter
na

cio
na

l

-48-



• Respaldar a las y los defensores de los Derechos Humanos 
y a las ĔēČ mediante actividades encaminadas a aumentar 
sus capacidades o mediante campañas de sensibilización, y 
facilitar la cooperación entre las ĔēČ, los defensores de los 
������������������������������������������������������ϐ���-
den asimismo los Derechos Humanos.

• Favorecer y apoyar la instauración y la actuación de órga-
nos nacionales de promoción y protección de los Derechos 
Humanos, establecidos con arreglo a los principios de París, 
en particular las instituciones nacionales de defensa de los 
Derechos Humanos, los defensores del pueblo y las comisio-
nes de Derechos Humanos.

• Participar en la creación de redes de defensores de los Dere-
chos Humanos a escala internacional, en particular facilitan-
do la organización de reuniones entre los defensores de los 
Derechos Humanos tanto dentro como fuera de la ĚĊ.

• Tratar de garantizar que los defensores de los Derechos 
Humanos de terceros países tenga acceso a recursos —en 
particular recursos económicos— procedentes del extranjero 
y que reciban información sobre los recursos disponibles y la 
forma de solicitarlos.

• Garantizar que los programas de formación sobre Derechos 
Humanos promuevan, entre otras cosas, la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre defensores de los Derechos Humanos.

• Prever medidas rápidas para ayudar y proteger a los defen-
sores de los Derechos Humanos que corran peligro en países 
terceros, por ejemplo, otorgándoles visados urgentes cuando 
resulte oportuno y favoreciendo su acogida provisional en los 
Estados miembros de la ĚĊ.

ɪɢɡɦɡɞɰ
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Promoción de la Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, 
los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos: 
protección de las defensoras de los Derechos Humanos y los defensores 
de los derechos de la mujer.

Resolución a/res/68/181 de 201359 

A las defensoras

La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, en 
su 57ª sesión en 2013, pidió a los gobiernos y entidades de 
Naciones Unidas, sector privado, empresas, sindicatos, entre 
otros, apoyar y proteger a quienes se afanan por eliminar la 
violencia contra las mujeres, incluidas las defensoras de los 
Derechos Humanos que se ocupan de la cuestión, quienes se ven 
particularmente expuestas al riesgo de violencia.

Plantea lo complejo de la labor de 
las defensoras de Derechos Huma-
nos, debido a los roles tradicionales 
de género, las múltiples desigualda-
�����������ϐ�����������������������×��
de los derechos de defensores y 
defensoras; ellas ejercen la ciudada-
nía exigiendo sus derechos, constru-
yendo democracia en la prevención 
de la discriminación y violencia a 
ellas, con la meta de la igualdad de 
género, con el acompañamiento de 
ĔēĚ Mujeres.  Enfrentan los mismos 
riesgos que los defensores, comple-
jizado con las violencias de género 
debido a esquemas patriarcales de 
pensamiento.

• Un llamado a reconocer la importante contribución que las mu-
jeres defensoras de los Derechos Humanos realizan en la construc-
ción de la paz, la justicia y la igualdad. 

• Reconoce los riesgos, la discriminación y la violencia sistemáticas 
que enfrentan las defensoras de los derechos humano

• Exhorta a los Estados a adoptar políticas y programas concretos 
que incorporen una perspectiva de género para la protección de las 
mujeres defensoras de los Derechos Humanos y asegurar su partici-
pación efectiva en el diseño e implementación de medidas dirigidas a 
su protección, así como para crear un entorno seguro y propicio para 
la defensa de los Derechos Humanos, incluso suministrando recur-
sos adecuados para la protección inmediata y de largo plazo.

. Señala que es responsabilidad de los Estados actuar con la debida 
diligencia para prevenir las amenazas, el acoso y la violencia contra 
����������������������������������������������������ϐ��������
impunidad, asegurando que los responsables de esas violaciones 
cometidas por agentes estatales y no estatales, en internet y por 
otros medios, se sometan a investigaciones imparciales y sin dila-
ción comparezcan ante la justicia.

ɞɫɱɢɠɢɡɢɫɱɢɰ

ɦɪɭɬɯɱɞɫɠɦɞ
ɠɬɫɱɢɫɦɡɬ

¢ɞ�ɮɲɦˏɫ�ɳɞ�
ɡɦɯɦɤɦɡɞ"

ɲɫ
ɦɡ
ɞɡ

�ɦɦ
ɦ��

Pr
ot

ecc
ió

n 
in

ter
na

cio
na

l

-50-



ɫɬɯɪɞɰ�ɦɫɱɢɯɫɞɠɦɬɫɞɩɢɰ�ɡɢɩ�ɰɦɰɱɢɪɞ�
ɦɫɱɢɯɞɪɢɯɦɠɞɫɬ

La Asamblea General de la Organización de Estados Americanos aprobó en 1999 la 
resolución “Defensores de los Derechos Humanos: Apoyo a las tareas que desarrollan 
las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protec-
ción de los Derechos Humanos en las Américas”Ǥ���������������ϐ���������“toda persona 
tiene derecho, individual o colectivamente, a solicitar, recibir y utilizar recursos con el 
����������������������������������������������������Àϐ����������������������������
las libertades fundamentales” y se ha llamado a los Estados a que “promuevan la difu-
sión y aplicación de los instrumentos convencionales y no convencionales del sistema 
interamericano y las decisiones de sus órganos en materia de Derechos Humanos, así 
como de la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Derecho y el Deber de los Indi-
viduos, los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos 
y las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos60”.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (ĈĎĉč), frente al tema de las y los 
����������ǡ������ϐ������������������������������������×������������×�������������-
chos Humanos:61

1) la dimensión individual, en la que los Estados deben garantizar que las defensoras 
y defensores, como todas las personas sujetas a su jurisdicción, no sufrirán violacio-
nes a sus derechos ni sus libertades fundamentales serán ilegítimamente coartadas.

2) la dimensión colectiva, en la que personas ejercen su derecho a la asociación, el de 
reunión o algunas dimensiones de la libertad de expresión.

3) la dimensión social, que busca cambios positivos en la realización de los derechos 
para la comunidad; impedir a una persona la defensa de los Derechos Humanos afec-
ta directamente a toda la sociedad.

La ĈĎĉč es clara en señalar la importancia de asegurar los derechos de los y las defen-
soras, estén o no asociados a ĔēČ o actúan individualmente:

“el ejercicio del derecho a defender los Derechos Humanos no puede estar sujeto a res-
�����������������ϐ������� �������� �������������������������������������� ��������������-
vamente cualquier derecho cuya aceptación es indiscutida; los derechos y libertades 
contenidos en la propia Declaración de Defensores; y también nuevos derechos o com-
ponentes de derechos cuya formulación aún se discute”62

Señala la ĈĎĉč que la afectación a la labor adelantada por las y los defensores podría 
�����ϐ���������������×�����ï��������������������������ǡ�������������������������ǡ��������-
bertad de expresión, de asociación, a las garantías judiciales, a la protección jurídica y 
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recomienda a los Estados reconocer jurídicamente el derecho a defender los Derechos 
Humanos y difundir el contenido de la Declaración a todos los niveles.63 

En Abril de 2011 la ĈĎĉč creó la Relatoría sobre Defensoras y Defensores de Derechos 
Humanos, la cual recoge comunicaciones —el caso colombiano es de los más graves—, 
en los que se condena los atentados y asesinatos de defensores y defensoras de Dere-
chos Humanos, la impunidad que acompaña estos casos, todo ello impidiendo el libre 
ejercicio del derecho a defender los Derechos Humanos.64

En su informe sobre la criminalización de la labor adelantada por las y los defensores, la 
ĈĎĉč insiste en el derecho a defender los Derechos Humanos y la necesidad de proteger 
a las y los defensores, quienes adelantan una labor de veeduría en el cumplimiento de la 
responsabilidad de los Estados de promocionar, garantizar y proteger los Derechos de 
sus gobernados.65

La ĈĎĉč señala además que la labor de los defensores es un ejercicio de democracia, lo 
cual fortalece el Estado de Derecho66 y son los Estados los obligados a adoptar medidas 
que garanticen el derecho a la vida de las y los defensores, facilitar los medios para que 
puedan realizar su trabajo, protegerles cuando tienen amenazas y así evitar atentados, 
perseguir, detener y procesar a los responsables, superando la impunidad.67 Insiste la 
ĈĎĉč en la protección reforzada que se le debe ofrecer a las y los defensores.68

Estas directrices, normas y 
resoluciones internacionales, nos 

ayudan a formalizar y proteger nuestra 
labor como defensores de derechos 
humanos desde un marco global, ya 
que es un ejercicio de democracia y 

fortalece el estado de derecho
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ɠɬɫɠɩɲɰɦɬɫɢɰ

ɦɡɢɞɰ�ɪɞɢɰɱɯɞɰ

����������������ϐ����������������������������������������������×�������������������������-
peñan defensores, defensoras, líderes, lideresas, colectivos y ĔēČ de Derechos Humanos, 
trabajo reconocido y valorado por las instancias internacionales.

Es importante conocer todos estos instrumentos los cuales, si bien no son vinculantes, se 
�����������������������������������������������������×���������������������ǡ�ϐ��������
������ϐ����������������������������ǡ�������������������Ǥ

• Las instancias internacionales (Naciones Unidas, Organización de Estados Americanos, 
Unión Europea) han aprobado normas de protección para líderes, lideresas, defensoras y 
defensores de Derechos Humanos. Estas instancias reconocen su labor, gracias a la cual se 
visibiliza en la agenda pública la violación a los Derechos Humanos; el apoyo y protección 
a los defensores redunda en el respeto universal de los derechos.

• La Resolución 53/144 de 1998 contiene la Declaración sobre el derecho y el deber de los 
individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los Derechos Humanos; 
se dirige a los Estados, a las y los defensores de Derechos Humanos y a la sociedad misma. 
Destaca la existencia de un movimiento mundial de defensoras y defensores y señala sus 
derechos a la libertad de reunión y asociación, la libertad de expresión y de manifestación, 
las garantías judiciales, la educación, entre otros.

• La Resolución ĆȀėĊĘ/68/181 de 2013 está dedicada a las defensoras de Derechos Hu-
manos y plantea lo complejo de su labor, debido a los roles tradicionales de género, las 
�ï��������������������������ϐ�����������������������×������������������������������������-
fensoras; ellas ejercen la ciudadanía exigiendo sus derechos, construyendo democracia en 
la prevención de la discriminación y violencia a ellas, con la meta de la igualdad de género, 
con el acompañamiento de ĔēĚ Mujeres.  

• La ĈĎĉč sostiene que “el ejercicio del derecho a defender los Derechos Humanos no puede 
�����������������������������������ϐ�����������������������������������������������������
libre y efectivamente cualquier derecho cuya aceptación es indiscutida; los derechos y 
libertades contenidos en la propia Declaración de Defensores; y también nuevos derechos 
o componentes de derechos cuya formulación aún se discute”.
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ɢɳɞɩɲɞɠɦ˙ɫ

2. Señale si es falso (F) o verdadero (V)

1. Marque la respuesta correcta.

• La Resolución ĆȀėĊĘ/68/181 de 2013 contiene la protección de las defen-
soras de los Derechos Humanos y los defensores de los derechos de la mujer.

• Defender los Derechos Humanos es obstaculizar la democracia

• El documento “Garantizar la protección - Directrices de la Unión Europea 
sobre los defensores de los Derechos Humanos”, acoge la Declaración apro-
��������������������������������Ó��ͳͻͻͺǡ��������ϐ����������������������×��
de un entorno en el que los defensores de los Derechos Humanos puedan 
actuar con libertad e inducir a los países terceros a que cumplan con su obli-
gación de respetar los derechos de los defensores de los Derechos Humanos 
y proteger a éstos de los ataques y amenazas de agentes no estatales. 

• Las y los constructores de paz no son considerados defensores de Derechos 
Humanos.

• Las y los defensores de Derechos Humanos:

a. Promocionan los Derechos Humanos en tiempos de paz o de guerra.

b. Registran y dan a conocer las violaciones de los Derechos Humanos.

c. Apoyan a las víctimas de violaciones de los Derechos Humanos.

d. Exigen respuestas a los Estados, buscando que se supere la impunidad.

e. Educan en Derechos Humanos.

f.  Ninguna de las anteriores.

g. Todas las anteriores

• La Resolución 53/144 de Naciones Unidas contiene:

a. La guía para presentar una queja

b. La Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promo-
ver y proteger los Derechos Humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.

c. La organización del Comité de los Derechos de la niñez

d. Las obligaciones de los Estados para con sus gobernados

e. La reglamentación para el tratamiento de los internos

F V
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81,'$'��
Política pública de protección 

—Directivas y normatividad de 
protección nacional, jurisprudencia—
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ɲɫɦɡɞɡ�ɳɦ
Política pública de protección

Desde 1994 éste y otros hechos de agresiones a 
defensores y líderes indujeron a las organizaciones no 
gubernamentales (ĔēČ) de Derechos Humanos a reclamar 
del gobierno la adopción de medidas para favorecer el 
ejercicio de su labor, así como la protección de la vida y la 
integridad de este colectivo; medidas que afrontaran las 
causas de los riesgos y las amenazas, y no sólo sus efectos.  

ɞɫɱɢɠɢɡɢɫɱɢɰ
El diseño de la política pública de protección a defensores de Derechos Humanos 
tuvo como antesala las agresiones contra integrantes de estas organizaciones de-
fensoras, entre ellos, el asesinato de Héctor Abad Gómez, presidente del Comité Per-
manente de Derechos Humanos de Antioquia, el 25 de Agosto de 1987 en Medellín.

Ello demandaba una política que contemplara directrices y órdenes precisas a las 
autoridades tanto civiles como militares, de reconocer la legitimidad de las labores 
de defensa de Derechos Humanos, y abstenerse de realizar declaraciones estigmati-
������Ǥ����������×������������������������×��ϐÀ������������������������������������
de las ĔēČ, pero no fueron consideradas el eje de una política estatal de protección.

Iniciamos la Unidad IV, La cual hace 
referencia a la política pública colombiana, 

en materia de protección a las y los 
defensores de Derechos Humanos.

Los invitamos a conocer la evolución 
que ha tenido dicha política, los retos y 

posibilidades de actuación de esta.
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• Como resultado de las exigencias presentadas por las ĔēČ en el marco del diálogo con el 
gobierno, surgieron las primeras decisiones gubernamentales que constituirían líneas 
de acción en el marco de la política de protección a defensores de Derechos Humanos: 

i) La creación de la Dirección General Unidad Administrativa Especial para los 
Derechos Humanos69, adscrita al Ministerio del Interior;

ii) La conformación del Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos 
(ĈėĊė)70, con la participación del director de Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior, quien lo preside, un delegado del viceministro del Interior, uno de la 
Consejería Presidencial de Derechos Humanos, uno de la Policía Nacional, uno del 
Departamento Administrativo de Seguridad (ĉĆĘ), y dos delegados de la sociedad 
civil, uno de las ĔēČ de Derechos Humanos y otro de las centrales sindicales.

• En junio de 1996, en el marco de las conversaciones con altas autoridades de los go-
biernos de César Gaviria y Ernesto Samper, las organizaciones no gubernamentales 
de Derechos Humanos presentaron la propuesta de una política integral de protec-
ción a las defensoras y defensores de Derechos Humanos, que incluyó:

- Revisión de los archivos e informes de inteligencia elaborados por organismos 
de seguridad del Estado acerca de personas y organizaciones sociales y de De-
��������������ǡ��������������×�ǡ������ϐ�����×�����������×�ǡ����ï���������Ǣ

- Persecución y combate a la acción de los grupos paramilitares;

- Investigación y sanción a los responsables en los casos de amenazas y ataques 
contra defensoras y defensores de Derechos Humanos y líderes sociales;

- Depuración de las fuerzas militares y de seguridad, separando del servicio a 
las funcionarias y funcionarios comprometidos en violaciones de los Derechos 
Humanos o en apoyo o tolerancia a grupos paramilitares;

- Expedición de una directiva presidencial que reconociera la legitimidad de la 
labor de las organizaciones sociales y de Derechos Humanos y prohibir a las 
������������������������������������������������������������������������ϐ���������
que afecten esa legitimidad o creen un clima de hostilidad contra ellas;

- Difusión y seguimiento de esa directiva, investigación y sanción a las funciona-
rias y funcionarios que la desacaten;

- Adopción de un programa de protección, a cargo del Comité de Reglamentación 
y Evaluación de Riesgos del Ministerio del Interior que reúna condiciones de 
celeridad, respeto de la privacidad personal e institucional y concertación con 
las personas protegidas.

- Establecimiento de mecanismos o espacios de distensión de las relaciones entre 
las organizaciones sociales y de Derechos Humanos y las autoridades civiles y 
militares, cuando existan circunstancias de hostilidad que puedan afectar la segu-
ridad de los líderes sociales, las defensoras y defensores de Derechos Humanos.71

1996
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ɭɯɦɪɢɯɬɰ�ɞɳɞɫɠɢɰ�ɡɢ�ɲɫɞ�ɭɬɩ˓ɱɦɠɞ�
ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ
Posterior a la propuesta de las ĔēČ los gobiernos adoptaron algunas de las medidas 
solicitadas, mediante declaraciones y acciones sin la continuidad y complementariedad 
que requería la formulación de una política pública de protección. Tales declaraciones y 
��������������ϐ���������������������������������������������������������À��������������
de política pública de protección; sin embargo, constituyeron el inicio de la reacción 
del Estado frente a la situación de agresiones contra defensores que hasta entonces no 
había merecido la preocupación y atención de las autoridades.

ɡɦɯɢɠɱɦɳɞɰ�ɭɯɢɰɦɡɢɫɠɦɞɩɢɰ�ɰɬɟɯɢ�ɩɞ�
ɡɢɣɢɫɰɞ�ɡɢ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ

• Directiva presidencial 011 de julio 1997
La expedición de directivas presidenciales sobre los defensores de Derechos Humanos 
constituyó una de las primeras acciones gubernamentales que permitieron iniciar la 
construcción de la voluntad política del Estado colombiano para atender las deman-
das de protección y garantía para la labor de defensa de los Derechos Humanos.

El gobierno de Ernesto Samper expidió la Directiva presidencial 011 de julio 1997, 
dirigida a los funcionarios gubernamentales, civiles y militares, y de los órganos de 
control, en la que:

“… reconoce la legitimidad de la labor de las ĔēČ y prohíbe los planteamientos y decla-
raciones por parte de cualquier funcionaria o funcionario estatal, cuyo objetivo o con-
secuencias sea la deslegitimación de esa labor, o que constituyan formas de amenaza u 
hostigamiento contra las ĔēČ”.72

• Directiva presidencial 07 de 1999
En septiembre de 1999, el gobierno de Andrés Pastrana emitió la Directiva presiden-
cial 07, dirigida a autoridades civiles y militares, que manifestó su “Respaldo, interlo-
cución y colaboración del Estado con las organizaciones de Derechos Humanos”; re-
conoció la legitimidad de la labor de las ĔēČ; condenó los ataques contra las personas 
defensoras; expresó la voluntad de fortalecer el programa de protección del Ministerio 
del Interior; reiteró la decisión de promover la investigación de graves violaciones a 
los Derechos Humanos, en el marco del Comité de Impulso y Seguimiento73; y ordenó 
a los servidores públicos abstenerse de realizar declaraciones que estigmaticen a los 
�������������������������������������������������������������������ϐ������������������
de las peticiones de las ĔēČ y dar curso a las solicitudes de protección.

1997

1999
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• En abril de 1998, luego del homicidio de Eduardo Umaña Mendoza, en reunión de emer-
gencia realizada con las organizaciones de Derechos Humanos, el presidente Samper 
se comprometió a llevar a cabo la revisión de los archivos e informes de inteligencia 
elaborados por organismos de seguridad del Estado acerca de personas y organiza-
ciones sociales y de Derechos Humanos, cuestión que formaba parte de la política de 
garantías reclamada por las ĔēČ. Atendiendo el ofrecimiento del Procurador General 
de la Nación77 el gobierno autorizó iniciar la revisión de los archivos, con base en un lis-
tado inicial entregado por las ĔēČ al Procurador General. Sin embargo, los resultados 
de estas primeras gestiones nunca fueron comunicados a las personas incluidas en el 
listado ni a las organizaciones, y el tema de las labores de inteligencia continuó siendo 
un requerimiento de éstas para la formulación de una política pública. 

• Pese a lo anterior, en 1999 las ĔēČ��������������������������ϐ���������������������×��
de los archivos realizada por funcionarios de la Procuraduría, que permitió estable-
cer que el escrutinio se limitó a consultar y consignar la información encontrada en 
las secciones de inteligencia del Ejército, la Policía Nacional y el ĉĆĘ, sin evaluar la 
legalidad y pertinencia de las actividades de inteligencia.  Al respecto, una valoración 
de las ĔēČ señaló: 

“Algunas de las informaciones encontradas registran la sospecha con que son perci-
bidas las actividades de las defensoras y defensores de Derechos Humanos, puesto 
���� ���������� �ϐ����������� ������������� ���� ����������� ��� ������� ������Ǥ Otras 
�����������ϐ���������������������������������������������������������Ó�����������-
ma explícita que éstas pertenecen a organizaciones guerrilleras. No existe en ningún 
caso aclaración sobre las fuentes consultadas ni sobre las gestiones realizadas por los 
organismos de inteligencia para establecer la veracidad de las informaciones, ni cons-
tancia de que tales informaciones hubiesen sido puestas a disposición de las autorida-
des judiciales para su investigación, como corresponde actuar en tal circunstancia”.78 

No obstante que la expedición de estas directivas fue importante para el reconoci-
miento de la legitimidad de la labor de defensa de Derechos Humanos, éstas no tuvie-
ron el efecto esperado de morigerar el lenguaje de los funcionarios, especialmente de 
los altos mandos militares, al referirse a los temas de controversia con las ĔēČ74. Por 
��� ���������ǡ� �����������ϐ������������ ��������������������� ����������������������� ���-
tinuaron presentándose contra las organizaciones de Derechos Humanos, e incluso 
contra funcionarios de la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación 
y la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía, y en ciertos momentos arreciaron.75 
�������������ϐ��������������������������������������������������ϐ������ǡ������������×���
las ĔēČ a poner “en duda la voluntad del Gobierno de reconocer sin ambigüedades y sin 
equívocos la labor de las organizaciones sociales y de Derechos Humanos ͽͼ”.

ɩɬɰ�ɦɫɣɬɯɪɢɰ�ɡɢ�ɦɫɱɢɩɦɤɢɫɠɦɞ�ɰɬɟɯɢ�
ɡɢɣɢɫɰɬɯɞɰ�ɶ�ɡɢɣɢɫɰɬɯɢɰ
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1999
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ɯɢɡɲɠɠɦ˙ɫ�ɡɢ�ɩɞ�ɭɬɩ˓ɱɦɠɞ�ɭ˟ɟɩɦɠɞ��
ɞ�ɩɞ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�ɣ˓ɰɦɠɞ
Una evaluación realizada por la Comisión Colombiana de Juristas en 2004 advirtió que 
la respuesta gubernamental a la demanda de las organizaciones no gubernamentales 
de expedir una política pública de protección y garantía para la labor de defensa de los 
Derechos Humanos se desarrolló en dos escenarios paralelos:

“…el ĈėĊė79 del Ministerio del Interior, que adquirió un carácter permanente, con interlocu-
��������ϐ�������������������×����������À�������������������������������������×���������-
grama de protección; y el diálogo con el alto Gobierno, siempre esporádico, interrumpido e 
inconcluso y con resultados parciales, para discutir las medidas de carácter político”.80

Durante del gobierno Pastrana el proceso de diálogo entre las organizaciones y el gobier-
no se circunscribió a la instancia del ĈėĊė: se diseñaron y aplicaron medidas de protección 
que cobijaron a un número creciente de defensores de Derechos Humanos y sindicalistas 
y se robusteció el presupuesto del programa. Sin embargo, el gobierno abandonó el diseño 
de una política integral que permitiera remover los factores de riesgo, desconociendo la 
esencia de la propuesta elaborada y presentada en 1996 por las ĔēČ.

No obstante que al crear el Comité Intersectorial Permanente para la coordinación y 
seguimiento a la política nacional de Derechos Humanos y derecho internacional huma-
nitario81, se incluyó la posibilidad de invitar a las organizaciones no gubernamentales,  
�����������������������������×���������������×������������������������Ǥ�����������ϐ�����
del mandato se intentaron diferentes fórmulas en búsqueda de un mecanismo de in-
terlocución permanente con un adecuado nivel de participación de las organizaciones, 
pero no se logró un acuerdo.

La propuesta de las organizaciones no gubernamentales de realizar una depuración de 
las fuerzas militares y de seguridad82 tampoco obtuvo respuesta. Sin embargo, fue re-
levante que en abril de 1999 el presidente Pastrana, en uso de sus facultades discrecio-
�����ǡ���������������ϐ�������������������������������	���������������������������������À�ǡ�
acusados de vínculos con grupos paramilitares. 

Las restantes medidas propuestas por las organizaciones para generar garantías al ejercicio 
de los defensores, tal como la interlocución, fueron desatendidas por esa administración.
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ɢɩ�ɭɯɬɤɯɞɪɞ�ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�ɡɢɩ�
ɪɦɫɦɰɱɢɯɦɬ�ɡɢɩ�ɦɫɱɢɯɦɬɯ

Programa de protección 
a personas en riesgo

El programa de protección es una de las líneas de la 
política pública de mayor desarrollo, como resultado 
de las reclamaciones de las ĔēČ y en cumplimiento de 
recomendaciones de órganos internacionales como la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la 
�ϐ���������������������������������������������Ǥ

El programa surgió con fundamento en el Decreto 372 
de 1996, mediante el cual se reestructuró el Ministerio 
del Interior y se creó la Dirección General Unidad 
Administrativa Especial para los Derechos Humanos.83

• Mediante la Ley 418 de 1997, artículo 
81, se creó formalmente el Programa de 
protección a personas en riesgo.

• En 1997 empezó a funcionar el ĈėĊė, 
dando trámite a los primeros casos de 
personas amenazadas integrantes de las 
organizaciones sindicales y defensoras 
de Derechos Humanos. 

• Estas dos instancias son dirigidas por 
el Director de la Unidad de Derechos Hu-
manos según el Decreto 372 de 1996.86

Personas, que se encuentren en situación de riesgo inminente con-
tra su vida, integridad, seguridad o libertad, por causas relaciona-
������������������������À������������×����ǡ�������������ϐ�������������
interno, y que pertenezcan a las siguientes categorías:

• Dirigentes o activistas de grupos políticos y especialmente de 
grupos de oposición.

• Dirigentes o activistas de organizaciones sociales, cívicas y co-
munales, gremiales, sindicales, campesinas y de grupos étnicos.

• Dirigentes o activistas de las organizaciones de Derechos Hu-
manos y los miembros de la Misión Médica.

• Testigos de casos de violación a los Derechos Humanos y de 
infracción al derecho internacional humanitario.

Encargada de:

• Actuar preventivamente, en casos de amenaza 
inminente de los Derechos Humanos

• Desarrollar programas especiales para su 
protección, preservación y restablecimiento; y 
��������������ϐ�������������������������������-
tes ante las autoridades judiciales, así como la 
protección de los denunciantes.

• Adelantar las acciones y los programas de pro-
tección de los Derechos Humanos que le asignen 
el Consejo Gubernamental de Derechos Humanos 
y el Ministro del Interior.84

• Actuar en forma inmediata y preventiva en las 
zonas o regiones en que exista amenaza grave 
e inminente de transgresión de los Derechos 
Humanos, coordinando y apoyando las acciones 
de las entidades de la rama ejecutiva en sus dis-
tintos niveles y de otros organismos.85  

ɞɫɱɢɠɢɡɢɫɱɢɰ

ɦɫɦɠɦɬɰ ɭɬɟɩɞɠɦ˙ɫ�ɬɟɧɢɱɬ

ɡɦɯɢɠɠɦ˙ɫ�ɤɢɫɢɯɞɩ�ɲɫɦɡɞɡ�ɞɡɪɦɫɦɰɱɯɞɱɦɳɞ�
ɢɰɭɢɠɦɞɩ�ɭɞɯɞ�ɩɬɰ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ
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ɠɯɢɞɠɦ˙ɫ�ɡɢ�ɫɲɢɳɬɰ�ɭɯɬɤɯɞɪɞɰ��
ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ
Ante la generalización de las amenazas y riesgos que afectaron cada vez a nuevas po-
blacionales, gradualmente se amplió la población objeto de protección por parte del 
programa del Ministerio del Interior. 

Mediante el Decreto 978 de 2000, se creó el Programa Especial de Protección Integral 
para dirigentes y sobrevivientes de la Unión Patriótica y del Partido Comunista Colom-
biano, en desarrollo de los acuerdos de la solución amistosa en el caso 11.227 adelanta-
do ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; el Decreto 1592 del mismo 
año creó el Programa de Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales; y el Decreto 
1386 de 2002 creó el programa para brindar protección a alcaldes, concejales y perso-
neros municipales que en razón al ejercicio de su cargo se encontraran en riesgo. 

Con la creación de nuevos programas de protección, se estableció la composición y la 
������������×�������Àϐ������������������������������±�����������������×������������×��
de riesgos (ĈėĊė) responsables de evaluar el riesgo de las personas y aprobar o denegar 
las medidas de protección.

ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɭɯɬɤɯɞɪɞ�ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�
ɞ�ɭɢɯɰɬɫɞɰ�ɞɪɢɫɞɷɞɡɞɰ

Composición de los crer, según los decretos que crearon los programas

El Director(a) de Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior, quien lo preside

Un representante del Departamento Administrativo 
de Seguridad

Dos delegados de la sociedad civil: 1 delegado de 
los sindicatos y un delegado de las ĔēČ de Derechos 
Humanos

Un delegado(a) del viceministro del Interior

Un delegado(a) del vicepresidente de la República

Un representante de la Policía Nacional 
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ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɭɯɬɤɯɞɪɞ�ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�
ɞ�ɩɞ�ɲɭ�ɶ�ɭɠɠ

ɭɯɬɤɯɞɪɞ�ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�
ɞ�ɭɢɯɦɬɡɦɰɱɞɰ�

El Director(a) de Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior, quien lo preside

El viceministro del Interior o su delegado(a), quien 
lo preside

El gerente de la Red de Solidaridad Social o su delegado

Un delegado(a) del Procurador General de la Nación

Un delegado(a) de la Vicepresidencia de la República

Un delegado(a) del Defensor del Pueblo

Un delegado(a) de la Policía Nacional 

El vicepresidente de la República o su delegado(a)

El director(a) de Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior

El coordinador(a) del Grupo de Derechos Humanos 
de la Inspección General de la Policía Nacional

Un delegado(a) del Departamento Administrativo 
de Seguridad

Delegados de: Partido Comunista Colombiano, Unión 
Patriótica, Corporación Reiniciar, Comisión Colombiana 
de Juristas

Tres delegados(as) de las asociaciones de periodistas: 
Fundación para la Libertad de Prensa, ĆĘĔĒĊĉĎĔĘ y 
Medios para la Paz
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ɠɬɫɣɬɯɪɞɡɬ�ɭɬɯ

ɭɯɬɤɯɞɪɞ�ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�
ɞ�ɞɩɠɞɩɡɢɰ��ɭɢɯɰɬɫɢɯɬɰ�ɶ�
ɠɬɫɠɢɧɞɩɢɰ

El director del Programa Presidencial de Derechos 
Humanos o su delegado(a)

Delegados de: Federación Colombiana de Municipios, 
Federación Nacional de Concejales, Asociación 
Nacional de Personeros

El director(a) del Departamento Administrativo de 
Seguridad

El director general de la Policía Nacional o su 
delegado(a)

El viceministro(a) del Interior o su delegado(a), 
quien lo preside

El director(a) de Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior

Así mismo, con la implementación de cada uno de los programas de protección se fue-
������ϐ�������������������������������×�����������������ǣ�

i) Medidas blandas, que “no implican el uso de personal armado, basadas en el 
reforzamiento de la seguridad en las instalaciones y en los medios de transporte 
y comunicación para disminuir la vulnerabilidad de las personas amenazadas”;

ii) Medidas duras, que “implican la utilización de personal de escolta armado y 
dotado con medios de transporte y comunicación”87;

iii) Medidas de apoyo������������×����������ϐ���������������������������������������Ǥ

��Àǡ��������������ϐ�����×��������±����������������������������������������������������-
les, respondiendo a las reclamaciones de protección de varias poblaciones, se crearon 
varios programas y se construyeron algunos lineamientos de política para la atención a 
la población en riesgo. 

En 2002, una primera evaluación externa a los programas de protección indicó los avan-
ces, falencias y retos de los programas, mediante los cuales el gobierno procuraba el 
cumplimiento de sus obligaciones de protección. El informe de evaluación reconoció 
como avance la existencia de programas de protección a los que pueden acceder per-
sonas y organizaciones, aunque indicó que no se pudo establecer el número exacto de 
����ϐ�������88ǡ�����Ó��×���ϐ���������������������������������×������������×�������������-
�������Ǥ�����������������×���ϐ��������������������������������������������������������ǣ�
el trámite de las solicitudes; la calidad de los estudios de nivel de riesgo y amenaza; la 
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������ϐ����������������������������������������������������ĉĆĘ; la escasa capacitación de 
�����������������������������������������������������������������������Ǣ�������ϐ����������
en la reglamentación y regulación de los procedimientos; y la falta de oportunidad en la 
respuesta a situaciones de urgencia, entre otros. 

���������������������������������×������������ʹͺͺ����ʹͲͲ͵ǡ������������������ǲ������ϐ����
y reglamenta el Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos de los Programas de 
Protección de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justi-
cia”.  El decreto atribuye al ĈėĊė las labores de atención de todos los casos; evaluación 
de las peticiones; presentación de consideraciones técnicas sobre los niveles de riesgo y 
grado de amenaza; recomendación de medidas de protección; y seguimiento periódico 
a la implementación de las medidas de protección. Así mismo, el decreto establece la 
ϐ������������������������ϐ�����ǡ�����������������������������������������������������
del Ministerio del Interior y de Justicia puede adoptar medidas de protección sin previa 
aprobación del ĈėĊė.89

Mediante el Decreto 2816 de 2006, se hicieron nuevos ajustes a los programas de pro-
tección. Se amplió las poblaciones objeto de protección de los programas añadiendo a 
los existentes las siguientes categorías:

• Organizaciones políticas, sociales, cívicas y comunales, gremiales, sindicales y 
campesinas; 

• Periodistas y comunicadores Sociales; 

• Dirigentes de organizaciones de población en situación de desplazamiento; 

• Funcionarios y ex funcionarios responsables de la política de Derechos 
Humanos o de paz del Gobierno Nacional.

��������������������ǡ���ϐ������������������������������������ǡ��������ǡ���-
tudio de riesgo y nivel de amenaza, zona de riesgo, medidas de protección, entre otros; 
�������ϐ���×�����������������������������������������À����������ǡ������ϐ���������������
preventivas y de protección:

i) Preventivas: curso de autoprotección y auto seguridad, rondas de la Policía Nacio-
nal e instructivo de Medidas Preventivas. 

ii) Las de protección: blandas y duras. 

• Blandas: medios de comunicación, medios de trasporte (transporte aéreo nacio-
nal, apoyo transporte terrestre), apoyo de reubicación temporal, apoyo de trasteo.

• Duras: esquemas de protección (individuales y colectivos), blindaje de inmue-
bles e instalación de sistemas técnicos de seguridad, chaleco antibalas, blindaje a 
vehículos y tiquetes aéreos internacionales.
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ɠɯɢɞɠɦ˙ɫ�ɡɢ�ɩɞ�ɲɫɦɡɞɡ�ɫɞɠɦɬɫɞɩ��
ɡɢ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�

Con la expedición del Decreto 4065 de 201190 el 
gobierno de Juan Manuel Santos adoptó una decisión 
��������ϐ��×������ϐ�������������������������������
de los programas de protección liderados hasta 
entonces por la Dirección de Derechos Humanos del 
Ministerio del Interior, al crear la Unidad Nacional de 
Protección (Ěēĕ), como una entidad con autonomía 
�����������������ϐ�����������������������������ǡ�
adscrita al Ministerio del Interior

ǲ������������������������������������������ϐ������
������������������ϐ�������������������������������������
masivas a los Derechos Humanos e infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario, para demandar 
la respuesta integral y oportuna de prevención y 
protección del Estado, en cumplimiento con la misión, 
las metas, políticas y objetivos de la Entidad.”92

Puesto en marcha por la Defensoría 
del Pueblo en 200291

Unidad Nacional  
de Protección (unp)

Política 
de prevención

ɦɫɦɠɦɬ

ɬɟɧɢɱɦɳɬ

La mención del programa como “de prevención 
y protección”, dio lugar, por primera vez en 
la política gubernamental, a la inclusión de 
las obligaciones del Estado en materia de 

prevención, dado que hasta ese momento, la acción 
gubernamental se había concentrado en brindar 

medidas de protección. 

Sistema de Alertas 
Tempranas (sat)

Programa de 
Prevención y Protección

ART. 1: “Organizar el Programa de Prevención y Protección 
de los Derechos a la Vida, la Libertad, la Integridad de 
personas, grupos y comunidades que se encentran en 
situación de riesgo extraordinario y extremo como 
consecuencia directa del ejercicio de sus actividades o 
funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias (…)”.

Organizado como política pública 
del gobierno por el Decreto 4912 

de Diciembre de 2011

ɬɟɧɢɱɦɳɬ
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“...Articular, coordinar y ejecutar la prestación del servicio 
de protección a quienes… por virtud de sus actividades, 
condiciones o situaciones políticas, públicas, sociales, 
humanitarias, culturales, étnicas, de género, de su calidad 
de víctima de la violencia, desplazado, activista de Derechos 
Humanos, se encuentren en situación de riesgo extraordinario 
o extremo de sufrir daños contra su vida, integridad, libertad y 
seguridad personal o en razón al ejercicio de un cargo público 
u otras actividades que pueden generar riesgo extraordinario, 
como el liderazgo sindical, de ĔēČ y de grupos de personas 
�����������ǡ����������������������������ǡ��ϐ���������������������
de las medidas que se otorgan”.

ART. 14 y 24:

Ministerio del Interior, Ěēĕ, Ministerio de 
Defensa, Unidad de Víctimas, Programa 
Presidencial de Derechos Humanos,  
Programa Presidencial contra Minas 
Antipersonal, Procuraduría General de 
la Nación, Defensoría del Pueblo, Fiscalía 
General de la Nación, gobernaciones, 
alcaldías y personerías distritales y 
municipales.

ɬɟɧɢɱɦɳɬ
ɢɫɱɦɡɞɡɢɰ�
ɢɫɠɞɯɤɞɡɞɰ

ɢɰɱɯɞɱɢɤɦɞ�ɡɢ�ɭɯɢɳɢɫɠɦ˙ɫ
ART. 10:

1. Los planes de prevención y contingencia, a cargo de 
la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del 
Interior, en concurso con las autoridades territoriales 
con el objeto de “contrarrestar las amenazas, disminuir 
las vulnerabilidades, potenciar las capacidades 
institucionales y sociales y fortalecer la coordinación 
institucional y social para la disminución del riesgo”.

2. Los cursos de autoprotección.

3. Los patrullajes a cargo de la Fuerza Pública, orientados 
a “asegurar la convivencia y seguridad ciudadana y 
�����������������ϔ����ǡ��������������������������������
amenaza”. 

4. La revista policial, “con un enfoque particular, preventivo 
y disuasivo, encaminada a establecer una interlocución 
periódica con el solicitante de la medida”.

• ART. 12:

Evitar la consumación de violaciones a los Derechos 
Humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, así como mitigar los efectos generadores 
del riesgo y la adopción de garantías de no repetición.

• ART. 13:

Establece la integración de las mesas territoriales de 
prevención, a cargo de las entidades territoriales, como 
mecanismo para la implementación de la estrategia, 
���������×���������������������×����ǣ�������ϐ�����×��
y proyección de escenarios de riesgo; formulación, 
implementación, seguimiento y ajuste de planes de 
prevención y protección.

ɪɢɡɦɡɞɰ�ɭɯɢɳɢɫɱɦɳɞɰ

no obstante el claro propósito preventivo 
de los informes del SAT, éstos estuvieron 
muy relacionados con la prevención del 

desplazamiento forzado como consecuencia de 
acciones de violencia ocurridas en el marco 
del conflicto armado, que la Ley 387 de 1997 

había incluido en sus artículos 3 y 4.
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Particular mención debe hacerse de los artículos 19 y 22, en los que se establecen, de 
una parte, las responsabilidades de la secretaría técnica de la Comisión Interinstitucio-
nal de Alertas Tempranas (ĈĎĆę) y, por otra, se indica la coordinación entre el Ministerio 
del Interior y el ĘĆę de la Defensoría del Pueblo:

Artículo 19:

Artículo 22:

• ����������������������������������ϐ�����×�������������������������������������������-
ción fruto de las alertas tempranas emitidas. Hacer seguimiento a la evolución de los 
actores que generan amenaza en la zona. 

• Procurar la emisión las alertas tempranas y recomendaciones necesarias a las enti-
dades concernidas para salvaguardar los derechos a la vida, la libertad, la integridad 
y seguridad de las personas, grupos y comunidades en situación de riesgo en las 
zonas focalizadas.

• Reportar al programa de prevención y a las comunidades los avances en la imple-
mentación de las acciones de prevención, enmarcadas en los planes formulados, que 
son de su competencia y los resultados obtenidos.”

Actividades de la Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial 
de Alertas Tempranas (ĈĎĆęȌ

El Ministerio del Interior, dentro del principio de colaboración armónica, solicita-
rá a la Defensoría del Pueblo que dentro del marco de sus funciones legales:

• ���������������������������������ϐ�����×����������������������ǡ�����������������������
parte de los analistas del Sistema de Alertas Tempranas ĘĆę y las quejas interpuestas 
por los ciudadanos respecto a la vulneración de sus Derechos Humanos que son de 
conocimiento de los defensores regionales, entre otras. 

• Emita informes de riesgo y notas de seguimiento cuando las circunstancias de riesgo 
así lo ameriten. Requiera a las entidades del orden nacional, departamental y munici-
pal para la salvaguarda de los derechos a la vida, la integridad la libertad y la seguri-
dad de las personas, grupos y comunidades en situación de riesgo.”

Si bien se resalta la mención en el Decreto 4912 de 2011 de un programa y una estrategia de 
prevención, se advierte la ausencia de los lineamientos de una política de prevención, pues 
��������������������������������������������À������ͳʹ���ͳ͵ǡ���ϐ�����������������×�������������-
�����������������������×�����������������������×����������������ǡ����������������������ϐ�����Ǥ

En contraste, el resto del articulado del Decreto 4912, en total 53 artículos, se ocupa de 
���������������������������������������×�ǡ�������ϐ���������������ǡ��������������ǣ�������-
pios93����ϐ�������������������94, estrategias95, medidas de emergencia96 y de protección97, 
responsabilidades de las entidades98, funciones e integrantes de las instancias técnicas 
del programa99, procedimientos100 y compromisos del Programa101 y de los protegidos102.

En desarrollo del Artículo 36 del Decreto 4912 de 2011, y en atención a los requerimien-
tos de las organizaciones peticionarias del caso Unión Patriótica ante la ĈĎĉč, se promulgó 
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el Decreto 2096 de 2012 que ǲ���ϐ������������������������������������×����������������
dirigentes, miembros y sobrevivientes de la Unión Patriótica y el Partido Comunista Co-
lombiano”.��������������ϐ�������ĈĊėėĊĒ especial para el análisis de las peticiones de per-
sonas de Ěĕ y ĕĈĈ; incluye la atención psicosocial como medida de protección103, así como 
medidas de restablecimiento y rehabilitación, mediante el apoyo a proyectos productivos,  
de vivienda y atención médica.

En mayo de 2015, el gobierno Santos expidió el Decreto 1066 Único Reglamentario del 
Sector Administrativo del Interior, mediante el cual reorganizó las funciones del Ministe-
rio del Interior y compiló la normatividad vigente para ese sector, en la que incluyó buena 
parte de las disposiciones del Decreto 4912 de 2011.

ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�ɠɬɩɢɠɱɦɳɞ
Durante varios años, las organizaciones campesinas, indígenas y afrodescendientes expre-
saron reiterados requerimientos a las autoridades gubernamentales sobre la necesidad de 
superar las limitaciones de las medidas de protección adoptadas por el ĈĊėėĊĒ y aplicadas 
por la Ěēĕǡ�������������ϐ�������������ϐ�����������������������������������������������������
protección cuando los riesgos afectan a toda una comunidad u organización o parte de ella.

El Decreto 2078 de 2017, mediante el cual se adicionó el Decreto 1066 de 2015, adoptó 
por primera vez “la ruta de protección colectiva de los derechos a la vida, la integridad, 
la libertad la seguridad personal de grupos y comunidades”, bajo la coordinación de la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y la Ěēĕ, para lo cual determi-
nó la conformación del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de medidas de 
protección colectiva - ĈĊėėĊĒ Colectivo.

El decreto es resultado, en buena medida de los requerimientos de las organizaciones 
campesinas, indígenas y afrodescendientes y de los debates de la Mesa Nacional de Ga-
rantías. Así se reconoció en uno de sus considerandos:

“Que en desarrollo de la interlocución del Gobierno Nacional con las plataformas de De-
rechos Humanos, especialmente en la Mesa Nacional de Garantías, se solicitó por parte de 
la sociedad civil la elaboración y puesta en funcionamiento de un mecanismo que permita 
evaluar el riesgo y adoptar medidas de protección de tipo colectivo para los grupos y co-
munidades que son objeto de protección por parte del programa de protección liderado 
por la Unidad Nacional de Protección”. 

El decreto estableció las comunidades y grupos que pueden ser objeto de la protección 
colectiva, las medidas de protección que se aplicarán, las entidades responsables y los 
procedimientos para dar trámite y respuesta a las solicitudes de protección.

����������������� ���� ������������ �������������������������	����ǡ� ϐ����������������
�-
bierno Nacional y las ċĆėĈǦĊĕ, mediante el Decreto 299 de 2017, se creó el Programa de 
Protección Especializada de Seguridad y Protección dirigido a los integrantes del “nuevo 
movimiento o partido político que surja del tránsito de las ċĆėĈǦĊĕ a la actividad política legal, 
sus actividades y sedes, a las y los antiguos integrantes de las ċĆėĈǦĊĕ que se reincorporen a 
la vida civil, así como a las familias de todos los anteriores de acuerdo con el nivel de riesgo”.
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ɭɬɩ˓ɱɦɠɞ�ɭ˟ɟɩɦɠɞ�ɡɢ�ɭɯɢɳɢɫɠɦ˙ɫ
Mediante el Decreto 1581 de 2017, el gobierno adoptó la política pública de prevención 
de violaciones a los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad de personas, 
grupos y comunidades, con un amplio enunciado de objetivos, estrategias, programas, 
instancias, metodologías, orientados al logro de los objetivos de la política de preven-
��×�ǡ����������ϐ������������ǣ�

1. Promover el respeto y la garantía de los derechos a la vida, integridad, libertad y se-
guridad de todas las personas, grupos y comunidades en todo el territorio nacional.

 2. Adoptar las medidas para evitar la aparición de riesgos excepcionales o en su defec-
to, evitar daños a personas, grupos y/o comunidades con ocasión de una situación 
de riesgo excepcional, o mitigar los efectos de su materialización.

 3. Garantizar el acceso efectivo, con enfoque de derechos y diferencial, por razones 
poblacionales y territoriales, a la justicia formal y no formal, tanto en sede judicial o 
��������������ǡ������������������ϐ����������������������������������������������ϐ���-
������������������������������À���������Àϐ�������������������×�ǡ

 4. Establecer los mecanismos de articulación interinstitucional del orden nacional, 
departamental, distrital y municipal, que permitan su acción oportuna, idónea y 
efectiva para la prevención de las violaciones a los Derechos Humanos, a la vida, a la 
libertad, a la integridad y a la seguridad de personas, grupos y comunidades.

5. Articular e integrar los diferentes instrumentos de prevención con que cuenta el Esta-
do para la salvaguarda efectiva de los derechos sobre los que versa el presente Título.

6. Adoptar medidas para garantizar la no repetición de violaciones a los derechos a la 
vida, integridad libertad y seguridad de personas, grupos y comunidades.

7. Generar acciones institucionales y sociales para prevenir violaciones de los dere-
chos a la vida, integridad, libertad y seguridad derivadas del desplazamiento, aban-
dono y despojo de predios y territorios en razón de amenazas, venta forzada, adju-
dicación de territorios colectivos a particulares, entre otros.

8. Promover iniciativas institucionales y sociales para contrarrestar las dinámicas so-
������������������������������ϐ������������������Ó������������ǡ����������������������
y la explotación ilícita de minerales, que inciden de forma conjunta e independiente 
en el goce de los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad de personas, 
grupos y comunidades.

9. Desarrollar acciones que incorporen prácticas sociales que favorezcan la preven-
ción de violaciones a los derechos a la vida, la integridad, la libertad y la seguridad 
en el quehacer cotidiano.

10. Desarrollar acciones orientadas a prevenir las violaciones a los derechos a la vida, 
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la integridad, la libertad y la seguridad de personas, grupos y comunidades deriva-
das de limitaciones arbitrarias o ilegales a las libertades ciudadanas.104

Entre las instancias mencionadas en el Decreto 1581, se destaca la creación del Comité 
Nacional de Política Pública de Prevención, con la función de “coordinar y articular la 
política pública de prevención de violaciones a la vida, integridad, libertad y seguridad de 
personas, grupos y comunidades”.

Por otra parte, en desarrollo de la implementación del Acuerdo Final para la Termina-
��×���������ϐ���������������������×�������������������������������ǡ�������������Decreto 
2124 de 2017, el gobierno reglamentó el “sistema de prevención y alerta para la reac-
ción rápida ante los riesgos y amenazas a los derechos a la vida, a la integridad, libertad 
y seguridad personal, libertades civiles y políticas, e infracciones al Derecho Internacio-
nal Humanitario”105. 

El decreto estableció que el sistema de prevención y alerta para la reacción rápida ten-
drá dos componentes: 

“… uno de alerta temprana en la Defensoría del Pueblo, desarrollado de acuerdo con 
sus competencias constitucionales y legales; y otro de respuesta y reacción rápida en el 
Gobierno Nacional, con la participación de las entidades territoriales, coordinado por 
el Ministerio del Interior”.

El decreto establece las funciones del componente de alerta temprana, centradas en la 
advertencia oportuna de riesgos y amenazas a los derechos a la vida, a la integridad, la 
libertad y la seguridad personal y las libertades civiles y políticas. Así mismo, señala las 
funciones del componente de respuesta a cargo del  Comisión Intersectorial para la Res-
puesta Rápida a las Alertas Tempranas para la Reacción Rápida (ĈĎĕėĆę), orientadas a 
impulsar y coordinar la adopción de las medidas preventivas necesarias para atender los 
riesgos y amenazas, y monitorear la evolución de las situaciones advertidas por el ĘĆę.

Motivado por el deterioro de las condiciones de seguridad y el aumento de los homi-
cidios de líderes y lideresas sociales en varias regiones del país, y atendiendo las re-
comendaciones de los organismos internacionales de Derechos Humanos, el gobierno 
expidió el Decreto 2252 de 2017, cuyo objeto es:

ǲ������ϐ������������������������������×���������������������������������������������-
tes del Presidente de la República en relación con la protección individual y colectiva de 
líderes y lideresas de organizaciones y movimientos sociales y comunales, y defensores 
y defensoras de Derechos Humanos que se encuentren en situación de riesgo”.106

En desarrollo del Decreto 2252 de 2017, el gobierno Santos expidió el Decreto 660 de 
2018, mediante el cual se creó el Programa Integral de Seguridad y Protección para Co-
munidades y Organizaciones en los Territorios, con propósito de: 

ǲ��ϐ����������������������������������×�� ������������ ���������������ǡ� ������������� ����
líderes, lideresas, dirigentes, representantes y activistas de organizaciones sociales, po-
pulares, étnicas, de mujeres, de género, ambientales, comunales, de los sectores đČćęĎ y 
defensoras de Derechos Humanos en los territorios”.
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El decreto avanzó en una política de prevención, mediante algunas acciones a ser imple-
mentadas en los territorios por alcaldías y gobernaciones, con el impulso y asistencia 
del Ministerio del Interior, tales como:

 i) Medidas integrales de prevención, protección y seguridad, las cuales se deberán imple-
mentar en articulación con el Sistema de Prevención y Alerta para la Reacción Rápida; 

ii) Retomó los planes integrales de prevención por las gobernaciones y alcaldías, in-
dicando la ruta metodológica para su formulación, implementación y seguimiento; 

iii) Medidas orientadas a generar un entorno favorable al respeto, la garantía y protec-
ción de los Derechos Humanos, de convivencia ciudadana y a remover los obstáculos 
de tipo normativo, social, administrativo o judicial para el ejercicio de estos.107

En efecto, el decreto, al referir el tipo de medidas para generar un entorno favorable, in-
cluyó la creación de espacios de interlocución entre autoridades y organizaciones; estrate-
gias de visibilización y reconocimiento de esos espacios y los participantes; actos públicos 
����×����������������������������������ϐ�����×������������������������������������Ǣ���-
pudio de acciones que impiden la labor de defensa de Derechos Humanos; fortalecimiento 
de liderazgos y de medios de comunicación comunitarios; divulgación de las plataformas 
de las organizaciones sociales; apoyo a construcción de imaginarios de paz, convivencia 
y reconciliación; acciones culturales y pedagógicas para transformar imaginarios, prejui-
cios y estereotipos que estigmatizan o discriminan; fortalecimiento de observatorios te-
rritoriales sobre la situación de Derechos Humanos, incluyendo la discriminación. 

En la construcción de la política de protección a defensores, 
defensoras se continuó desarrollando líneas de acción en 
favor de los derechos de las mujeres.

Se tiene que con fundamento en la Ley 1257 de 2008, la ley 1448/2011 y los Autos de 
la sentencia T-025, el gobierno nacional mediante el Decreto 1314 de 2016 (agosto 10) 
crea la “Comisión Intersectorial de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de 
los Derechos Humanos, cuyo objeto será coordinar y orientar la formulación, implemenǦ
tación y seguimiento del Programa Integral de Garantías para las Mujeres Lideresas y 
Defensoras de Derechos Humanos”.

Con el propósito de dar respuesta a la grave situación de amenazas, atentados y homici-
dios de líderes y lideresas sociales, en noviembre de 2018 el gobierno de Iván Duque pro-
mulgó el Decreto 2137 del 2018, mediante el cual se creó la Comisión Intersectorial para 
el desarrollo del Plan de Acción Oportuna (ĕĆĔ) de Prevención y Protección individual y 
colectiva de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de defensores 
de Derechos Humanos, líderes sociales, comunales, y periodistas. La Comisión tiene por 
objeto “articular, orientar y coordinar los diferentes programas de protección y recursos de 
las distintas entidades del Gobierno involucradas en la prevención y protección individual y 
colectiva de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de defensores de 
Derechos Humanos, líderes sociales, comunales, y periodistas”.
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ɭɯɬɠɢɰɬ�ɫɞɠɦɬɫɞɩ�ɡɢ�ɤɞɯɞɫɱ˓ɞɰ�ɭɞɯɞ�ɢɩ�
ɢɧɢɯɠɦɠɦɬ�ɡɢ�ɡɢɣɢɫɰɞ�ɡɢ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ�ɥɲɪɞɫɬɰ�

Proceso Nacional 
de Garantías

El proceso Nacional de Garantías es una instancia 
creada en abril de 2009, como resultado de 
un acuerdo entre el gobierno nacional y las 
organizaciones de la sociedad civil108, con el 
objetivo de acordar medidas para garantizar 
el ejercicio de la labor de las organizaciones 
defensoras de los Derechos Humanos. 

“Es una instancia de diálogo político del más alto 
nivel, donde se acuerdan acciones, lineamientos 
de política, medidas concretas para enfrentar la 
persistente violencia contra las personas defensoras 
y las lideresas y los líderes en Colombia”109 

�������������ϐ��������������������������
diálogo productivo que lleve a acordar 
medidas de política pública, legislativas, 
institucionales o de otra índole alrededor 
de tres temas fundamentales: 

i) Prevención. 

ii) Protección. 

iii) Investigación de las agresiones ocu-
rridas contra los defensores de ĉĉǤčč en 
todo el país.”112 

• Establecer un diálogo sobre la necesidad de garantías para las 
�����������������������������������������������������ϐ������
adoptar las decisiones que se consideren.

• Fortalecer el proceso de interlocución, nacional y territorial-
�����ǡ������������������������������������ϐ������������������-
ganizaciones de la sociedad civil y las autoridades del Estado.

• Avanzar en la construcción de acuerdos, compromisos y rutas 
para generar medidas que creen un ambiente propicio para las 
actividades de defensa de los Derechos Humanos.

• Hacer seguimiento a los compromisos que se adopten 
nacional y territorialmente en el tema de garantías.113

El Proceso acordó una estructura de trabajo de la 
siguiente manera: 

i) Mesa Nacional de Garantías110, máxima 
instancia que analiza las problemáticas y se 
acuerda medidas; 

ii) Mesas territoriales, como escenarios para 
lograr avances en la situación de Derechos 
Humanos de las personas defensoras… [e] 
involucrar a las autoridades del nivel local y 
departamental en el respeto y garantía de la 
labor de defensa de Derechos Humanos.”111 

i.) Evaluar la situación de las personas defensoras 
de Derechos Humanos en cada región.

��ǤȌ��������������ϐ����������������������������
locales y departamentales y la sociedad civil.

���ǤȌ�������ϐ�������������ǡ����������������ǡ���������
��������������������ϐ���������������������������
propia para garantizar el ejercicio de defensa de 
Derechos Humanos en cada región.”

¢ɡɢ�ɮɲˏ�ɱɯɞɱɞ"

ɭɯɬɭ˙ɰɦɱɬ
ɬɟɧɢɱɦɳɬɰ

ɢɰɱɯɲɠɱɲɯɞ

ɬɟɧɢɱɦɳɬɰ�ɡɢ�ɩɞɰ�ɪɢɰɞɰ�ɱɢɯɯɦɱɬɯɦɞɩɢɰ
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Transcurridos más de 10 años de iniciado el Proceso Nacional de Garantías, la Secretaría 
Técnica (ĕēĚĉ) elaboró un informe que presenta resultados cuantitativos, retos y posibles 
rutas de acción, entre los que se destacan: i) la expedición de algunas políticas y programas, 
como la Política pública para fortalecer y creación de la Unidad Nacional de Víctimas; el 
Programa de protección a líderes sociales”; la “Unidad Nacional de Protección; la Política de 
protección a líderes con enfoque de prevención; el “Programa de garantías para mujeres de-
fensoras: protocolo para la protección de defensoras con enfoque de género”; y el “Protocolo 
para el comportamiento de la fuerza pública”, en el marco de la protesta social adoptada en 
Bogotá y otras ciudades”; ii) la realización de “Nueve actos de reconocimiento público a los 
����������������������������������ϐ�������������������������������À�”; iii) la realización de la 
“Campaña de comunicaciones para la no estigmatización liderada por Ministerio del Inte-
rior en 2017” y las “Campañas territoriales en Antioquia y Cauca en 2019”. 114

Igualmente, el informe  muestra los retos y posibles rutas de acción115, que se resumen en 
el siguiente cuadro:

Retos Posibles rutas de acción
Actualmente el Proceso Nacional de Garantías, atraǦ
viesa por una crisis política, que se explica por cuatro 
factores:

i) Las plataformas de Derechos Humanos consideran 
que ha habido incumplimiento en algunos de los 
compromisos por parte del Ministerio del Interior y 
pérdida de liderazgo político en la Dirección de ĉĉǤčč 
del Ministerio.

iv) Pluralidad de espacios de “alto nivel” para tratar el 
tema de garantías para la defensa de los ĉĉǤčč (Comi-
sión derivada de los Acuerdos de paz, espacios creados 
por el Presidente y el Ministro Cristo para atender a 
Marcha Patriótica, Subcomisión de ĉĉǤčč de Cumbre 
Agraria. Confusión de estos espacios a nivel territorial).

ii) Las plataformas consideran que las respuestas ins-
titucionales del Ministerio del Interior, de la Fiscalía 
��������������������������×����������������ϐ���������
y denuncian un incremento de las violaciones contra 
líderes sociales y defensores de Derechos Humanos.

iii) Entre las plataformas de Derechos Humanos ha 
habido divisiones lo que ha implicado la ruptura del 
Techo común que reunía a todas las organizaciones.

Pese a este panorama, los actores del Proceso 
Nacional de Garantías valoran su importanǦ
cia, con los siguientes argumentos:

El proceso es altamente valorado, el carác-
ter estratégico como único escenario de 
interlocución a alto nivel por parte de las 
plataformas de ĉĉǤčč hace necesario su 
potenciación y dinámica.

El carácter de mediador y de Secretaría 
técnica que juega el Sistema de Naciones 
Unidas, en cabeza de su coordinador resi-
dente y del ĕēĚĉ, facilita el diálogo político 
y la implementación territorial del proceso.

La estructura misma del proceso y la legitimi-
dad construida a lo largo de los años, hacen 
de este proceso una herramienta idónea para 
el diálogo social, la discusión de la política 
pública de garantías para la defensa de los 
ĉĉǤčč y la adopción de medidas en materia 
de prevención, protección e investigación.
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���ϐ��������������������������������������������������������������������������������-
cional de Garantías, entre los que se destacan: i) posibilidad de darle un carácter vincu-
lante a través de un decreto; ii) incrementar el apoyo de la mesa nacional a las estruc-
��������������������������������������������������������������������������������ϐ����������
la prevención de posibles  agresiones; iii) impulsar la construcción de instrumentos de 
���À������ï��������������ǲ�������������������×����������������������ǳǢ���Ȍ����������������ϐ�-
cacia de mecanismos de atención y protección a defensores y defensoras amenazadas; 
v) articulación del Proceso con la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad en el 
marco del Acuerdo Final suscrito entre el Gobierno Nacional y las ċĆėĈǦĊĕ.116

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, al evaluar la situación de las de-
fensoras y defensores de Derechos Humanos, en un informe de 2019, incorporó la 
siguiente conclusión:

“A este respecto la ĈĎĉč, si bien saluda la adopción de nuevas medidas que buscan in-
vestigar, prevenir y proteger la labor de personas defensoras de Derechos Humanos y 
líderes sociales en Colombia, destaca la importancia de mantener la periodicidad, obje-
tivos y mandatos de esfuerzos previamente trabajados conjuntamente con organizacio-
nes de la sociedad civil, tales como la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad o la 
Mesa Nacional de Garantías para Defensores de Derechos Humanos”.117

Al efecto, la ĈĎĉč planteó en una de las recomendaciones dirigidas al Estado colombiano:

“Convocar a las organizaciones sociales para la construcción de una política pública inte-
gral de prevención y protección de personas defensoras de Derechos Humanos y líderes 
sociales, retomando las mesas de diálogo como la Mesa Nacional de Garantías y la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad, en la que existían acuerdos pactados previamente”.118

En la misma línea de recomendaciones, la Defensoría del Pueblo, en el Informe de Segui-
miento a la alerta temprana Ćę-026-18, solicitó al Ministerio del Interior: 

“Mantener activa la Mesa Nacional de Garantías con las plataformas de Derechos Huma-
nos y demás organizaciones y espacios representativos de los líderes sociales y perso-
�����������������������������������������ϐ���������������������������������×��ϐ������
de cara a la consolidación de una política pública de garantías a estos activistas por los 
ĉĉǤččǤ Que este espacio cuente con una agenda clara para 2019-2020 con indicadores 
de avance y se realicen rendición de cuentas pública por parte del ejecutivo sobre los 
avances en los compromisos con las plataformas y espacios representativos de los de-
fensores de Derechos Humanos”.119

Dentro de las actualizaciones del estado del proceso de garantías se tiene la decisión de 
la Defensoría del Pueblo de asumir la Secretaría Técnica del Proceso Nacional de Garan-
tías en la Mesa Nacional y en las Mesas Territoriales a partir del mes de junio del 2020, 
mediante la Resolución 074 del 2020.
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ɭɯɢɳɢɫɠɦ˙ɫ�ɶ�ɭɯɬɱɢɠɠɦ˙ɫ�ɢɫ�ɢɩ�ɞɠɲɢɯɡɬ�
ɣɦɫɞɩ�ɭɞɯɞ�ɩɞ�ɱɢɯɪɦɫɞɠɦ˙ɫ�ɡɢɩ�ɠɬɫɣɩɦɠɱɬ

estableció el compromiso del Gobierno nacional de po-
ner en marcha el Sistema Integral de Seguridad para el 
Ejercicio de la Política , que fue desarrollado mediante la 
expedición del Decreto-Ley 895 de 2017.

El Sistema Integral de Seguridad para el 
Ejercicio de la Política tiene por objeto 
contribuir a crear y garantizar una cultura 
de convivencia, tolerancia y solidaridad que 
�����ϐ���������������������������À��������������
garantías para prevenir cualquier forma de 
estigmatización y persecución.

1. La Comisión Nacional de Garantías de Seguridad. 

2. La Instancia de Alto Nivel del Sistema Integral de 
Seguridad para el Ejercicio de la Política.

3. El Delegado presidencial. 

4. La Comisión de Seguimiento y Evaluación del 
Desempeño del Sistema Integral de Protección.  

5. El Comité de Impulso a las Investigaciones.

6. Los Programas de Protección mencionados en el 
artículo 7.

7. El Sistema de prevención y alerta para la reacción 
rápida.

Acuerdo Final para 
la Terminación del 

Conflicto 

Sistema Integral de 
Seguridad para el 

Ejercicio de la Política

ɭɯɬɭ˙ɰɦɱɬ

ɬɟɧɢɱɬ

ɦɫɰɱɞɫɠɦɞɰ
Para ello se hará el diseño, seguimiento, coordina-
ción intersectorial y promoción a nivel nacional y 
territorial de medidas de prevención, protección 
y seguridad donde se desarrolle un nuevo modelo 
de garantías de derechos ciudadanos para quienes 
hayan sido elegidos popularmente, quienes se 
declaren en oposición, líderes comunitarios, 
comunidades rurales, organizaciones sociales, de 
mujeres y/o defensoras de Derechos Humanos y 
sus miembros, líderes de los partidos y movimien-
tos políticos con personería jurídica, movimientos 
sociales y el nuevo movimiento o partido político 
que surja del tránsito de las ċĆėĈǦĊĕ a la actividad 
política legal, así como de sus integrantes en pro-
ceso de reincorporación a la vida civil.

ɢɰɱɯɞɱɢɤɦɞ
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Mediante el Decreto Ley 898 de 2017, se creó la Unidad Especial de Investigación de 
la Fiscalía General para el desmantelamiento de las organizaciones y conductas crimi-
nales responsables de homicidios y masacres, o que atentan contra defensores/as de 
Derechos Humanos, movimientos sociales o movimientos políticos o que amenacen o 
atenten contra las personas que participen en la implementación de los acuerdos y la 
construcción de la paz, incluyendo las organizaciones criminales que hayan sido de-
nominadas como sucesoras del paramilitarismo y sus redes de apoyo, cuyas funciones 
���������ϐ����������������À�����ͷǡ��������������������������ǣ�

“Investigar y acumular casos, en lo que sea de su competencia, y de ser procedente pre-
sentará imputaciones y acusaciones ante la jurisdicción ordinaria o ante la de Justicia 
y Paz; […] solicitar ante el órgano competente la acumulación, en el juzgado de mayor 
instancia, de las competencias judiciales por todos los delitos cometidos por la organi-
����×����������Ǣ�ȏǥȐ�����������������������������������×�����������������������ϐ�����×����
el desmantelamiento de estructuras criminales y/o conductas delictivas que amenacen 
o atenten contra defensores de Derechos Humanos, movimientos sociales, movimientos 
políticos o la implementación del Acuerdo de paz; […] acudir a la asociación de casos 
y analizar los contextos políticos y sociales de agresiones (…) que permita establecer 
patrones comunes; […] investigación con un enfoque territorial, diferencial y de género, 
�������������������������ǡ�����±�������������������������ϐ��������������������������
en peligro las comunidades y la construcción de la paz, priorizando la investigación de 
hechos o conductas cometidos por estructuras de crimen organizado; […] ubicar, soli-
citar, centralizar, sistematizar y analizar la información suministrada o recabada por 
los funcionarios que hagan parte de la Unidad Especial de Investigación, y de otras de-
pendencias de la Fiscalía General de la Nación y de otras entidades nacionales o locales 
���������ϐ���������������������������������Ǣ�ȏǥȐ������������ �����������×������������-
cionarios de la Unidad, los testigos y víctimas que así lo requieran, de conformidad con 
las competencias de la Fiscalía General de la Nación; […] acceder a toda la información 
judicial disponible que requiera para las investigaciones, incluyendo la información que 
repose o que haya sido trasladada a otras unidades de la Fiscalía, especialmente la Uni-
dad de Justicia y Paz; […] asumir las investigaciones sobre los vínculos entre orga-
nizaciones criminales incluidas en su mandato, incluyendo las organizaciones 
criminales que hayan sido denominadas como sucesoras del paramilitarismo, 
y funcionarios/as del Estado; […] de encontrar evidencia sobre la responsabi-
lidad de funcionarios/as públicos, continuará conduciendo la investigación 
penal y dará traslado a la Procuraduría General de la Nación o a la 
���������À��
������� ��� ������ï�����ǡ� ���� ��� ϐ���������� ���
inicien las investigaciones disciplinarias y fiscales 
correspondientes. 
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En diciembre de 2017, en desarrollo del Artículo 17 del Decreto Ley 895/17, el gobierno 
expidió el Decreto 2124, mediante el cual se reglamenta el sistema de prevención y aler-
ta para la reacción rápida a la presencia, acciones y/o actividades de las organizaciones, 
hechos y conductas criminales que pongan en riesgo los derechos de la población y la 
implementación del Acuerdo Finalǡ����������������������ϐ��������������À�����ͷǣ

Objetivos específicos
El sistema de prevención y alerta para la reacción rápida tendrá los siguientes objetivos 
�����Àϐ����ǣ

1. Monitorear riesgos para la prevención de violaciones a los derechos a la vida, a 
la integridad, libertad y seguridad personal e infracciones al derecho interna-
cional humanitario, operaciones y/o actividades de las organizaciones y con-
ductas criminales, incluyendo organizaciones denominadas como sucesoras 
del paramilitarismo, en nivel nacional y territorial. 

2. Advertir oportunamente sobre los riesgos de ocurrencia de violaciones a los 
derechos a la vida, a la integridad, libertad y seguridad personal e infracciones 
al derecho internacional humanitario. 

͵Ǥ������������������������������������������������������������ϐ������ǡ�������������
articulación de las acciones de las autoridades y entidades nacionales y territo-
riales a partir de la situación planteada en la alerta temprana. 

4. Realizar actividades de seguimiento tendientes a examinar el efecto de las me-
didas adoptadas y la evolución del riesgo advertido. 

5. Articular con la Instancia de Alto Nivel del Sistema Integral de Seguridad para 
el Ejercicio de la Política, la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad, y la 
Unidad Especial de Investigación para el Desmantelamiento de las Organizacio-
��������������ǡ������������ϐ�����������������͵ǤͶǤ͵ǡ͵ǤͶǤͶ���͵ǤͶǤ�������������	�����
y los Decretos Ley 154, 895 y 898 de 2017. 

6. Propiciar escenarios de información pública sobre las acciones realizadas y lo-
gros obtenidos frente a los riesgos advertidos y otras situaciones relacionadas. 

7. Impulsar el intercambio de información entre los distintos sistemas y bases de 
datos de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario del Estado, 
�������ϐ�����������ϐ����������������������������������������������������������×����
protección, teniendo en cuenta las disposiciones vigentes sobre el intercambio 
de información. 

8. Articular con la política pública de prevención de violaciones a los derechos a 
la vida, integridad y libertad, y seguridad de personas, grupos y comunidades a 
nivel nacional y territorial. 

9. Propiciar la participación de las organizaciones sociales, defensoras de 
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Derechos Humanos y comunidades, teniendo en cuenta los enfoques territo-
riales, diferenciales, de género y étnico. 

  El Decreto estableció dos componentes del sistema del sistema de prevención: 

i) El componente de Alertas Tempranas, a cargo de la Defensoría del Pueblo, responsa-
ble de advertir oportunamente los riesgos y las amenazas a los derechos a la vida, a la 
integridad, a la libertad y a la seguridad personales, con el propósito de contribuir a la 
adopción de estrategias de prevención; 

ii) El componente de Respuesta Rápida, a cargo del Ministerio del Interior, responsable 
de articular a las entidades nacionales y territoriales para la respuesta y reacción ante 
������������������ϐ������Ǥ�����������������������������������������������ǡ���������-
to creo los Comités Territoriales de Prevención y los Comités Territoriales de Alertas 
para la Reacción Rápida, que deberán funcionar en coordinación con los Comités Te-
rritoriales de Prevención. 

Así mismo, tomando en consideración los desarrollos previos de la política de prevención 
����������×�ǡ������������������������	����������������������×���������ϐ����������������-
��Ǧ����ͅ ͻͷȀͳǡ����
��������������×������������ʹ ʹͷʹȀͳǡ�����������������������ϐ������������
responsabilidades de las entidades y autoridades territoriales (gobernaciones y alcal-
días, comandantes de estación, sub-estación y centros de atención inmediata de la 
Policía, los inspectores de policía y los corregidores), con el apoyo 
de los ministerios del Interior y de Defensa Nacional, en relación 
con la prevención y protección de defensores de derechos huma-
nos, líderes y lideresas de organizaciones y movimientos sociales 
y comunales, y defensores y defensoras de Derechos Humanos.  
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• Desde 1994, los hechos de agresiones a defensores y líderes indujeron a las organizacio-
nes no gubernamentales (ĔēČ) de Derechos Humanos a reclamar del gobierno la adop-
ción de medidas para favorecer el ejercicio de su labor, así como la protección de la vida 
y la integridad de este colectivo; medidas que afrontaran las causas de los riesgos y las 
amenazas, y no sólo sus efectos.

• La expedición de directivas presidenciales sobre los defensores de Derechos Humanos 
constituyó una de las primeras acciones gubernamentales que permitieron iniciar la 
construcción de la voluntad política del Estado colombiano para atender las demandas 
de protección y garantía para la labor de defensa de los Derechos Humanos.

• Durante del gobierno Pastrana el proceso de diálogo entre las organizaciones y el gobier-
no se circunscribió a la instancia del ĈėĊė: se diseñaron y aplicaron medidas de protec-
ción que cobijaron a un número creciente de defensores de Derechos Humanos y sindi-
calistas y se robusteció el presupuesto del programa. Sin embargo, el gobierno abandonó 
el diseño de una política integral que permitiera remover los factores de riesgo, descono-
ciendo la esencia de la propuesta elaborada y presentada en 1996 por las ONG.

• El programa de protección es una de las líneas de la política pública de mayor desarrollo, 
como resultado de las reclamaciones de las ĔēČ y en cumplimiento de recomendaciones 
de órganos internacionales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la 
�ϐ���������������������������������������������Ǥ

• Mediante la Ley 418 de 1997, artículo 81, se creó formalmente el programa de protección 
a personas en riesgo y se determinó inicialmente la población objeto del programa.  

•  Decreto 978 de 2000, se creó el Programa Especial de Protección Integral para dirigentes 
y sobrevivientes de la Unión Patriótica y del Partido Comunista Colombiano

•  Decreto 1592 de 2000, creó el Programa de Protección a Periodistas y Comunicadores 
Sociales.

•  Decreto 1386 de 2002, creó el programa para brindar protección a alcaldes, concejales 
y personeros municipales que en razón al ejercicio de su cargo se encontraran en riesgo.

• ���������ʹͺͺ����ʹͲͲ͵ǡ������������������ǲ������ϐ�������������������������±������������-
tación y Evaluación de Riesgos de los Programas de Protección de la Dirección de Dere-
chos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia”. 

•  Decreto 2816 de 2006, se hicieron nuevos ajustes a los programas de protección. 

• ���������ͶͲͷ����ʹͲͳͳǡ��������ϐ��×�����������������������������������������������×��
liderados hasta entonces por la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Inte-

ɦɡɢɞɰ�ɪɞɢɰɱɯɞɰ
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rior, al crear la Unidad Nacional de Protección (Ěēĕ), como una entidad con autonomía 
�����������������ϐ�����������������������������ǡ������������������������������������

•  Decreto 4912 de 2011, Por el cual se organiza el Programa de Prevención y Protección de 
los Derechos a la Vida, la Libertad, la Integridad de personas, grupos y comunidades que 
se encentran en situación de riesgo extraordinario y extremo como consecuencia directa 
del ejercicio de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias.

•  Decreto 1066 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior, me-
diante el cual reorganizó las funciones del Ministerio del Interior.

•  Decreto 1314 de 2016, por el cual se crea la “Comisión Intersectorial de Garantías para 
las Mujeres Lideresas y Defensoras de los Derechos Humanos, cuyo objeto será coordinar 
y orientar la formulación, implementación y seguimiento del Programa Integral de Garan-
tías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos”.

•  Decreto 2078 de 2017, mediante el cual se adicionó el Decreto 1066 de 2015, adoptó 
por primera vez “la ruta de protección colectiva de los derechos a la vida, la integridad, la 
libertad la seguridad personal de grupos y comunidades”, bajo la coordinación de la Di-
rección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y la Ěēĕ, para lo cual determinó 
la conformación del “Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de medidas de 
protección colectiva - ĈĊėėĊĒ Colectivo.

•  Decreto 299 de 2017, se creó el Programa de Protección Especializada de Seguridad y 
Protección dirigido a los integrantes del “nuevo movimiento o partido político que surja 
del tránsito de las ċĆėĈǦĊĕ a la actividad política legal, sus actividades y sedes, a las y los 
antiguos integrantes de las ċĆėĈǦĊĕ que se reincorporen a la vida civil, así como a las fa-
milias de todos los anteriores de acuerdo con el nivel de riesgo”.

•  Decreto 1581 de 2017, el gobierno adoptó la política pública de prevención de viola-
ciones a los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad de personas, grupos y 
comunidades, con un amplio enunciado de objetivos, estrategias, programas, instancias, 
metodologías, orientados al logro de los objetivos de la política de prevención.

•  Decreto 2124 de 2017, el gobierno reglamentó el “sistema de prevención y alerta para 
la reacción rápida ante los riesgos y amenazas a los derechos a la vida, a la integridad, 
libertad y seguridad personal, libertades civiles y políticas, e infracciones al Derecho In-
ternacional Humanitario”.

•  Decreto 660 de 2018, mediante el cual se creó el Programa Integral de Seguridad y Pro-
tección para Comunidades y Organizaciones en los Territorios.

•  Decreto 2137 del 2018, por el cual se creó la Comisión Intersectorial para el desarrollo 
del Plan de Acción Oportuna (ĕĆĔ) de Prevención y Protección individual y colectiva de 
los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de defensores de Derechos 
Humanos, líderes sociales, comunales, y periodistas.
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ɢɳɞɩɲɞɠɦ˙ɫ
Señale si es falso (F) o verdadero (V)

• La política pública de protección a las y los defensores se inició por presión 
de las ĔēČ de Derechos Humanos.

• Los decretos para la protección de las y los defensores emanaron de los 
Ministerios de Justicia y del Interior 

• Naciones Unidas y el sistema interamericano de la ĔĊĆ han felicitado al go-
bierno colombiano por el éxito en su política de protección de las y los de-
fensores de Derechos Humanos.

Ȉ������������������������Àϐ��������������������×�����������������������������������Ǥ

• En el marco de los Acuerdos de Paz se creó un programa de protección a 
excombatientes de las Fuerzas Armadas de Colombia (ċĆėĈ).

F V

Al exigir un acompañamiento en 
prevención y protección al estado, 

creamos un reconocimiento de nuestra 
labor para seguir promoviendo y 

conservando los derechos humanos de 
nuestra comunidad y la sociedad.
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81,'$'��
Enfoques diferenciales
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ɦɫɱɯɬɡɲɠɠɦ˙ɫ

Colombia es un país pluriétnico y multicultural, re-
conocido en la Constitución Política; sin embargo, 
históricamente hay sectores poblacionales —muje-
res, niños, niñas y adolescentes, pueblos indígenas, 
comunidades afrocolombianas, negras, raizales y 
palenqueras, ėĔĒ, personas con orientaciones se-
xuales e identidad de género diversas, población con 
discapacidad, entre otros—, que han sufrido discri-
minación y rechazo, expresados en dos dimensiones: 
en la vida en sociedad, en la cual hay esquemas de 
pensamiento heredados, que obedecen a ideas de 
superioridad, prejuicios, estigmas, discriminaciones 
y subvaloraciones hacia estos sectores sociales; la 
otra tiene que ver con sus condiciones de vida, en una 
deuda histórica estatal frente a sus derechos. 

La Corte Constitucional los ha denominado suje-
tos de especial protección constitucional, debido 

��������������������������ǡ��������ǡ�ϐÀ�����ǡ������-
lógicas o sociales, quienes merecen un amparo 
reforzado en aras de lograr una igualdad real y 
efectiva. Por esta razón, requieren legislación que 
garantice sus derechos, su inclusión social y polí-
tica.  Hoy en día, se cuenta con una robusta polí-
tica pública que, lamentablemente, no se traduce 
siempre en planes de desarrollo, programas de 
����×�������������������Àϐ����ǡ��������������������
derechos de estos grupos poblacionales.

���� ��������� �������������� ��Ó����� ���� ������ϐ�-
cidades de estos grupos, sus necesidades y dere-
chos, reconociendo las asimetrías y desigualda-
des existentes, con el objetivo de darles el lugar 
en la sociedad, en las políticas públicas y en la 
vida en comunidad.

ɲɫɦɡɞɡ�ɳ
Enfoques diferenciales

���������ͷνǤ����������������������������������������ǡ���������������������������ï������

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, partiǦ

cipativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidariǦ

�����������������������������������������������������������������±���������ͷͶ.

Damos la bienvenida a la Unidad V. 
Conoceremos la razón de ser de cada uno de 
los enfoques diferenciales y la normatividad 
de protección. Esta unidad nos mostrará no 
solamente las asimetrías y desigualdades 

existentes, frente a la ley, sino los 
prejuicios y subvaloraciones que, desde la 
cultura, aún subsisten en la cotidianidad.
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¢ɮɲˏ�ɰɦɤɫɦɣɦɠɞ�ɩɞ�ɡɦɰɠɯɦɪɦɫɞɠɦ˙ɫ"
���������ͷǤ������������������������������������������������������ǡ��������������������������Ǧ

ción y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 

sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, reliǦ

��×�ǡ������×�����À�������ϔ����×ϔ���Ǥ

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará mediǦ

das en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a aqueǦ

��������������������������������×������×����ǡ�ϔÀ�������������ǡ��������������������������������

�����������������ϔ���������������������������������������������������������������������Ǥͷͷ

La Corte Constitucional, en sentencia T-098 de 1994, definió el concepto de discri-
minación como:

(…) un acto arbitrario dirigido a perjudicar a una persona o grupo de personas con base 
principalmente en estereotipos o perjuicios sociales, por lo general ajenos a la voluntad 
del individuo, como son el sexo, la raza, el origen nacional o familiar, o por razones irre-
�����������������������������������������������������ϐ�������������������ǡ����������×�������
�����×�����À�������ϐ����×ϐ����ȋǥȌ���������������������������������������ǡ���������������������
pretende —consciente o inconscientemente— anular, dominar o ignorar a una persona 
o grupo de personas, con frecuencia apelando a preconcepciones o prejuicios sociales 
o personales, y que trae como resultado la violación de sus derechos fundamentales.122

La discriminación se expresa de diversas maneras: el sexismo, el racismo, la homofobia, 
la discriminación por edad, por discapacidad, entre otros y se ha ido asumiendo cultu-
ralmente, como si fuera algo normal. En ese sentido, el análisis con enfoque diferencial 
�����������ǡ�������ϐ����ǡ����������ǡ���������������������������������������������������-
cación de las desigualdades que derivan en hechos, incluso, de violencia.

Es importante señalar que, como respuesta a la inequidad 
y a prácticas excluyentes, movimientos sociales de mujeres, 
hombres, afrodescendientes, indígenas, personas con 
orientación sexual e identidad de género diversa, entre  
otros, se han organizado para reclamar sus derechos.
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1. Enfoque étnico
El enfoque étnico hace referencia a los pueblos indígenas, comunidades afrocolom-
bianas y el pueblo Rrom que, si bien, numéricamente no son mayoría, son sujetos de 
derechos colectivos y de especial protección constitucional, poseedores de una cos-
movisión, historia, cultura, espiritualidad, lenguaje, autonomía, territorio ancestral 
sagrado, gobierno y justicia propios. La existencia de patrones históricos de discrimi-
nación de la cultura occidental mayoritaria, amenaza con la desaparición de sus cos-
�������ǡ�������������������������������×�ǡ���������������������������ϐ�������������
en el país, la invasión de sus territorios y el asesinato de sus líderes y lideresas.

Esta situación ha generado la violación de los derechos territoriales, a la participación 
y a la autonomía, a la identidad cultural, al desarrollo en el marco de sus propias aspi-
raciones culturales, y a la seguridad y soberanía alimentaria, además de sus derechos 
civiles y políticos, económicos, sociales y culturales.

������������À�������±��������ϐÀ��������������������������������������������×�Ǥ�ȋǥȌ�����-
��������ϐÀ����������������������������������������������ǡ����ï������ǡ���������Ǥ��������-
tinciones étnicas no suelen ser neutrales y en general están relacionadas con desigual-
dades en cuanto a la riqueza y el poder, así como con antagonismos entre los grupos. 
Las tensiones entre grupos étnicos que se basan en la raza son las más frecuentes.123 

ɳɦɬɩɞɠɦɬɫɢɰ�ɞ�ɩɬɰ�ɡɢɯɢɠɥɬɰ
����ϐ����������������������������������������������������������������������ȋĆĈēĚė) 
ha señalado: “Los pueblos indígenas y las comunidades afrocolombianas son víctimas de 
violaciones sistemáticas a sus derechos individuales y colectivos, y de infracciones al dereǦ
cho internacional humanitario. En particular: 

i) Asesinato de sus líderes.

ii) Masacres.

iii) Restricciones de movimiento.

iv) Bloqueos de comunidades.

v) Reclutamiento forzado de jóvenes.

vi) Violación de mujeres.

vii) Ocupación ilegal de sus territorios.

viii) Presencia de minas en territorios indígenas.

ix) Desplazamiento forzado”.ͷͺ
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1. Enfoque étnico ɬɟɩɦɤɞɠɦɬɫɢɰ�ɡɢɩ�ɢɰɱɞɡɬ
La Corte Constitucional125, frente a la afectación de estos grupos poblacionales a causa 
�������ϐ������������ǡ������Ó���������������������×������������ǣ

• Incorporar un enfoque diferencial que valore debidamente las necesidades espe-
ciales de los mismos. 

• Especiales deberes de prevención, atención y salvaguarda de sus derechos indivi-
duales y colectivos a cuyo cumplimiento deben prestar especial diligencia. 

Ȉ������������×���������������������������������×����������������������ϐ���ǡ����������×��
de medidas de diferenciación positiva, que atiendan a sus condiciones de especial 
vulnerabilidad e indefensión y propendan, a través de un trato preferente, por 
materializar el goce efectivo de sus derechos. 

• Las diferenciaciones fundadas en la identidad étnica o en el origen racial, que ge-
����������������×�������������×���������������������ϐ�����������������������������-
nas que las ostentan, se presumen inconstitucionales. 

Ȉ�������ϐ�������������������������������×����������������������À�����������������������
territorios ancestrales, han generado el reordenamiento de los territorios colec-
tivos y de las posibilidades de participación de las autoridades comunitarias, que 
rompe la integridad y la autonomía territorial del pueblo afrocolombiano.

Tanto los pueblos indígenas como las comunidades afrocolombianas tienen derecho a 
la consulta previa, por la libre determinación que les asiste. Esta consiste en el derecho 
fundamental que tienen a ser consultadas sobre cualquier decisión que pueda afectar-
las directamente, ejerciendo el derecho a la participación, a expresar su opinión, sobre 
la forma, el momento y la razón de medidas decididas o ya aplicadas que inciden o 
incidirán directamente en sus vidas.126

La Consulta Previa es un derecho fundamental de los pueblos indígenas y tribales del 
mundo, reconocido por las Naciones Unidas mediante el Convenio ĔĎę�169 de 1989 e in-
corporado en la legislación nacional por la Ley 21 de 1991 que aplica a los grupos étnicos.

Busca salvaguardar las personas, instituciones, bienes, trabajo, culturas y medio am-
biente de estos pueblos, así como reconocer y proteger sus valores y prácticas sociales, 
culturales, religiosas, espirituales e institucionales.127

Aunque se cuenta con la obligación constitucional de proteger la 
�����������±�����������������������À����������ϐ�����������������������
y normatividad, nacional e internacional —esta última acogida 
en la legislación interna—, hace falta su aplicación efectiva 
para materialización de los derechos de pueblos indígenas y 
comunidades afro. 
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Divisiones étnicas 
en Colombia

Indígenas

Pueblo Rrom

Afrocolombianos

Cuenta con 102 pueblos indígenas

Lo conforman 10 millones de personas 
aproximadamente

32 pueblos en riesgo de desaparecer 
ϐÀ��������������������

80% residen en centros poblados y área rural 
dispersa (incluyendo resguardos indígenas)

64 lenguas diferentes

��������������������������ϐÀ����������ǡ�
sobre todo en el litoral pací!co y el caribe129

18 de ellos tienen condiciones extremas 
de vulnerabilidad, amenaza, riesgo, 

desplazamientos forzados y viven la violación 
sistemática de los Derechos Humanos y 
Étnicos en sus territorios ancestrales128

Década de 1970: revitalización del movimiento 
indígena. Territorios étnicos reconocidos 

desde la colonia. Organizaciones Nacionales y 
regionales cimentadas. Autorreconocimiento 

identitario fuerte.

Persecución: “Entre las razones que se pueden esǦ
tablecer para explicar la sistemática persecución 
de que ha sido objeto, se mencionan las siguienǦ
tes: su alto sentido de autonomía; su acendrado 
sentimiento de libertad; su carácter nómade; su 
concepto del tiempo, que es un eterno presente. 
Igualmente, el llevar una vida sociocultural sin 

responder a jerarquías, sino basada en organizaǦ
ciones que basan sus relaciones sobre principios 

horizontales y no verticales de autoridad, en 
donde el poder y la toma de decisiones radica en 

lo colectivo más no en lo individual”.ͷͶ

Presencia en 27 departamentos

20% residen en cabeceras municipales

65% hablan su lengua nativa

67% hablan su lengua nativa en el caso 
de población raizal y palenquera

* Datos del censo nacional 
de población de 2018131

64% hablan su lengua nativa teniendo 
en cuenta a toda la población Rrom

70% residen en cabeceras municipales

90% residen en cabeceras municipales

30% residen en centros poblados y área 
rural dispersa

10% residen en centros poblados y área 
rural dispersa

Cultura viva fuerta, pueblo 
organizado en Kumpanias con 

representación en la Mesa Nacional 
de Diálogo del pueblo Rrom
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Indígenas

Pueblo Rrom

ɠɞɯɞɠɱɢɯ˓ɰɱɦɠɞɰ�

ɠɞɯɞɠɱɢɯ˓ɰɱɦɠɞɰ�

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�

• Cuentan con un sistema de justicia propio, la Jurisdicción Especial Indígena132.

• Su relación con el territorio no es individual sino colectivo, los Resguardos.

• Su cosmovisión está conectada con la Madre Naturaleza.

• La familia ampliada es muy importante.

• Están comprometidos con defender la cultura que heredaron de sus ancestros.

Ȉ�������ϐ��������������������������������������������ǡ�����������������-
zamientos, pérdida de su territorio, con el riesgo de extinción. Además, han 
sufrido la invasión de sus resguardos por parte de actores armados ilegales, 
el reclutamiento forzado de niños y niñas indígenas, entre otros.

Está presente en Colombia y en varios países de América Latina; tiene unas 
características identitarias propias, que le diferencian del resto de la sociedad: 
sus instituciones políticas y sociales, sus costumbres, vestido, danzas, idioma 
������±�, su no permanencia en un solo lugar y su desapego del territorio, su 
organización social, la kumpanía y ordenamiento interno con normativas ora-
les, que garantizan su supervivencia.  Han sufrido persecución, estigmatización 
y maltrato, por ser diferentes. El ordenamiento jurídico colombiano reconoce 
al pueblo Rrom como sujetos de especial protección constitucional.137

Ȉ����������������Ǥ����������ͷͼͿ�������ĔĎę����ͷͿ;ͿǤ������������������À������
y tribales en países independientes.ͷ

Ȉ�����ͷ����ͷͿͿͷǤͷͺ

Ȉ�������������ͺͼ����ͶͷͷǤͷͻ

Ȉ������������Ǧͷ;;����ͷͿͿǤͷͼ

Ȉ�����ͷ����ͷͿͿͷǡ�������������������������ϔ�����������ϔ����������������ͷͼͿ�������
Organización Internacional del Trabajo (ĔĎę).

Ȉ�����;ͷ����ͶͶ�������������������������������ͶͶ�Ǧ�ͶͶͼǡ��������������Ϳͻͽ����
ͶͷͶ�������������������������������������������Ǥ

Ȉ����������������������ȋͶͶ;ȌǤ�����������ęǦͽͼͶǤ�

Ȉ���������Ϳͻͽ����ͶͷͶǤ�������×����������������������������������������Ǥ

Ȉ�������������ͺͼͺ����Ͷͷͷǡ�������×����������������������×�����������������������
diferentes Kumpanies a lo largo del país.
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Afrocolombianos

ɠɞɯɞɠɱɢɯ˓ɰɱɦɠɞɰ�

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�

• Conformada por comunidades negras, afrocolombianas, Raizales y Palenqueras.

• Cuentan con su propia cosmovisión, heredada de sus ancestros africanos.

• Cuentan con el derecho a la propiedad colectiva sobre sus territorios, de acuerdo 
con la Ley 70 de 1993.

• El Consejo Comunitario es la unidad administrativa para efectos de recibir la 
propiedad colectiva de tierras. Las funciones de los Consejos Comunitarios son: 

- Delimitar y asignar áreas al interior de las tierras adjudicadas;

- Velar por la conservación y protección de los derechos de la propiedad 
colectiva, la preservación de la identidad cultural, el aprovechamiento y la 
conservación de los recursos naturales;

- Escoger al representante legal de la respectiva comunidad en cuanto per-
��������À����ǡ���������������������������������������������ϐ����������������
factibles de conciliación.138

• Muchos viven en extrema pobreza, han sido despojados de sus territorios por 
������ϐ������������ǡ�������������À�����������×����������������������Ǥ�������ǡ�
viven en desventaja frente a las oportunidades educativas, la salud, la vivien-
da, los servicios públicos y los mercados laborales.139

• Más de 4,6 millones han sido víctimas de todo tipo de violaciones a los Dere-
���������������������������ϐ�������������������À�Ǥ

Ȉ����À�����Ϳǡ�����������×�����À����

Ȉ�����������������������������ǡ�ͼ�������������ͷͿͺͻǤ

Ȉ����������×�����������������������������������ͷͿͺ;Ǥ

• Convención para la prevención y sanción del delito de genocidio, adoptada 
������������������������Ϳ�����������������ͷͿͺ;Ǥ

• Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de 
la enseñanza, adoptada por la Conferencia General de las Naciones Unidas 
���������������×�ǡ������������������������ǡ�������������ͷͺ�����������������
ͷͿͼͶǤ

Ȉ��������������ͷͶͻ����ͷͿͻͽ����������������������×���������������������ǡ�����Ǧ
ϔ�����������������ͻͺ����ͷͿͼǤ

Ȉ����������ͷͼͿ�������ĔĎę.

• Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
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Discriminación Racial

Ȉ��������������ͷͷͷ����ͷͿͻ;���������������������������×�������������������������
�������×�ǡ�����ϔ���������������������ͷͿͼͽǤ

Ȉ����������������������������������������������À�����ǡ�ͷͼ�����������������ͷͿͼͼǡ�����Ǧ
ϔ�����������������ͽͺ����ͷͿͼ;Ǥ

Ȉ�������������������������������������×�����ǡ����������������������ǡ�ͷͿ����������Ǧ
�������ͷͿͼͼǤ

Ȉ���������×�����������������������������������ǲ���������������±����������
����ǳǡ�������������ͷ�����������������ͷͿͼͿǡ�����ϔ�����������������ͷͼ����ͷͿͽǤ

• Convención Interamericana Contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia de la Organización de Estados Americanos (ĔĊĆ) de 
ͶͷǤ

Ȉ���������ͷͿ;ͷǡ��������������������������������������������×����������������
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial.

Ȉ�����ͷ����ͷͿͿͷǡ���������ϔ����������������ͷͼͿ�����������������×����������������
del Trabajo.

Ȉ�����������×�����À��������ͷͿͿͷǤ

Ȉ�����ͽͶ����ͷͿͿ�ȋ���Ǥ�Ȍǡ���������������������������������À�����������������ͻͻ�������
Constitución Política.

Ȉ���������ͷͽͺͻ����ͷͿͿͻǤ

Ȉ�����ͻ;Ϳ����ͶͶͶǤ

• Documento ĈĔēĕĊĘ�ͷͼͿ����ͶͶǤ����À��������������������×����������������Ǥ

• Documento ĈĔēĕĊĘ�ͷͶ����ͶͶͺǤ����À������������×���ϔ����������������������Ǧ
ción negra o afrocolombiana.

Ȉ���������ͺͷ;ͷ����ͶͶͽǡ�������������������������������������×����������������������
el Avance de la Población Afrocolombiana, Palenquera y Raizal.

Ȉ�����ͷͺ;����Ͷͷͷ�����ϔ�������������ͷͽͻ����Ͷͷͻǡ�������������������������������Ǧ
zan los actos de discriminación.

Ȉ�����ͷ;����Ͷͺ������������ͶͷͽǤ

• Corte Constitucional.  Derecho a la educación de niños y niñas afrocolombianos. 
�����������Ǧͼ;ͶȀͷͼǤͷͺͶ 

• Corte Constitucional.  Derecho a la consulta previa de las comunidades afrocolomǦ
������Ǥ�������������ǦͺͽͻȀͷͼǤ�ͷͺͷ

• Corte Constitucional.  Afrocolombianos y sus comunidades como titulares indiǦ
viduales y colectivos de Derechos Fundamentales. Fundamentos normativos y 
�����������������������������Ǥ������������ǦͻͽͼȀͷͺǤͷͺ
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2. Enfoque de Género
El género es una construcción social y cultural en un momento histórico determinado, que 
����������������������������������������������Àϐ���ǡ������������������������������������ǡ�
con un “deber ser” que tiene prejuicios, concepciones y estereotipos que generan rela-
��������������������������ǡ�������������×�ǡ��������À��ǡ�����������������������������ϐ�����
dentro de estas concepciones.

������������������×���������������������ǡ�����±����������ϐ����������ǣ

… los roles, comportamientos, actividades, y atributos que una sociedad determinada en 
una época determinada considera apropiados para hombres y mujeres.  Además de los 
atributos sociales y las oportunidades asociadas con la condición de ser hombre y mujer, y 
��������������������������������������ǡ�����Ó�������Ó��ǡ�����±����������±�������ϐ�����������
relaciones entre mujeres y las relaciones entre hombres. Estos atributos, oportunidades y 
relaciones son construidos socialmente y aprendidos a través del proceso de socia-
������×�Ǥ����������Àϐ����������������Ȁ±���������������������Ǥ143

1 Ene. 28 Feb.37

Aumento del 8.8%

ɣɢɪɦɫɦɠɦɡɦɬɰ

con respecto al 2020145

2021 2021

Uno de los estereotipos en nuestra sociedad es el 
patriarcalismo, esto es, la idea de creer en la superioridad de 
los hombres sobre las mujeres, lo que genera desigualdades; 
aunque está muy arraigado a la cultura, ésta se puede 
transformar:

Las ideologías patriarcales no sólo afectan a las mujeres al 
ubicarlas en un plano de inferioridad en la mayoría de los 
ámbitos de la vida, sino que restringen y limitan también a 
los hombres, a pesar de su situación de privilegio.144
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Otra expresión del patriarcalismo es la discriminación, intolerancia 
y persecución a personas con orientación sexual o identidad de 
género diversa; como lo señala la Defensoría del Pueblo:

La orientación sexual, la identidad y expresión de género hacen 
parte de las construcciones individuales que garantizan el 
ejercicio al libre desarrollo de la personalidad. Para que estas 
construcciones se puedan llevar a cabo, requieren de un con-
texto sociocultural que permita, respete y celebre la diversidad, 
y que trabaje por transformar las causas y consecuencias de la 
discriminación y de la violencia contra personas con orientación 
sexual e identidad de género diversas.

En ese orden de ideas, un enfoque de orientación sexual e iden-
tidad de género diversa ayuda a proponer y desarrollar acciones 
que mitiguen los efectos de la violencia y la discriminación, hasta 
conseguir que dichas conductas sean sancionadas jurídica y 
�����������ǡ��ǡ�ϐ���������ǡ�������������Ǥ���������������������-
ración de ambientes democráticos, pluralistas y que integren y 
valoren la diversidad que representa esta población.152

Durante

75
14

20

ɥɬɪɦɠɦɡɦɬɰ
ɞɪɢɫɞɷɞɰ

ɠɞɰɬɰ�ɡɢ�ɳɦɬɩɢɫɠɦɞ
contra personas de orientación 

sexual e identidad de género diversa
������������������������������������������ϔ��������ǡ������
�ï���������������������������������×���ϔ�������������������
Fiscalía, Policía, Medicina Legal y el Ministerio Públicoͷͻͷ.

2020

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
• Lineamientos de la Política Pública para la Equidad de 

±���������������������Ǥͷͺͼ 

• Plan Integral para garantizar a las mujeres una vida 
libre de violencias.ͷͺͽ

Ȉ�����ͷͻͽȋͶͶ;Ȍ�ǲ�������������������������������������Ǧ
bilización, prevención y sanción de formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres”. ͷͺ; 

Ȉ�����ͷͽͷͿ������������������������������������������Ǧ
tizar el acceso a la justicia de las víctimas de violencia 
sexual, en especial la violencia sexual con ocasión del 
���ϔ������������ǡ����ͶͷͺǤͷͺͿ

• Corte Constitucional.  Derechos de la población đČćęĎ.ͷͻͶ
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3. Enfoque de discapacidad
Otro grupo poblacional que la Corte Constitucional ha señalado como sujeto de protec-
ción especial es el de las personas con discapacidad.  La Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, señala que:

���������������������������������������������������������������ϐ����������ϐÀ�����ǡ����-
tales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, 
puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condi-
ciones con las demás.153

Para las Naciones Unidas, la discriminación a las personas con discapacidad se entiende como: 

Cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 
propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejer-
cicio, en igualdad de condiciones, de todos los Derechos Humanos y libertades funda-
mentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye 
todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.

La discapacidad puede ser: Física y/o movilidad reducida; sensorial visual, auditiva y 
sordoceguera; sensorial gusto, olfato, tacto; mental intelectual/cognitiva; mental psico-
social y múltiple.

El Estado colombiano, mediante la Ley Estatutaria 1618 de 2013 y el documento ĈĔēĕĊĘ 
ͳ����ʹͲͳ͵ǡ�ϐ���×�������ϐ��×������������×�������������������������������������������
las Personas con Discapacidad de 2006. Esta Ley contiene los Derechos Humanos, el 
�������������������� �� ���� ����������ϐ������������������������ ������������������� ����
obligaciones del Estado colombiano y la sociedad.

La inclusión social de las personas con discapacidad va más allá de lo médico —lo cual 
es muy importante, pues tiene que ver con rehabilitación y ayudas técnicas superar la 

discapacidad—. Es responsabilidad del Estado, a través de la implementación de políti-
cas públicas hacer realidad esa inclusión social.

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
• Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

contra las Personas con Discapacidad”, de la Organización de Estados Americanos ĔĊĆ. 
�������������������������ͽͼ�����ͷ������������ͶͶǤ�������������������������

la Corte Constitucional en la Sentencia ĈǦͺͶͷ����ͶͶǤ

• Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad”, de la 
Organización de las Naciones Unidas ĔēĚ, fue aprobada mediante la ley 
ͷͺͼ����ͶͶͿǡ�������������������������������������������������������Ǧ

nal, mediante la Sentencia ĈǦͿ������������������ͶͷͶǤ
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3. Enfoque de discapacidad 4. Enfoque de persona mayor
La Corte Constitucional ha señalado que las personas mayores son sujeto de especial 
protección constitucional:

Los adultos mayores son un grupo vulnerable, por ello han sido catalogados como suje-
tos de especial protección constitucional en múltiples sentencias de esta Corporación. 
Desde el punto de vista teórico, esto puede obedecer a los tipos de opresión, maltra-
to o abandono a los que puede llegar a estar sometida la población mayor, dadas las 
������������ϐÀ�����ǡ�����×��������������×�����ǡ������������������������������������������
colectivos o sujetos.154

Actualmente la expectativa de vida ha aumentado, y al mismo tiempo la natalidad y la 
mortalidad han disminuido. Esta situación explica el crecimiento del número de perso-
nas mayores de sesenta años.

El enfoque diferencial de Persona Mayor plantea la necesidad de compren-
��������������������������������Ͳ��Ó��ǡ�������������������������Àϐ�����
������×���������ϐ��������������������������������ǡ��������������������������ǡ�
en su capacidad de socialización y en ocasiones a sus problemas de salud, 
entre otros, pues muchas veces son discriminados y excluidos; por esta ra-
zón requieren un atención priorizada y diferenciada. Es importante tener en 
cuenta el impacto de la desaparición de su familiar en sus vidas y el sufrimiento 
que éste acarrea.

Según el Censo Nacional 
de Población de 3’937.600 9.2% 

de la poblaciónɰɬɫ�ɪɞɶɬɯɢɰ�ɡɢ����ɞ˗ɬɰ

 De 42 millones de personas 
en Colombia

2018

El aumento de personas mayores plantea retos para la política públi-
ca y para la convivencia, ya que los adultos mayores sufren la discri-
minación etaria, sustentada en la idea de ser personas que 
no aportan en la productividad y se convierten en carga 
para la sociedad. 
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ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
ɦɫɱɢɯɫɞɠɦɬɫɞɩ�

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
ɫɞɠɦɬɫɞɩ�

• ����������������ȋͷͿ;ȌǤ������������������������
el Envejecimiento adoptó el Plan de Acción InternaǦ
cional de Viena sobre el Envejecimiento. 

• Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el 
Envejecimiento (Segunda Asamblea Mundial sobre 
�����������������ǡ�����Ó�ǡ�ͶͶȌ

• Declaración Universal de Derechos Humanos 
ȋͷͿͺ;ȌǤ��

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
����������������������ȋͷͿͼͼȌǤ�

• ��������×��ͺͼȀͿͷ����������������������������������
����������������������������������������ȋͷͿͿͷȌǤ

• �����������×��ͷͼ�������ĔĎę�ȋͷͿ;ͶȌǤ������������
la aplicación de un programa que permita a los 
trabajadores prever las disposiciones necesarias, 
�������ϔ��������������������������×����������������
su nueva situación, proporcionándoles información 
apropiada.

• Recomendación relativa a la seguridad social de la 
ĔĎę�ȋͶͶͷȌǤ��

• Convención Americana sobre Derechos Humanos 
ȋͷͿͼͿȌǤ��

• Protocolo Adicional en materia de Derechos EcoǦ
nómicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San 
��������ǡ�ͷͿͿͿ

• ����������×�����ͷͿͿͷǡ�������������������ǡ�������������������������������
responsables en la protección y la asistencia de las personas mayores, 
para promover su integración a la vida activa y comunitaria.

• ����Ϳ����ͷͿͽͻǣ���������×�����������������������Ǥ

• ��������Ͷͷͷ����ͷͿͽͼǤ�����������������������������������������×�����
Anciano.

• ����ͷ����ͷͿ;ͼǤ�����������×������������������������������ǡ�����������
salud y ancianatos.

• ����ͻͻ����ͷͿ;ͻǤ�����������������������Àϔ����������������×������������
mayores al ICBF.

• ����ͺ;����ͷͿ;ͼǤ�������������������×��������������������������������
de bienestar del anciano.

• ����ͽͷ����ͷͿ;;Ǥ�����������×��������������������������������������Ǧ
sación familiar.

• �Ǥ�Ǥǡ��À�����ͷǡ�ͷͿͿͷǤ����������������������Ǥ������������������������
diferencias y protección especial.

• ������ȀͿȀͶͶͻǤ���������������������������������������Ǥ�ǲ����
Luis Londoño de la Cuesta”

• ����ͷͷͷͶȀͶͶͼǤ������������������ϔ������ĕĕĘĆĒ, inclusión del ĕĕĘĆĒ

• ����ͷͷͽͷȀͶͶͽǤ������ϔ������ȋ���������������������×�ǡ���������×�ǡ������ȌǤ

• ����ͷͻͷȀͶͶ;Ǥ���������ǡ���������ǡ����������������ϔ��������������Ǧ
chos del adulto mayor.

• ����ͷͽͼȀͶͶͿǤ����������������������������×�������������������������
centros de vida.

• ����ͷͽ;ȀͶͷͻǤ�����Ǥ�����������������ǡ���������×��������������������
mayor.

• ����ͶͺȀͶͷͽǤ��������������À�����������������������������������������
centros vida

• ��������×��ͽͶͶ����ͷͿͿǤ���������������������Ǥ���������������������
Mayor.

• �������ͽ����ͷͿͿͺǤ�����������������������Ǥ�����������������������
Red de Solidaridad Social.

• ����ͽͷ����ͷͿͽͼǤ����������×�����À���������������������������������
tercera edad.

• ����ͼ;ͽ����ͶͶͷǤ�����ϔ�����������ͺ;����ͷͿ;ͼǡ������������������������
concejos, estampilla.
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5. Enfoque de niñas, niños, jóvenes 
y adolescentes
Históricamente los niños, niñas, jóvenes y adolescentes han sufrido discriminación y 
maltrato por parte de los adultos, en razón a su condición y dependencia; por estar en 
desarrollo son vulnerables y requieren lo que la Corte Constitucional ha llamado protec-
ción reforzada.155 Los derechos de la niñez son responsabilidad de la familia, la comuni-
dad y el Estado.�����������������������������ϐ��������������������������������������ǡ�
garantía y protección de estos derechos.156 En la medida en que se garanticen sus dere-
����ǡ����������������������������������ǡ�����×�����������ϐÀ���������������±�����������Ǥ

El enfoque diferencial de niñez plantea el reconocimiento de este grupo poblacional, no 
���������������������×�������������������������������ǡ�������������ϐ����������������-
chos prevalecen sobre los de los demás.

Según ĚēĎĈĊċ:157

… la tasa de mortalidad en menores de un año es más del doble del promedio nacional 
ȋͳǡͶȌ�������������������������Àϐ����ȋ����×ǡ�ͶͳǡͻʹȌ����������×������×�����ȋ͵ͺǡͶͶȌǤ����
La Guajira, este indicador alcanza un valor crítico de 31,61.

… la violencia impide aún más la plena garantía de los derechos de la infancia. Las cifras 
�ϐ����������ϐ�����������������������������������ϐ������������������������������Ó�������Ó��ǡ�
así como también los efectos de otras formas de violencia se entrecruzan.

Los niños se ven afectados de manera particular por las minas Antipersonales, las Municio-
nes Sin Explotar y los Artefactos Explosivos Improvisados, el reclutamiento y utilización por 
���������������������������ǡ������������������������������������ϐ�����ǡ������������-
��������������ǡ���������ϐ���������Ȁ����������������������������������Ǥ

… la violencia sexual contra niños y niñas continúa constituyendo una amenaza 
crítica, aun cuando hay un subregistro de su incidencia. Esta violencia persiste 
����������������������������ϐ�������������������������������������������Ǥ

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
• ���������×��������������������������Ó���ȋͷͿ;ͿȌǤ��	���������
����ϔ�������������������������������������������������ͷ�
���ͷͿͿͷǤ

• ����������×�����À�����������������ȋͷͿͿͷȌǤ�����À�����ͺͺǤ

• �×��������������������������������ȋͶͶͼȌǤ�����������
����������������ͷͶͿ;Ǥ

• ������ν�ͻͷ����ͶͶ;Ǥ���������×������������������
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes 
����������������������ϔ������������Ǥ

• Sentencia ĈǦͶͼͿȀͷͼǤ����������������������������Ǧ
ción, asistencia y reparación integral a víctimas del 
���ϔ��������������������Ǥ������������������À��������
niños, niñas y adolescentes.
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6. Defensores y defensoras 
de Derechos Humanos
Las y los defensores de Derechos Humanos surgieron en Colombia ante los incumpli-
mientos del Estado para su vigencia y garantía:

Si el Estado cumpliera a cabalidad su deber de prevenir, investigar y castigar las violacio-
nes a los Derechos Humanos, no surgiría la necesidad de que los particulares se convirtie-
ran en defensores de aquellos derechos. Sin embargo, eso no ocurre, y, además, el artículo 
95 de la Constitución Política establece, entre las obligaciones de todas las personas en 
Colombia, “Defender y difundir los Derechos Humanos como fundamento de la conviven-
�������Àϐ���ǳǤ���������×�����������������������������������������������������������������
ϐ�������������������������������×�����������ǲ����������������������������������ǡ������������-
cia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”. En conclusión, 
el respeto y defensa de los Derechos Humanos legitima un Estado Social de Derecho.158

Las y los defensores de Derechos Humanos, grupo poblacional que incluye a líderes y 
���������ǡ������������ϐ������������±�����������������������������������×�ǣ

“… el defensor de Derechos Humanos y líder social son equiparables en atención a la acti-
vidad que realizan en relación con la promoción y protección de los Derechos Humanos, 
en tanto que, el concepto de defensor de Derechos Humanos se amplía a todas aquellas 
personas que, de manera individual o colectiva, trabajan por que los Derechos Humanos 
�����������ǡ��������������������������ǡ������������������������ϐ������������������������-
do, consagrados en  la Constitución Política.”159

Aunque las Organizaciones no Gubernamentales han desarrollado su actividad con ri-
gor, persistencia y claridad, lo cual les ha dado reconocimiento y respeto por parte de la 
comunidad internacional, siguen siendo blanco de persecución y ataques, dada la pola-
rización, intolerancia y criminalización de su actividad.

La Corte Constitucional, a través de diferentes sentencias160, ha señalado la responsa-
bilidad del Estado en la prevención —con medidas de carácter jurídico, político, ad-
ministrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los Derechos Humanos y que 
aseguren que las eventuales violaciones—, protección y garantía de Derechos para las 
y los defensores de Derechos Humanos, líderes y lideresas, además de la investigación, 
con resultados satisfactorios y sanción a los responsables de dichas violaciones y la ade-
cuada reparación a las víctimas, por los daños causados.

A pesar de existir normatividad y jurisprudencia de protección a este grupo poblacional, 
es alarmante la cifra de personas amenazadas, hostigadas o asesinadas:

Una aproximación a la violencia contra las personas defensoras, líderes, lideresas y ex-
combatientes, a través de las cifras estadísticas, revela el predominio del asesinato como 
forma de agresión a nivel nacional.161
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ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
ɦɫɱɢɯɫɞɠɦɬɫɞɩ�

ɡɦɯɢɠɱɦɳɞɰ�

ɠɬɯɱɢ�ɠɬɫɰɱɦɱɲɠɦɬɫɞɩ�

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
ɫɞɠɦɬɫɞɩ�

Naciones Unidas. 

• ��������×��ͻȀͷͺͺǤ

• ��������×���Ȁ���Ȁͼ;Ȁͷ;ͷ����ͶͷǤ

• ��������×��ͷͽ���ȋĎĎĎ).

• 	�����À��
�����������������×�ǡ�������������Ǥ������Ͷ����������Ǧ
�������Ͷͷͽ

• ����������À��
�����������������×�ǡ�����������Ͷ����Ͷͷͽǡ�����������
Ͷ����ͶͷͿǡ�����������Ͷ����ͶͷͿ

• �����������ǦͻͿͶ����ͷͿͿ;��Ǥ�Ǥ���������������À�������������Ǥ�����Ǧ
��������ǦͷͷͿͷ����ͶͶͺ��Ǥ�Ǥ�������
��������������������Ǧ������Ǧ
sores de Derechos Humanos sujetos de especial protección.

• �����������ǦͺͿͼ����ͶͶ;��Ǥ�Ǥ�������×�����������Ó��Ǧ���������
fundamental a la seguridad personal de las líderes sociales. 

• �����������Ǧͺ����Ͷͷ��Ǥ�Ǥ�
�����������������������Ǧ��������Ǧ
���������������������������������ϔ������������Ǥ�

• ������������ͺ����Ͷͷͽ��Ǥ�Ǥ����������������À���Ǧ�������×���������Ǧ
�������������������������������ͷͻͺ��������������������Ͷͷͽǡ�ǲ�������
cual se crea la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad en el 
marco del Acuerdo Final, suscrito entre el Gobierno Nacional y las 
ċĆėĈ�Ċĕ����ͺ�����������������ͶͷͼǤ�

• �����ͺͷ;����ͷͿͿͽ

• ��������Ϳͽ;����ͶͶͶ

• ��������ͽ;;����ͶͶ

• ��������;ͷͼ����ͶͶͼ

• ������������ͺͻͶ����ͶͶ;

• ����ͷͺͺ;����Ͷͷͷ

• ��������ͺͶͼͻ����Ͷͷͷ

• ��������ͺͿͷ����Ͷͷͷ

• ��������ͶͿͼ����Ͷͷ

• ��������ͷͶͼͼ����Ͷͷͻ

• ��������ͷͷͺ����Ͷͷͼ

• �����������������Ͷͻ����Ͷͷͽ

• ��������ͷͻͺ����Ͷͷͽ

• ��������ͷͻ;ͷ����Ͷͷͽ

• ��������Ͷͽ;����Ͷͷͽ

• ��������ͻ����Ͷͷͽ

• ��������ͷͺ����Ͷͷͽ

• ����ͷͿͶ;����Ͷͷ;

• ��������ͼͼͶ�����ͷͽ��������������Ͷͷ;

• ��������ͷͽ�����ͷͿ�����������������Ͷͷ;
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7. Personas desmovilizadas 
y reincorporadas a la sociedad

13.202

Nov 2016

98,6% 
en proceso de reincorporación163

ɢɵɦɫɱɢɤɯɞɫɱɢɰ�ɡɢ�ɩɞɰ�ɣɞɯɠ

ɰɢ�ɣɦɯɪɞ�ɢɩ�
ɞɠɲɢɯɡɬ�ɡɢ�ɭɞɷ���

���������������������������ϐ������
del Alto Comisionado para la Paz 

entre el Estado colombiano 
y las ċĆėĈ�Ċĕ

13.023
 personas

6 décadas
Más de 

������ϐ������������

* Datos de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización, arn
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Dada la polarización y estigmatización de quienes se desmovilizaron y reinsertaron, 
las cifras de estas personas asesinadas es alarmante. Estas son las cifras de homicidios 
���ϐ����������������������������������������À��������ʹͶ�����������������ʹͲͳ������ͳͻ�
de abril de 2021. Fuente: base de datos ĎēĉĊĕĆğ.165

ǲǥ�����������ϐ��������������������ǲ�����������ǳ���ǲ���������-
����ǳ�����������������������������ϐ�������������������������
margen de la ley al que pertenece, y se entrega voluntariamen-
te a las autoridades estatales competentes para, después de un 
determinado procedimiento, reincorporarse a la vida civil.” 

��������������������ϐ�����×�ǡ����������������������������������
dejar las armas que había empuñado contra el Estado y el 
orden constitucional, para reasumir voluntariamente su con-
����×����������������ǡ�����ϐ��������������������Ȅ���������������
��Ȅ�����������������������������������������������×�����Àϐ����

ɠɦɣɯɞɰ�ɡɢ�ɡɢɰɪɬɳɦɩɦɷɞɡɬɰ�ɞɰɢɰɦɫɞɡɬɰ

ɡɢɣɦɫɦɠɦ˙ɫ

* Fuente: Indepaz. Resumen actualizado 2021.

Guajira: 1Atlántico: 1
Bolívar: 5

Sucre: 1

Córdoba: 1

Antioquia: 29

Bogotá: 3

Chocó: 12

Quindío: 2

Norte de Santander: 18

Arauca: 6
Casanare: 1

Meta: 25
Huila: 7

Tolima: 4

Guaviare: 7

Caquetá: 23

Santander: 1

Valle del Cauca: 15
Cauca: 48

Nariño: 32
Putumayo: 23

Total: 265

�������ϐ������������ǡ����������������������������������������
situación particular. Por ello, al entregarse a las autoridades y 
manifestar su voluntad de abandonar la violencia, contribu-
yendo así a la construcción de la paz, el individuo “desmovi-
lizado” o “reinsertado” está haciendo explícito su deseo de 
volver a vivir en paz, esto es, de ejercer el derecho constitu-
cional que consagra el artículo 22 de la Carta, que dispone: 
“La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimien-
to”. Por lo mismo, su condición debe ser objeto de especial 
atención por parte de todas las autoridades estatales.164
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�������ϐÀ�����������×�������������������������������������������������������×�����������-
perancia del Estado en ofrecer garantías y seguridad para las personas reinsertadas, en 
contra vía de lo expresado por la Corte Constitucional:

ĘĚďĊęĔĘ�ĉĊ�ĊĘĕĊĈĎĆđ�ĕėĔęĊĈĈĎŘē�ĈĔēĘęĎęĚĈĎĔēĆđ�- Deberes mínimos de las 
autoridades estatales

Ǭ��±������ϐ���������������������������������������������×����������������ǫ�Ǭ��±���������
�����������À�����������������ǡ�����������������ǫ

En síntesis, �����ϐ����������������������������������������������������������������������
que se respeten y promuevan los derechos de las personas a quienes la Carta dispensa 
�����������������������������×�ǡ��������������×��������������������������������ϐ��������
buscando ayuda para su situación. Ello implica que las autoridades deben obrar frente 
a estos sujetos de manera especialmente diligente, interpretando el alcance de sus pro-
����� ��������������������������������������������������ǡ�������ϐ����� ��� �������×������
Constituyente y busque preservar, ante todo, el goce de sus derechos fundamentales.

Así mismo, implica que cuando exista más de una entidad pública con competencia para 
atender los requerimientos de uno de estos sujetos de especial protección, su deber 
general de coordinación ha de ser cumplido con particular cuidado, para que no se im-
pongan a dichas personas cargas administrativas innecesarias que pueden y deben- 
ser asumidas directamente por las entidades públicas implicadas. El deber de especial 
protección que tienen las autoridades frente a estos sujetos se acentúa en situaciones 
de emergencia en las cuales sus derechos fundamentales estén expuestos a un nivel 
�����ϐ�����������������ǡ������������������������������������������������ϐ������������Ǥ

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
����ȋͶͶ;ȌǤ������������������ͻͻͺǤ����À�����������������
Reintegración social y económica para personas y grupos 
armados ilegales.ͷͼͼ

Corte Constitucional:

• �����������ǦͺͿͼ����ͶͶ;��Ǥ�Ǥ�������×�����������Ó�Ǥ�
Seguridad personal, derecho fundamental que autoriza 
����������������������Àϔ����������������×������������������
autoridades para prevenir riesgos extraordinarios contra 
la vida y la integridad personal.

• �����������Ǧͽͷͻ����ͶͶͽ��Ǥ�Ǥ�����������������Ǥ��������
extraordinario y seguridad personal.

• �����������Ǧͼͺ����ͶͶͻ��Ǥ�Ǥ���±���������������������Ǧ
sa. Seguridad personal, existe la obligación de evaluar el 
riesgo al que se someten las personas.

• �����������ǦͶͻ����ͶͶͺ��Ǥ�Ǥ����������±��������������Ǧ
��Ǥ������������������������ϔ�����������������������������

������������������������ϔ�����������������������������������
las personas.

• �����������ǦͷͶͼ����ͶͶͷ��Ǥ�Ǥ�����������������
��Ǥ�������
de solidaridad de la policía no comporta la obligación de 
asumir indiscriminadamente cualquier tipo de riesgo que 
comporte una amenaza para sus derechos, el estado debe 
ponderar las cargas que deben asumir las personas.

• ������������ͻͼ����ͷͿͿͿ��Ǥ��Ǥ���±�
������������������
Galindo. El principio de solidaridad solo puede ser exigible 
al sujeto que está en condiciones de afrontarla, en cualǦ
quier caso, deberán tenerse en cuenta las circunstancias 
de quien se espera que asuma la carga.

• �����������ǦͷͶ����ͷͿͿͽ��Ǥ�Ǥ��������
��������À��Ǥ���������
a la vida.

• ��������������������Ǥ������������ǦͺͿ����ͷͿͿǤ��Ǥ�Ǥ������Ǧ
do Cifuentes Muñoz
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8. Periodistas
Por su labor de dar a conocer situaciones injustas, violación a los Derechos Humanos 
e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, las y los periodistas han sufri-
do amenazas, persecución y, en algunas ocasiones la muerte.  Según la jurispruden-
cia de la Corte Constitucional, estos profesionales de la comunicación están:

“3) En el grupo de las víctimas de violencia generalizada: los desplazados, torturados, 
secuestrados, desaparecidos, refugiados, exiliados, líderes políticos y miembros de par-
tidos políticos, periodistas y habitantes en zonas con problemas de orden público;”167

Frente a los riesgos de las y los periodistas, la Corte ha señalado:

1. La Corte considera que las evaluaciones de riesgo deben tener en cuenta el contexto 
en el cual desempeña sus labores el periodista o comunicador, pues de lo contrario 
se generaría una visión parcial y limitada respecto de los riesgos a los cuales pueden 
estar sometidos.

2. En este sentido, son relevantes por lo menos tres aspectos que deben evaluarse cuan-
do se pretenda medir el nivel de riesgo de un periodista que se dedica a la difusión 
de información, expresión u opinión en asuntos políticos, sociales o a la denuncia de 
situaciones ilegales:

ȋ�Ȍ ���ϔ������������������ǣ en este componente, la autoridad debe valorar el tipo 
de audiencia a la que se dirige el periodista y el nivel de difusión de los conteni-
dos informativos o de opinión que presenta. Así mismo, se debe tener en cuenta 
el tipo de respaldo institucional del cual dispone, pues en muchas ocasiones las 
amenazas suelen afectar en mayor grado a periodistas que no cuentan con un 
medio de comunicación consolidado de amplia circulación que pueda respaldar 
sus labores. 

ȋ��Ȍ �������������������������×���������×�������������ǣ en este punto, es impe-
rativo que la autoridad administrativa evalúe si se trata de un contenido que, por 
su carácter político, social o ideológico, implica un riesgo particular para quien 
expresa tales opiniones o divulga información en relación con estos aspectos. Al 
respecto, conviene destacar que el contenido de la información que presenta un 
periodista en un contexto de violencia o polarización política es relevante para 
determinar el posible grado de riesgo o amenaza al cual puede verse sometido. 

ȋ���Ȍ ����������������������������������������Ó���������������ǣ este aspecto re-
sulta especialmente relevante para determinar el nivel de riesgo, pues “se ha 
considerado que, por su cercanía a los contextos de intensa violencia política y 
armada, los medios locales y regionales son más vulnerables a sufrir agresiones, 
�������������������������������������������������ϐ�����������������Ǥ��������������
de esto, cabe resaltar que 48 de los 58 periodistas ejecutados entre 1996 y 2005, 
������������������������������������×�������ϐ������������������������ǳǤ168
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De este modo, la autoridad administrativa tiene la carga de valorar expresamente la in-
ϐ�������������������������������������×�����������������������������������������������������-
empeña sus labores y la posible incidencia de factores relevantes tales como, por ejemplo: 

(i) las cifras de periodistas amenazados o asesinados en la zona; 

(ii) la existencia de actores armados o grupos delincuenciales con presencia en el lugar; 

ȋ���Ȍ����������������ϐ���������������������������������������������������Ǣ

(iv) el grado de visibilidad que puede tener el periodista o comunicador en razón del 
tamaño de la ciudad o localidad en la que desempeña sus funciones.

La situación de las y los profesionales de la comunicación sigue siendo muy preocupan-
te.  La Fundación para la Libertad de Prensa presentó la siguiente estadística:169

ɫɬɯɪɞɱɦɳɦɡɞɡ�
��������������������Ǥ�������������ǦͷͿͿȀͷͿǤ

�����������������������Ǥ���������ͷͻͿͿ����ͶͶͶǡ��������×����
programa de protección de periodistas y comunicadores 
��������������������������������ϔ����Ǥ

• ��������ͽ;;����ͶͶǤ�������������������ϔ�����������������
��������±����������������×������������×����������������
los Programas de Protección de la Dirección de Derechos 
Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia.

• ��������ͷͽͺͶ����ͶͷͶǤ�������������×����������������
protección que se pueden otorgar y las reglas para su 
mantenimiento.

• ��������ͽͻ����ͶͷͷǤ��������������������ϔ������������������
��������ͷͽͺͶ�����ͷͿ������������ͶͷͶǡ�����ϔ��������������
���������ͽͷǡ�ͺͻͶ����ͶͷͶǡ�Ϳͻͻǡ�ͷ;Ϳͼ���ͶͿ����ͶͷͷǤ

• ��������ͺͶͼͻ����ͶͷͷǤ�����������������������������������������
de Protección (Ěēĕ), se establecen su objetivo y estructura

• ��������ͺͿͷ����ͶͷͷǤ�������������������������������������
de Prevención y Protección de los derechos a la vida, la 
libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos 
y comunidades del Ministerio del Interior y de la Unidad 
Nacional de Protección.

• ��������ͷͽ����Ͷͷ;Ǥ������������������������������×����Ǧ
tersectorial para el desarrollo del Plan de Acción Oportuna 
(ĕĆĔ) de Prevención y Protección individual y colectiva de 
los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguriǦ
dad de defensores de Derechos Humanos, líderes sociales, 
���������ǡ���������������Ǧ�ǲ������×������������������×��
Oportuna (ĕĆĔ) para defensores de Derechos Humanos, 
líderes sociales, comunales, y periodistas”.
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ɩɞ�ɦɫɱɢɯɰɢɠɠɦɬɫɞɩɦɡɞɡ
La interseccionalidad es una herramienta para el análisis de grupos vulnerables, sujetos 
de especial protección constitucional, que aborda discriminaciones simultáneas, esto 
es, dobles o triples condiciones que puede tener la persona, lo que ayuda a entender las 
complejidades de las situaciones que afrontan, a tener en cuenta en la restitución de sus 
derechos.  Ejemplos de análisis de la interseccionalidad son:  una niña, quien además de 
su condición de menor de edad, tiene una discapacidad; o una indígena, quien además 
de indígena es mujer; o una persona afrocolombiana, quien además de ser afro, es muy 
pobre y es víctima.170

El estado colombiano debe 
asegurarnos la igualdad de 

condiciones, oportunidades, derechos 
y deberes a todos los ciudadanos 

sin importar su estrato social, raza, 
capacidad física o intelectual, edad u 

ocupación
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ɦɡɢɞɰ�ɪɞɢɰɱɯɞɰ
• A pesar de ser un país pluriétnico y multicultural, reconocido en la Constitución Política y 

en la normatividad de Derechos Humanos, existe una gran distancia en las condiciones de 
vida de indígenas y afrocolombianos, respecto a la mayoría de la población.

• El Adultocentrismo ha hecho que se discrimine a niños y niñas, con la idea equivocada de 
creer que por estar en desarrollo, no tienen derechos.

• Las personas mayores son discriminadas, por dejar de ser productivos y ser vistos como 
carga para la sociedad.

• Aunque se ha superado en algunos sectores de la sociedad el patriarcalismo, aún existe 
discriminación del hombre a la mujer, violencia y maltrato.

• Las personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas sufren la discri-
minación, el desprecio y ataques por ser visto como personas desviadas.

• Es necesario que haya respuestas adecuadas a las necesidades de las personas con discapacidad.

• Las y los defensores de Derechos Humanos, líderes y lideresas sociales son personas muy 
importantes para la democracia colombiana y hay que protegerles.

• Las personas que entregaron sus armas, se desmovilizaron y se reincorporaron a la socie-
dad tienen el derecho de rehacer sus vidas.

• Las y los periodistas que realizan su labor y por ello tienen riesgos, deben ser protegidos 
por el Estado colombiano.
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ɢɳɞɩɲɞɠɦ˙ɫ
Señale si es falso (F) o verdadero (V)

• Los pueblos indígenas y las comunidades afro son minoría y por lo 
tanto se deben someter a las leyes nacionales.

• La frase “no sea tan infantil” expresa desprecio hacia los niños y 
las niñas.

• Las personas mayores tienen sabiduría, construida en su largo tra-
yecto de vida.

• Las personas con discapacidad son una minoría que exige demasiado.

• Las y los defensores de Derechos Humanos necesitan protección 
pues son muy vulnerables.

• Por los excesos que tuvieron en la guerra, no hay que perdonar a 
las y los excombatientes.

• Los hombres son más inteligentes que las mujeres.

F V

así concluímos este primer módulo del 
diplomado en FORTALECIMIENTO DE LA 
CAPACIDAD DE RESPUESTA DE LÍDERES, 
LIDERESAS SOCIALES Y DEFENSORES 
(RAS) DE DERECHOS HUMANOS, FRENTE 
A FACTORES DE RIESGO. Esperamos 

encontrarnos pronto en el módulo 2.
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«Privar a las personas de 
sus Derechos Humanos es 
poner en tela de juicio su 
propia humanidad».
Nelson Mandela, activista sudafricano 

de los derechos civiles

ʊ



Esta cartilla busca dar a conocer a las y los 
participantes la historia del movimiento de Derechos 
Humanos y la política pública del Estado colombiano, 

en el acompañamiento y protección en situaciones 
de riesgo, el enfoque diferencial y socializar las 

buenas prácticas y lecciones aprendidas por medio 
de esta cartilla pedagógica.

DIPLOMADO “FORTALECIMIENTO DE LA CAPACIDAD 
 DE RESPUESTA DE LÍDERES, LIDERESAS SOCIALES 
 Y DEFENSORES (RAS) DE DERECHOS HUMANOS, 
FRENTE A FACTORES DE RIESGO”

Cartilla pedagógica
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Protocolo de
Imágen Institucional

2. 2. Estructura y construcción del logotipo

1. Símbolo.
)RUPDGR� SRU� GRV� SDORPDV� TXH� VHPHMDQ�PDQRV� \� UR-
dean visualmente un círculo dentro del cual se observa 
HO�PDSD�GH�&RORPELD�VLPSOLÀFDGR��(Q�VX�YHUVLyQ�SULQFL-
pal el símbolo será de color azul, con el mapa transpa-
rente.

Sin embargo, se presenta una versión en azul, con el 
mapa en color amarillo, la cual se puede utilizar en ca-
sos establecidos más adelante.

El símbolo se puede utilizar solo, sin el nombre, siempre y cuan-
do se ubique en espacios que lo relacionen directamente con 
la Defensoría del Pueblo.

2. Nombre.
Defensoría del Pueblo, en color azul en su versión 
principal.

El nombre no deberá utilizarse sin la presencia del 
símbolo.

���=RQD�GH�H[WHQVLyQ�

(Q�FDVRV�HVSHFtÀFRV�GRQGH�HV�QHFHVDULR�XELFDU�MXQWR�FRQ�HO�OR-
gotipo nombres adicionales que hacen parte de la nomencla-
tura de la Entidad (dependencias, proyectos, etc), se emplea 
la zona de extensión y según la necesidad, se puede variar el 
formato de utilización del logotipo.


